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Capítulo primero

INTRODUCCIÓN: POLÍTICA JUDICIAL 
Y CUERPO DE ANÁLISIS

En la presente investigación me propongo examinar el desenvol-
vimiento del Poder Judicial federal (en adelante el PJF) y de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación mexicana (en adelante SCJN) 
frente al tema de la discapacidad y la discapacidad por enfermedad 
mental, ambos relacionados con la implementación por los tribuna-
les federales de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (en adelante la CDPD, o la Convención) adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de di-
ciembre de 2006, con entrada en vigor desde el 3 de mayo de 2008, 
con 191 Estados parte, y firmada por 164.1

Es importante señalar que el 15% de la población mundial 
vive con algún tipo de discapacidad, es decir, aproximadamente 
mil millones de personas, las cuales conforman el grupo minorita-
rio más grande del mundo. En México, conforme al censo nacio-
nal de población y vivienda de 2020, hay 20 millones 838 mil 108 
personas (16.5% de la población total que asciende a poco más de 
126 millones), que viven con algún tipo de discapacidad o limita-
ción física o mental. De este total, 6 millones 179 mil 890 personas 
tienen una discapacidad, un millón 590 mil 588 tienen algún pro-
blema o condición mental, y 13 millones 934 mil 448 poseen algún 
problema de limitación.2

1		 Véase el estatus de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, disponible en: https://social.desa.un.org/issues/disability/crpd/convention-
on-the-rights-of-persons-with-disabilities-crpd (fecha de consulta: 4 de diciembre de 2024).

2	 	INEGI, Censo de población y vivienda 2020. Población con discapacidad, México, 
INEGI, 2022, p. 20.

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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En México, como se aprecia, la población con discapacidad 
sumó para ese año 6 millones 179 mil 890 personas, concentrán-
dose la mayor incidencia entre la población de 60 a 84 años con 
el 40.90% del total; el 10.3% se encuentra entre niños y adoles-
centes; el 9.8% entre la población joven de 15 a 29 años, el 29.8% 
entre la población de 30 a 59 años, y el 9.1%, entre los mayores 
de 85 años (véase figura 1).

Figura 1. Población con discapacidad y su 
distribución por grupos de edad según el censo 

de población 2020

Nota: la distribución porcentual puede no sumar 100%, porque no se grafica el 
valor del “No especificado”.

Fuente: elaboración propia conforme a los datos obtenidos en; INEGI, Censo de 
población y vivienda 2020. Población con discapacidad, México, 2022, p. 22.
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Ante la nueva realidad normativa impuesta por la CDPD, 
los Estados nacionales parte de la Convención deben crear las 
instituciones necesarias para la operación del nuevo modelo de 
atención a la discapacidad, el modelo de apoyo para la toma de 
decisiones o modelo de asistencia en la toma de decisiones (en 
adelante, MATD). La creación de estas instituciones debe rea-
lizarse con la debida diligencia para asegurar el pleno acceso 
de los derechos humanos de ese grupo poblacional, y si hubiera 
instituciones previas para la atención de la discapacidad, enton-
ces, esperaríamos sus reformas para facilitar el acceso a los dere-
chos de la Convención y del conjunto de los derechos humanos 
consagrados en otros documentos internacionales, en particular 
para las personas con discapacidad mental severa (en adelante 
PDMS), quienes se ven particularmente afectadas por el cambio 
de modelo y requieren de ajustes especiales para garantizar sus 
derechos.

Al Poder Legislativo le corresponde producir las leyes para la 
implementación de esa convención internacional, siempre bajo 
los parámetros de constitucionalidad y convencionalidad. Es de-
cir, el órgano Legislativo debe producir las nuevas leyes exigidas 
por la CDPD considerando siempre el sistema de normas cons-
titucionales y los tratados internacionales de derechos humanos, 
previamente aceptados por el Estado e incorporados a la Cons-
titución a través del artículo 1o. Al Poder Ejecutivo, le compete 
la aplicación de esas leyes en la esfera administrativa, así como 
emitir los reglamentos y normas oficiales para permitir el acceso 
a los nuevos derechos contemplados en la Convención y del resto 
del sistema de reglas constitucionales y convencionales.

La suscripción de la CDPD, que concede un nuevo estatus 
jurídico a las personas con discapacidad (en adelante, PsD), seg-
mento poblacional históricamente discriminado y marginado, 
requiere de medidas y políticas públicas adecuadas para garan-
tizar el acceso a sus derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución y en los tratados de derechos humanos. En los Estados, 
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estas políticas públicas son implementadas y ejecutadas por los 
tres poderes federales operando en una dimensión nacional, y 
como estamos en presencia de un Estado federal, también es 
competencia en el ámbito local de las entidades federativas; así, 
estaremos frente a las autoridades competentes del orden federal 
y local encargadas de la implementación de las nuevas normas 
convencionales para las PsD.

El Poder Judicial es responsable de la implementación de la 
CDPD a través de las sentencias producidas por sus órganos ju-
risdiccionales. Estas son normas individuales que facilitan u obs-
truyen el nuevo estatus jurídico de las PsD, así como el acceso a 
los derechos humanos. Además, estas sentencias se deben inte-
grar congruentemente en un sistema de normas constitucionales, 
y normas federales y estatales más amplio. Así, la actividad de la 
SCJN es sólo una parte de la actividad jurídico-política del Esta-
do mexicano para promover el acceso de las PsD a todos los de-
rechos. En consecuencia, la política judicial se puede definir por 
su articulación con el conjunto de las políticas ejercidas por el 
aparato institucional de los tres niveles de gobierno (federal, esta-
tal y municipal), así como de las instituciones privadas asociadas; 
particularmente, la política judicial debería ser armónica con las 
acciones ejecutadas por los otros dos poderes constituidos, es de-
cir, con los poderes Ejecutivo y Legislativo. Dependiendo de la 
organización política del Estado y de sus formas de gobierno, en 
ocasiones, corresponde al Poder Ejecutivo o al Legislativo iniciar 
la implementación nacional de los tratados internacionales; en 
otras ocasiones, corresponde al Poder Judicial a través de sus sen-
tencias, como demuestra la presente investigación.

La política judicial debe entenderse como el grupo de crite-
rios emitidos por los tribunales para el reconocimiento de dere-
chos, directrices y establecimiento de políticas públicas, así como 
para la resolución de casos futuros. En otras palabras, la política 
judicial es una parte de la política del Estado que puede articular 
constitucionalmente a los otros poderes constituidos (Legislativo, 
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Ejecutivo y órganos constitucionales autónomos) cuando impi-
den el acceso a los derechos humanos de las PsD.

Antes de comenzar el análisis de las sentencias de la SCJN, 
es importante realizar las siguientes precisiones sobre el compor-
tamiento del máximo tribunal en materia de política sobre dis-
capacidad. Así, en la presente investigación seguí las siguientes 
directrices para la selección de los casos relevantes:

a)	 La totalidad de los casos corresponden a amparos directos 
o indirectos en revisión resueltos por la Primera Sala de 
la SCJN, y todos se refieren a personas con discapacidad.

b)	 Sólo se seleccionaron casos donde se revisan las institucio-
nes de interdicción y tutela para la protección de las PsD; 
fue un hallazgo que todos los casos afectaban a personas 
con discapacidad mental (en adelante, PsDM).

c)	 Las sentencias analizadas fueron emitidas entre 2013 y 
2021, aunque la búsqueda comprendió desde 2012 hasta 
2024, es decir, un periodo de doce años; no se encontra-
ron casos relevantes para la interdicción y la tutela des-
pués de 2021.

d)	 Además de examinar los razonamientos de la SCJN, tam-
bién se analizaron los argumentos presentados por los jue-
ces de distrito y los tribunales colegiados para incluir la 
posición integral del PJF y no sólo del máximo tribunal.

e)	 En todos los casos la SCJN resolvió en favor de las PsD y 
de quienes promovieron en su representación.

Es importante señalar que en la presente investigación rea-
licé un análisis longitudinal de las sentencias de amparos (estu-
dio de resoluciones a lo largo del tiempo) emitidas por la SCJN 
y examiné su comportamiento por más de dos lustros; es decir, 
es una investigación de las sentencias emitidas por el máximo 
tribunal a lo largo de varios años para determinar tendencias y 
posibles políticas judiciales. Así, el presente no es un libro de co-
mentarios de sentencias o un análisis transversal de estas, por el 
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contrario, el amplio periodo de tiempo examinado me permite 
valorar las prácticas del PJF bajo una metodología, que explico 
en el siguiente apartado.

El obstáculo inicial para esta investigación consistió en iden-
tificar y localizar las resoluciones relevantes objeto de la investi-
gación; me sirvieron como referencias para identificar las senten-
cias los buscadores jurídicos de la SCJN, algunos de sus Cuadernos 
de Jurisprudencia y los datos de identificación de los amparos en re-
visión que produjeron tesis aisladas o jurisprudencias.3 Estas son 
fuentes primarias de investigación porque fue posible encontrar 
versiones públicas de las sentencias más relevantes en esta mate-
ria; para los historiadores de la política judicial, estas son fuentes 
primarias de consulta producidas directamente por las institucio-
nes judiciales responsables, mientras las fuentes secundarias sólo 
me fueron útiles para precisar conceptos o doctrinas jurídicas.

Aunque los hallazgos de esta investigación permiten obtener 
conclusiones importantes respecto del comportamiento del PJF y 
de la SCJN en la materia de discapacidad, y particularmente en 
discapacidad mental, éstas no se pueden hacer expansivas a otras 
materias y políticas públicas, como la salud, la política familiar, la 
seguridad pública o las finanzas públicas. En efecto, aun cuando 
los resultados aquí obtenidos también tienen impacto significati-
vo en la conformación de la nueva estructura familiar, el derecho 
a la capacidad jurídica, el derecho a la integridad física, el dere-
cho a la vida y el derecho a la salud, estas materias requieren de 
sus propias investigaciones longitudinales, que, bajo una rigurosa 
metodología, permitan examinar las políticas judiciales del PJF 
desde una perspectiva científica y libre de sesgos ideológicos.

La realización de investigaciones longitudinales sobre el 
comportamiento del PJF y de la SCJN son importantes, por las 
siguientes razones: a) no sólo el PJF es fuente de derecho confor-
me a la doctrina tradicional de las fuentes del derecho (las sen-

3		 SCJN, Cuaderno de jurisprudencia núm. 5. Derechos de las personas con discapacidad, 
México, Centro de Estudios Constitucionales de la SCJN, noviembre de 2022; 
SCJN, Cuaderno de jurisprudencia num. 2. Evidencia científica, septiembre de 2020.
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tencias son normas jurídicas individualizadas), sino que además 
es creador de políticas públicas, las cuales tienen repercusión en 
los espacios político y socioeconómico; b) es un órgano de alto 
impacto en la creación o reforma del marco institucional del Es-
tado, es decir, además de resolver controversias construye o mo-
difica el entramado institucional del Estado nación a través de 
esas resoluciones; c) mediante la jurisprudencia, como máximo 
tribunal constitucional, posee facultades unificadoras del sistema 
judicial, por ser obligatorias para todos los tribunales federales 
nacionales y locales, lo cual es posible gracias al ejercicio de la 
facultad de atracción.
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Capítulo segundo

METODOLOGÍA

La presente investigación de las sentencias de la SCJN posee una 
perspectiva de naturaleza descriptiva y otra cualitativa. Mediante 
la dimensión descriptiva se realiza una exposición de los principa-
les hechos que originaron el litigio, de los argumentos de las partes 
(conceptos de violación y agravios principalmente) y de los razo-
namientos de los tribunales para emitir las sentencias examinadas. 
En la presente investigación, además de examinar los razonamien-
tos de la SCJN, también lo hago de los tribunales colegiados y 
jueces de distrito vinculados a los casos; esto nos permite examinar 
de manera más completa la evolución de los criterios al interior 
del PJF y sus resultados finales contenidos en las sentencias de la 
SCJN; entre los elementos objeto de la descripción destacan de 
manera particular los hechos de la litis y los razonamientos del 
máximo órgano jurisdiccional, ya que estos determinarán la simi-
litud del caso frente a otros.

Ahora bien, la similitud de los casos no es asunto de menor 
importancia, pues de su semejanza depende que las sentencias 
emitidas funcionen como precedente o permitan la aplicación de 
jurisprudencias previamente emitidas; además, autorizan deter-
minar la congruencia de los tribunales respecto de sus sentencias, 
lo cual en última instancia es factor determinante de su legitimi-
dad política. En efecto, los poderes judiciales en general, y los 
tribunales constitucionales en lo particular, son instituciones jurí-
dico-políticas, y, como tales, deben justificarse ante los ciudada-
nos mediante sentencias congruentes en el tiempo, justas, y que 
cumplan con las formalidades del procedimiento. Y una forma 
de legitimación es precisamente la congruencia de sus decisiones, 

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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ya que una sociedad bien informada del comportamiento de sus 
tribunales espera que la racionalidad y los argumentos decisivos 
para un caso pueda convertirse en directrices normativas para ca-
sos iguales en el futuro.

La metodología descriptiva de la presente investigación des-
cansa en una teoría judicial, donde la narración y precisión de 
los hechos y razonamientos de los órganos jurisdiccionales son 
importantes para la comprensión de los casos. Ahora bien, pre-
fiero una narración de los hechos breve pero lo suficientemente 
completa, para facilitar al lector la comprensión general de los 
casos; de otra manera, se corre el riesgo de presentarlos de una 
forma esquemática sin la extensión suficiente para su cabal en-
tendimiento. Esto es precisamente lo que sucede en los Cuadernos 
de Jurisprudencia producidos por la SCJN; aunque su valor radica 
en la selección temática y en la identificación de varios casos rele-
vantes, entre sus debilidades se encuentran la escueta manera con 
la cual se exponen sus hechos y razonamientos, lo que impide al 
lector su comprensión.

Para evitar este error, por lo demás muy frecuente en las síntesis 
realizadas por otros tribunales constitucionales latinoamericanos, 
busqué las versiones públicas de las sentencias de todos los casos 
de relevancia. Así, en esta investigación presento los hechos más 
relevantes de una manera detallada y sintetizada, para compren-
der el caso adecuadamente y examinar la evolución de la política 
judicial e institucional. En otras palabras, las síntesis presentadas 
son completas respecto de los hechos y razonamientos como para 
permitir al lector un buen conocimiento del caso sin necesidad de 
remitirse a la fuente primaria, evitando las generalizaciones y es-
quematizaciones superficiales que imposibilitan su comprensión y, 
sobre todo, identificar si nos referimos a casos iguales, lo cual, es 
de la mayor importancia para la aplicación de la jurisprudencia 
por precedente.

Aunque importantes, la narración de los hechos y los razo-
namientos tienen sus propias complicaciones; mientras para los 
primeros se requiere de una acertada identificación de los acon-
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tecimientos decisivos para el nacimiento de la litis, en contraste, 
los razonamientos pueden significar un trabajo más complejo, 
porque se deben identificar los presupuestos racionales utilizados 
por los ministros y rutas lógicas y argumentativas para llegar a 
una decisión; esta investigación también requiere de una confron-
tación contra los textos constitucionales y convencionales donde 
se reconocen los derechos sobre los cuales versan las resoluciones. 
Esta es una investigación donde la técnica jurídica y la pondera-
ción de los argumentos jurídicos relevantes contenidos en la deci-
sión son muy importantes.4

Igualmente compleja es la selección de los criterios para es-
coger los casos. Primeramente, aunque leí y revisé muchos más 
casos resueltos por la SCJN sobre discapacidad de los aquí exami-
nados, sólo seleccioné aquellos donde existieron procedimientos 
judiciales vinculados con la institución de la interdicción y la tute-
la de las PsD, por tratarse de instituciones esenciales para el acce-
so a sus derechos. Fue un hallazgo que todos los casos se referían 
a PsDM o personas con discapacidad mental severa (en adelante 
PDMS), por lo cual en la presente investigación redirigí mi aten-
ción en este grupo poblacional.

Por otra parte, es además indispensable contar con una teoría 
judicial que permita construir criterios para la selección y análisis 
de casos; al respecto, me apoyé en la teoría del precedente judi-
cial de Hans Kelsen, por su claridad y su vigencia no obstante las 
posiciones de sus críticos. Así, según Kelsen, los órganos jurisdic-
cionales, especialmente los tribunales de última instancia, además 
de las normas individualizadas emitidas cuando resuelven casos 
concretos, también pueden producir normas generales, lo cual su-
cede, por ejemplo, cuando crean los denominados precedentes. El 
precedente tiene lugar cuando la solución proporcionada por el 
órgano judicial para un caso concreto es aplicable a casos iguales 
produciendo derecho sustantivo o de fondo. Los precedentes sólo 

4		 Levin, Joel, “The Concept of  the Judicial Decisión”, Case Western Reserve 
Law Review, 1983, vol. 33, núm 2, pp. 209 y 210.



FRANCISCO ALBERTO IBARRA PALAFOX12

son obligatorios para casos iguales y, en consecuencia, la deter-
minación de si son iguales adquiere una importancia mayúscula 
y decisiva. Aunque, se podría alegar, ningún caso es exactamente 
igual a otro, el mismo jurista vienés reconoce que los casos nunca 
son exactamente iguales en todos sus aspectos, pues los aconteci-
mientos sociales son irrepetibles. Sin embargo, la igualdad de los 
casos que nos interesan para la producción del precedente con-
siste en su “concordancia con respecto a ciertos puntos esencia-
les”. La pregunta respecto de cuáles son esos elementos esenciales 
sólo puede responderse observando la propia norma general crea-
da con el carácter de precedente, pues allí se describen los hechos 
relevantes productores de la sentencia, es decir, su igualdad o se-
mejanza con los hechos referidos y los razonamientos proporcio-
nados por la jurisdicción, lo cual hará aplicable el precedente a 
otros casos.5 Bajo las consideraciones previas, un precedente es 
vinculante para casos semejantes o donde los hechos sean lo sufi-
cientemente concordantes.

Aplicar un precedente a casos iguales está asociado al princi-
pio de igualdad que debería considerar todo sistema de normas. 
En efecto, uno de los principios de la justicia y del sistema judi-
cial consiste en tratar los casos semejantes de la misma forma. 
En este sentido, para Hart, la justicia se compone de un elemen-
to constante y otro variable. El elemento constante consiste en 
tratar de la misma forma los casos semejantes; en contraste, el 
elemento variable debe establecer las semejanzas y/o diferencias 
significativas en la realización de la justicia, con base en la cual 
hemos de juzgar si algo es o no “justo”. En consecuencia, la jus-
ticia siempre será algo distinto dependiendo del objetivo del juz-
gador al aplicar la norma; sin el elemento variable, considerado 
como parámetro de valoración, la máxima de tratar igual a los 
iguales estaría vacía. Este principio de igualdad es la base de la 
vida social y de la distribución de cargas y beneficios entre los in-
tegrantes de una sociedad específica, y debe ser restituido cuando 

5		  Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, México, UNAM, 1982, p. 259.
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se quebrante.6 En fin, existe una literatura muy amplia respecto a 
la obligatoriedad del precedente en casos similares, pero es imposi-
ble referirme a ella; basta con lo señalado por Kelsen y Hart para 
guiarnos en la presente investigación.7

Ahora bien, regresando a Kelsen, cuando los tribunales pro-
ducen normas generales a través de precedentes, comienzan a 
competir con el órgano Legislativo, y esta situación puede dar ori-
gen a dos tipos de sistemas jurídicos básicos. En el primer tipo, la 
producción de normas jurídicas está plenamente concentrada en 
el órgano Legislativo, que es el único facultado para su produc-
ción; aquí, los tribunales sólo pueden aplicar las normas generales 
a los casos concretos previamente determinados por el Legislativo. 
Estos modelos centralizados son poco flexibles ante las cambiantes 
circunstancias sociales enfrentadas por jueces y tribunales, además 
de requerir en los sistemas democráticos de amplios consensos le-
gislativos para modificar o emitir leyes; sin embargo, los sistemas 
centralizados ofrecen la ventaja de la seguridad jurídica, donde las 
decisiones de los órganos jurisdiccionales son hasta cierto punto 
previsibles, y las partes litigantes cuentan con una relativa orienta-
ción sobre el destino de sus pretensiones.8

En oposición a este sistema se encuentra aquel donde el acto 
legislativo está descentralizado y, en consecuencia, los jueces y tri-
bunales resuelven conforme a su libre interpretación. Este sistema 
se justifica en la tesis de que ningún caso es enteramente semejan-
te a otro, por lo cual la aplicación de esas normas produciría re-
sultados insatisfactorios si los órganos jurisdiccionales se sujetaran 
a estas mismas. Una descentralización radical de la producción 
normativa, aunque sea flexible, carece de seguridad jurídica; en 
consecuencia, en este sistema las partes sujetas a un juicio no pue-
den prever de forma alguna el resultado de las decisiones judiciales 

6		 Hart, H. L. A., El concepto de derecho, en Carrió, Genaro R. (trad.), Buenos 
Aires, Abeledo-Perrot, 1961, pp. 198 y 199.

7	 	Sobre la igualdad en el precedente judicial véase también, Gómora Juá-
rez, Sandra, Un análisis conceptual del precedente judicial, México, IIJ-UNAM, pp. 
139-178.

8	 	Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, pp. 259 y 260.
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donde están inmersos ni saber lo que está prohibido y lo que está 
permitido y sólo experimentarán las consecuencias de la resolu-
ción judicial. Normalmente, este sistema se apoya en la exigencia 
de una mayor flexibilidad en nombre de una justicia presupuesta y 
sumamente difícil de precisar.9

Por otra parte, la literatura académica es extensa en lo rela-
tivo a las formas y métodos para revisar, entender y utilizar las 
sentencias emitidas por los tribunales, sobre la cual es imposible 
extenderme aquí, por razones de espacio y delimitación de nues-
tros objetivos de investigación. Sin embargo, sólo me referiré a los 
valiosos conceptos de ratio decidendi y obiter dicta que me serán de 
utilidad para nuestra tarea de investigación. Ambos conceptos se 
refieren a los razonamientos de autoridad contenidos en las reso-
luciones judiciales; cuándo estos razonamientos de autoridad pro-
vienen de resoluciones históricas, pasadas o simplemente emitidas 
antes de la resolución del caso por resolver (la teoría del preceden-
te), es de la mayor importancia distinguir cuando el argumento de 
autoridad es fuerte (ratio decidendi) y cuándo es débil (obiter dicta).10

Rupert Cross dice que la ratio decidendi de un caso es una regla o 
directriz de derecho implícita o expresa contenida en una decisión 
judicial y considerada como importante por el juez, y valorada 
como indispensable para llegar a su conclusión en la sentencia, 
y siempre dentro de las pautas de razonamiento asumidas por el 
propio juez. Para Goodhart, citando a Halbuty, la ratio decidendi 
es el segmento de una sentencia de un tribunal que es vinculante 
para otros órganos jurisdiccionales de igual o inferior jerarquía, y 
consiste de la enunciación de una razón o principio esencial para 
resolver la controversia en cuestión. En otras palabras, la ratio deci-
dendi es un principio subyacente que se constituye como principio 
de autoridad.11

9		 Ibidem, p. 260.
10		 Ibidem, p. 212.
11	 	Halsbury, Laws of  England, p. 210, en Goodhart, Arthur, citado en “De-

termining the Ratio Decidendi of  a Case”, Yale Law Journal, vol. XL, núm 2, 
diciembre de 1930, p.164.
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Ahora bien, los ministros emiten sus sentencias sobre la base 
de los hechos previamente seleccionados dentro de un conjunto 
muy amplio de acontecimientos que el juzgador considera impor-
tantes pero podrían ser irrelevantes para cualquier otra persona, 
particularmente, para una desconocedora del derecho. En otras 
palabras, los ministros llegan a sus conclusiones fundamentándose 
en unos hechos considerados como relevantes para ellos y no en 
acontecimientos distintos e importantes para otros agentes sociales 
o jurídicos. Así, en la presentación de los casos expondré los he-
chos más relevantes valorados por los jueces, como se desprenden 
de sus fuentes primarias, es decir, de las sentencias.12

Frente a hechos iguales deberíamos encontrar sentencias con 
razonamientos y conclusiones judiciales análogas. En síntesis, la 
parte descriptiva de esta investigación tiene como objetivo prima-
rio la identificación de los hechos más sobresalientes y de los ra-
zonamientos esenciales con base en los cuales los integrantes del 
máximo tribunal produjeron sus sentencias.

Aparte del análisis descriptivo, existe en esta investigación 
una metodología normativa, donde reviso si las decisiones judi-
ciales abonan elementos para un acceso a los derechos humanos 
en condiciones de equidad y justicia. Para las PsD, es de la mayor 
importancia el acceso a los siguientes derechos: de igualdad, de 
no discriminación, de capacidad jurídica, a la integridad física, 
a la vida y a la salud, identificados en los artículos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), ubi-
cados en el capítulo de derechos humanos, así como en los prin-
cipales tratados en materia de derechos humanos suscritos por el 
Estado mexicano.

Desde luego, para una ponderación sobre el acceso a los de-
rechos en igualdad de condiciones se necesita contar con una 
teoría de la justicia. Aunque este tampoco es el espacio para ha-
cer una exposición sobre las teorías de la justicia, sobre las cuales 
existe una amplia literatura y una vasta discusión filosófica desde 

12		 Goodhart, Arthur, op cit., p. 169.
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Platón y Aristóteles, pasando por Rawls y hasta nuestros días.13 Sin 
ahondar en este tema, y siguiendo en lo esencial a Rawls, el sujeto 
primario de análisis y donde deben imperar los principios de la jus-
ticia es la estructura básica de la sociedad, compuesta por las prin-
cipales instituciones jurídicas, políticas, sociales, económicas y cul-
turales. Así, mi estudio se dirige a observar si en las decisiones de la 
SCJN aplican adecuadamente los principios de equidad y justicia 
en la distribución de derechos y obligaciones entre los integrantes 
de la sociedad, y, en particular, entre las PsD. De esta manera, la 
SCJN es estudiada como una institución básica del entramado ins-
titucional del Estado para observar si distribuye bienes y derechos 
en condiciones de igualdad.14 Esta estructura en lo general, y los 
tribunales en lo particular son responsables de la asignación de de-
rechos y deberes, la cual debería establecer una justa distribución 
de los derechos entre la población de un Estado.15

Asimismo, la presente investigación presupone un marco teó-
rico institucionalista. Por institución se entiende un conjunto de re-
glas formales e informales que definen posiciones, asignan poderes 
e inmunidades y otorgan derechos y deberes en beneficio de los ac-
tores sociales. Estas reglas delimitan conductas permitidas y prohí-
ben otras; además, prevén sanciones y mecanismos de defensa en 
caso de violaciones.16 En consecuencia, las instituciones judiciales, 
como el PJF, se organizan bajo un sistema normativo complejo 
de reglas escritas y no escritas, el cual admite algunas variaciones. 
Dentro de este esquema, una política judicial constituye un subsis-
tema de reglas cuyo fin es regular las acciones institucionales.

Una institución judicial, como la SCJN, puede analizarse 
desde dos perspectivas. En primer lugar, como un objeto abs-
tracto, consistente en un sistema de normas y conductas posibles 

13		 Sobre las teorías de la justicia, véase, Sen, Amartya, The Idea of  Justice, 
Londres, Penguin Books, 2009; Barry, Brian, Teorías de la Justicia, Gedisa, Espa-
ña, 2017.

14		 Rawls, John, A Theory of  Justice, Londres, Oxford University Press, 1994, p. 54.
15	 	Idem.
16		 Ibidem, p 55.
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que conforman un sistema de reglas. En segundo lugar, como la 
realización de conductas específicas manifestadas en un tiempo y 
lugar determinados mediante acciones específicas realizadas por 
sus integrantes y autorizadas por ese sistema.17

En el caso del PJF, su dimensión abstracta se plasma en nor-
mas como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
donde se define su estructura y su ubicación dentro del entrama-
do institucional del Estado; asimismo, la dimensión abstracta se 
observa en las reglas procesales que rigen los principales proce-
dimientos y juicios que deben atender, como son las establecidas 
en la Ley de Amparo y en la Ley Reglamentaria de las fracciones 
I y II del artículo 105 constitucional, relativo a las controversias 
constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad.

Ahora bien, el PJF es una institución concreta cuando tiene 
existencia en un lugar y tiempo determinados, cuando se expresa 
en acciones específicas y regulares conforme a las normas escritas 
y no escritas.18 Concretamente, una institución judicial se expre-
sa cuando en un tiempo y lugar determinados los jueces pro-
ducen normas individualizadas mediante sentencias específicas, 
reconocidas públicamente como producidas de conformidad con 
el sistema de reglas generalmente aceptado.19 En otras palabras, 
la institución se manifiesta de manera concreta cuando sus jueces 
emiten sentencias específicas que son reconocidas públicamente 
como legítimas, por ajustarse a las normas establecidas.20

En este sentido, para efectos de esta investigación, el análisis 
de la SCJN se centrará en su dimensión concreta, examinando 
sus comportamientos específicos expresados en las sentencias re-
levantes en casos de amparo en revisión relacionados con disca-
pacidad, interdicción y tutela, dos instituciones históricamente 
reconocidas para el acceso a los derechos de la población con 
discapacidad. Este enfoque permitirá identificar si existe una po-

17		 Idem.
18	 	Idem.
19	 	Idem.
20		 Idem.
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sible política judicial en la distribución de bienes y derechos entre 
las PsD.

Estudiar a la SCJN como institución implica entenderla como 
un sistema de reglas públicas donde los agentes internos y ex-
ternos comprenden las expectativas y responsabilidades que les 
corresponden. Preexiste un acuerdo público sobre esas reglas, di-
señadas para cumplir fines aceptados por todos los participantes. 
Estas normas, diseñadas para cumplir fines comúnmente acepta-
dos, permiten a jueces, magistrados y ministros, conocer los lími-
tes y las posibilidades de su actuación. Así, tal conocimiento esta-
blece una base común para las expectativas entre los integrantes 
de la institución y las personas externas, como son los ciudadanos 
y las partes involucradas en un juicio o procedimiento ante el tri-
bunal.21

Una institución judicial bien estructurada debe garantizar el 
principio de justicia en la asignación de bienes y la distribución 
de derechos y deberes. Si aquella no logra mantener la equidad 
y la justicia, pierde legitimidad frente a los actores sociales que 
activan sus procedimientos y ante la ciudadanía en lo general.

Al respecto, es importante distinguir si una norma particu-
lar o un grupo de estas no satisfacen las condiciones de justicia 
y equidad. Asimismo, debemos diferenciar si la totalidad de la 
institución incumple tales condiciones o solo una parte. Otra po-
sibilidad es que sean satisfechas por una institución determinada, 
pero incumplidas por el resto de las instituciones jurídicas, so-
ciales o económicas relevantes (estructura básica de la sociedad). 
Por otro lado, existe la posibilidad de que una regla o un con-
junto de ellas no satisfagan las condiciones de la justicia, sin ser 
injusta la institución en su conjunto. Igualmente, una institución 
podría ser injusta sin serlo todo el sistema, o bien puede haber 
un sistema sociopolítico injusto, pero con instituciones que no lo 
sean. Así, podemos señalar, la justicia o la injusticia depende de 
la forma de cooperación de las instituciones dentro de la estruc-
tura institucional en su conjunto. En consecuencia, el operar de 

21		 Ibidem, pp. 55 y 56.
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las instituciones judiciales debe observarse según el contexto, el 
cual puede ser más grande o más estrecho.22

Un juez constitucional ideal debería emitir sentencias que ga-
ranticen la distribución equitativa de derechos y deberes, porque 
las personas, al acudir a los tribunales, buscan bienes primarios 
básicos por medio de las cuales desarrollar sus proyectos de vida. 
Estos bienes primarios, como derechos, libertades, oportunida-
des, ingreso y riqueza, son esenciales para la vida en sociedad, y 
dependen de la estructura institucional para su asignación. Una 
mayor cantidad de estos bienes permite a las personas alcanzar 
sus metas con mayor facilidad.23

Aunque los planes de vida individuales son diversos, todos 
requieren bienes primarios básicos para materializarse. Estos 
bienes, como inteligencia, riqueza y oportunidades, incremen-
tan la capacidad de alcanzar objetivos que de otro modo serían 
inalcanzables. En el contexto de esta investigación, se examinará 
si las PsD pueden acceder a los derechos fundamentales, como 
el derecho a la igualdad, a la vida, a la seguridad jurídica, a la 
integridad física, al acceso a la justicia y a la salud, y de esta ma-
nera realizar sus proyectos de vida.24 El análisis se enfocará en la 
distribución de bienes primarios básicos entre las PsD, partiendo 
de la suposición de que el resto de la sociedad no padece una dis-
capacidad o los grupos privilegiados poseen derechos y recursos 
suficientes.25

La asignación de bienes primarios básicos debe entenderse 
como una condición necesaria para garantizar la equidad en la 
sociedad. Las PsD enfrentan barreras específicas que limitan su 
acceso a esos bienes y derechos. Por esta razón, la investigación 
se centrará en evaluar la política judicial desde la cual se han 
atendido estas desigualdades. El objetivo es determinar si las de-

22	 	Idem.
23	 	Ibidem, p. 92.
24		 Ibidem, p. 93.
25	 	Ibidem, pp. 93 y 94.
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cisiones del PJF y, en particular de la SCJN, contribuyeron a re-
ducir las brechas de equidad en este ámbito.26

El cambio institucional y la implementación de políticas 
públicas pueden presentarse de manera abrupta y discontinua 
o, por el contrario, ser gradual y progresiva. Transformaciones 
abruptas o discontinuas ocurren ante eventos severos, como con-
flictos sociales, revoluciones o desastres naturales, que exigen 
ajustes profundos al sistema institucional. En contraste, los cam-
bios graduales reflejan adaptaciones paulatinas a las demandas 
del entorno político, social o natural. Las políticas públicas, al 
igual que las instituciones, pueden desarrollarse rápidamente o 
de forma progresiva, dependiendo de las exigencias sociales y los 
desafíos del contexto.27 Las políticas continuas permiten ajustes 
paulatinos a las necesidades de la población, mientras que las 
abruptas responden a situaciones críticas que demandan trans-
formaciones inmediatas.

Corresponde investigar si la política pública destinada a las 
PsD en lo general y a las personas con discapacidad mental seve-
ra (PsDM) se conformó de manera continua o mediante rupturas 
abruptas. El objetivo es evaluar cómo las decisiones institucio-
nales impactaron en la distribución de bienes primarios básicos 
para estos grupos contribuyendo o no a la equidad social. Así, 
este análisis permitirá comprender si las acciones de la SCJN 
consiguieron avances significativos en el acceso a derechos hu-
manos para las PsD.

Finalmente, la presente metodología no podría estar comple-
ta sin un análisis sobre los orígenes políticos del movimiento de 
las personas con discapacidad y de las políticas multiculturales 
en Occidente que nos permiten contextualizar los orígenes de la 
CDPD y las posteriores decisiones de la SCJN.

26	 	Idem.
27		 Véase North, Douglas, Instituciones, cambio institucional y desempeño económico, 

México, FCE, 2006, pp. 110-136.
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Capítulo tercero

LA POLÍTICA DE LA DISCAPACIDAD

El inicio de la caída del Estado de bienestar en los países occiden-
tales desde mediados de la década iniciada en 1970 provocó el sur-
gimiento de numerosos movimientos sociales compuestos por nue-
vos agentes políticos “no tradicionales”, como fueron las minorías 
etnoculturales, los grupos vecinales y ambientalistas, las personas 
desempleadas, los beneficiarios de programas de bienestar supri-
midos o reducidos por la contracción del Estado y otros grupos 
desfavorecidos por la desaparición de los programas sociales. Estos 
movimientos se consideraron la base social para nuevas formas de 
acción política transformadora o de cambio bajo el nuevo modelo 
que sustituyó al Estado social en retroceso ante el colapso del esta-
do de bienestar, los elevados déficits fiscales, el endeudamiento de 
los países de mediano y bajo ingreso, así como los procesos de des-
industrialización en los países de altos ingresos. Son considerados 
nuevos porque no estaban arraigados en las formas tradicionales 
de participación política a través del sistema de partidos ni en la 
organización sindical ni en la actividad de grupos de presión tradi-
cionales dirigidos a los tomadores de decisiones públicas.28

En este momento es cuando apareció la política de las perso-
nas con discapacidad, la cual llamaré también la “política de la 
discapacidad”, uno de los movimientos sociales de mayor enver-
gadura en las últimas décadas y gran influencia en la CDPD. An-
tes de analizar esta política, es necesario examinar la historia del 

28		 Oliver, Michael, The Politics of  Disablement, New York, St. Martin’s Press-
Universidad de Leeds, 1990, pp. 112-131, disponible en: https://disability-studies.
leeds.ac.uk/wp-content/uploads/sites/40/library/Oliver-p-of-d-Oliver8.pdf  (fecha de 
consulta: 15 de noviembre de 2024).

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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movimiento de la discapacidad en el Reino Unido, donde aquella 
tuvo uno de sus antecedentes más importantes.

La movilización de las personas con discapacidad se puede 
rastrear históricamente desde el siglo XIX como consecuencia 
de las discapacidades provocadas por las guerras napoleónicas 
iniciadoras de las conflagraciones masivas entre los Estados na-
cionales, que llevaron al campo de batalla a millones de personas, 
muchas de las cuales resultaron heridas y discapacitadas de por 
vida. De esta manera, el siglo XIX vio nacer las guerras masivas 
que terminarían su largo recorrido en la primera y segunda gue-
rras mundiales acaecidas en la primera mitad del siglo XX. Sin 
embargo, narrar esta historia rebasa con mucho el espacio de 
esta investigación, por lo cual me concentraré brevemente en la 
historia política de la discapacidad angloamericana, que, todo in-
dica, fue la de mayor influencia en la conformación de la CDPD.

Para empezar, sería necesario mencionar que después de dé-
cadas de movilización y protesta, se creó en el Reino Unido el 
Instituto Nacional Real para Ciegos (RNIB) fundado en 1868; 
similares instituciones se crearon durante la segunda mitad del 
siglo XIX para los sordos y las personas lisiadas físicamente. Esta 
tendencia continuó en el siglo XX, y fue con el establecimiento 
del Estado de bienestar después de la Segunda Guerra Mundial y 
su principio de seguridad “desde la cuna hasta la tumba”, cuan-
do se produjeron cambios adicionales para proteger a las perso-
nas con discapacidad.29 Esto implicó para el Estado, asumir la 
responsabilidad completa de la provisión de bienestar para las 
PsD. Sin embargo, en la práctica, el Estado permitió a las orga-
nizaciones privadas voluntarias continuar ofreciendo servicios, a 
veces en asociación con el Estado, y en otras ocasiones, como 
proveedores únicos. Aun cuando existía la preocupación de que 
esa colaboración afectara a estas organizaciones privadas, en la 
práctica el Estado nunca logró asumir la responsabilidad total de 

29		 Sobre consolidación del Estado de bienestar en el siglo XX, véase Hobs-
bawn, Eric, Historia del siglo XX, Barcelona, 1997; Judt, Tony, Postguerra. Una 
historia de Europa desde 1945, España, Taurus.
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las discapacidades, y las organizaciones voluntarias continuaron 
creciendo tanto a nivel local como nacional, con frecuencia con 
el apoyo estatal.30

A pesar de la prosperidad de los años posteriores a la Segunda 
Guerra Mundial, junto con cambios legislativos y el aumento en 
la provisión de servicios para las PsD, pronto quedó claro que 
estas personas y otros grupos no veían cubiertas sus necesidades. 
Incluso cuando estas eran reconocidas, muchas veces se aborda-
ban de formas inapropiadas, opresivas y autoritarias.31

El punto de quiebre en la historia del movimiento de la disca-
pacidad en el Reino Unido es la llegada al poder del gobierno de 
Margaret Thatcher en 1979. Este gobierno redujo el gasto pú-
blico, minimizó el papel del Estado y privatizó una amplia gama 
de servicios e industrias. A lo largo de los años ochenta, esta si-
tuación tuvo profundas implicaciones para las personas con dis-
capacidad: los servicios ya inadecuados se volvieron aún más in-
suficientes; metas políticas específicas, como un ingreso nacional 
para personas con discapacidad y una legislación antidiscrimina-
toria, parecían aún más lejanas, y algunos derechos y beneficios 
fueron eliminados por completo.32

La caída del Estado de bienestar promovido por las políticas 
neoliberales del thatcherismo no sólo impactó a las PsD, si no 
que pronto se extendió a los nuevos grupos de presión centrados 
en temas identitarios. Cada vez más personas con discapacidad 
concluyeron que para mejorar su calidad vida deberían hacerlo 
por sí mismas, lo cual impulsó el surgimiento de formas de orga-
nización autogestionadas y populares bajo el argumento de que 
las PsD podían tomar el control de sus propias vidas, y, por lo 
tanto, no necesitaban la asistencia “caritativa” de profesionales 
bienintencionados, incluidos funcionarios, personal sanitario y 
familiares.33 Este discurso, dicho sea de paso, era congruente con 

30		 Oliver, Michael, The Politics of  Disablement..., cit.
31		 Idem.
32		 Idem.
33	 	Idem.
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el declive del Estado de bienestar y las formas familiares tradicio-
nales, promovida por el modelo neoliberal en ascenso.

Así, quienes gestionaron la movilización de las PsD critica-
ron el tradicional modelo médico y propusieron, en su lugar, el 
modelo social de discapacidad. Bajo el enfoque tradicional, los 
problemas de las PsD se atribuían al individuo en lugar de consi-
derarse como barreras contingentes creadas por la organización 
social, como sostenía el modelo social.34 En otras palabras, el mo-
delo social de la discapacidad sostenía que la discapacidad no se 
encontraba en el cuerpo de las personas, sino en percepciones y 
obstáculos sociales que debían ser erradicados para permitir a 
las PsD actuar por ellas mismas como personas con plena auto-
nomía.

La política de la discapacidad se vio influida por otras movili-
zaciones externas, notablemente las movilizaciones feministas y 
de las minorías étnicas, así como por la aprobación de legislación 
antidiscriminatoria en muchos de los países occidentales. Aun-
que algunos países aprobaron legislaciones antidiscriminatorias 
para las PsD, muchos otros se mostraron contrarios a adoptar 
este enfoque, incluido el Reino Unido, Estados Unidos y el blo-
que latinoamericano. El primer indicio del cambio de perspecti-
va para la implementación del modelo social de la discapacidad 
tuvo lugar con el plan de las Naciones Unidas para designar 1981 
como el Año Internacional de las Personas con Discapacidad. 
Este año sirvió para luchar contra la idea imperante de conside-
rar a las PsD como personas merecedoras de caridad y ayuda, y 
en su lugar sostener la premisa de hacer las cosas por ellas mis-
mas, reclamar la extinción de las instituciones tradicionales para 
su protección y exigir la eliminación de los obstáculos sociales 
para su desenvolvimiento. Este año fue aprovechado en el Rei-
no Unido para crear el Consejo Británico de Organizaciones de 
Personas con Discapacidad (el British Council of  Organisations 
of  Disabled People, en adelante el BCOPD), el cual se fortaleció 
año con año, y para 1990 reclamaba la representación de más 

34		 Idem.
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de cincuenta organizaciones independientes, e integraba a más de 
cien mil personas con discapacidad en ese país.35

El BCOPD cambió de nombre en 2006 por el de Conse-
jo de las Personas con Discapacidad del Reino Unido (United 
Kingdom’s Disabled People’s Council), el cual fue fundamental 
para la organización de las movilizaciones sociales y protestas 
contra el anterior modelo y la promulgación de la criticada Disa-
bility Discrimination Act de 1995. Frente al cambio de paradig-
ma y el rechazo a los donativos de organizaciones externas que 
fueron consideradas como propias del anterior modelo, el Conse-
jo finalmente desapareció en 2017 por insolvencia.36

Organizaciones como el BCOPD y la movilización interna-
cional propiciaron el fortalecimiento de la International por la 
Rehabilitación (Rehabilitation International, RI, por sus siglas 
en inglés), creada en 1922 que en la década de los noventa creó 
su sección de discapacidad, cuyo objetivo central fue “tomar to-
das las acciones necesarias para asegurar la más completa inte-
gración y la igual participación de las personas con discapacidad 
en todos los aspectos de la vida de su comunidad”. Actualmente, 
RI es una red global para la organización y empoderamiento de 
las PsD, integrada por personas y organizaciones de más de cien 
países para la rehabilitación y con una amplia variedad de pro-
yectos y un Fondo Global para el Desarrollo de las Personas con 
Discapacidad (Global Disability Development Fund, GDDF por 
sus siglas en inglés) para el apoyo de proyectos en el campo de la 
rehabilitación, la educación, el empoderamiento y el combate a 
la pobreza de las PsD.37

Esta movilización internacional condujo directamente a la for-
mación de la Internacional de las Personas con Discapacidad (en 
adelante la IPD), Disabled Peoples’ International, y fue la primera 

35	 	 Idem.
36		  John Pring, “UKDPC Fends of f  Insolvency”, en The News Latest, dispo-

nible en: https://www.disabilitynewsservice.com/ukdpc-fends-off-insolvency/ (fecha de 
consulta: 15 de noviembre de 2024).

37	 	Rehabilitation International, disponible en: https://www.riglobal.org/our-impact/.
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gran organización con alcances globales para la organización de 
las PsD. La IPD es una organización no gubernamental interna-
cional que reúne a organizaciones de personas con discapacidad 
de más de 130 países, con sede en Ontario, Canadá. Se autodefi-
ne como una federación mundial de personas con discapacidades, 
cuyo principal objetivo es apoyar y empoderar a las personas con 
discapacidad para que accedan a los derechos donde viven y a los 
foros nacionales, regionales internacional para la promoción de 
sus derechos e intereses. Los objetivos de la IPD son esencialmen-
te políticos, y no provee ningún tipo de apoyo financiero, técnico 
o médicos a sus integrantes. La IPD tuvo su primera asamblea y 
congreso internacional en 1981 en Singapur, y ha celebrado hasta 
el momento diez eventos de esta naturaleza, en 1998 tuvo lugar 
en la Ciudad de México (en adelante CDMX), y en último en 
2016 en El Cairo, Egipto. La IPD es un organismo consultor de la 
Organización de las Naciones Unidas (en adelante ONU), y está 
acreditado para participar en las reuniones internacionales de los 
Estados parte de la CDPD.38

La movilización política de la discapacidad como nuevo movi-
miento social posee cuatro características relevantes: la primera es 
que tienden a situarse en la periferia del sistema político tradicio-
nal y, en ocasiones, deliberadamente se marginan para promover 
su posterior integración. La segunda es ofrecer una evaluación 
crítica de la sociedad; ven a las relaciones de la sociedad con las 
PsD como parte de “un conflicto entre un sistema de domina-
ción en declive, pero todavía vigoroso”, y consideran a la movi-
lización de las PsD como una nueva forma de oposición emer-
gente. Esta movilización promovió la creación de los Centros para 
una vida Independiente e Integrada en California y otras partes de 
Estados Unidos durante los setenta y ochenta, los cuales represen-
taron una crítica explícita a las estructuras sociales dominantes y a 
la posición de las PsD en ellas. La lógica detrás de la movilización 
para la vida independiente de las PsD era que los obstáculos para 

38		 Véase Diseable People’s International, disponible en: http://dpi.org/ (fecha de 
consulta: 16 de noviembre de 2024).
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la autorrealización se percibían como resultado de vivir en entor-
nos físicos y sociales hostiles, y se consideraba a los servicios ofre-
cidos para la integración de los discapacitados como restrictivos 
antes que habilitadores.39

De manera más general, estas características de la movilización 
de las PsD como estrategia política anticipan la visión cada vez 
más dominante de que la discapacidad se construye socialmente 
como una forma de opresión social institucionalizada, similar al 
racismo o al sexismo institucionalizado. En consecuencia, la mo-
vilización política de las PsD fue una lucha por el acceso a los 
derechos civiles, la autoayuda, la desmedicalización, el autocuida-
do y la desinstitucionalización de la discapacidad; esta acción no 
puede entenderse separadamente de las contribuciones realizadas 
por otros movimientos como la lucha contra el sexismo, el racismo 
y las principales movilizaciones de las minorías etnoculturales.40

Una tercera característica de la movilización política de las PsD 
es el predominio del “paradigma posmaterialista”; el denomina-
dor común entre estos movimientos, incluido el movimiento de la 
discapacidad, es que típicamente surgieron como una respuesta al 
fracaso percibido de las instituciones y estrategias políticas existen-
tes para alcanzar los objetivos de su grupo social y a una creciente 
preponderancia de valores “posmaterialistas” o “posadquisitivos” 
como los valores vinculados al ingreso, la satisfacción de necesi-
dades materiales y la seguridad social. Es decir, esta movilización 
política se centró en los aspectos relacionados con la calidad de 
vida de las PsD, aunque enfrentaran privaciones materiales y eco-
nómicas, así como desventajas sociales.

La cuarta y última característica de estos nuevos movimientos 
sociales se reflejó en su expansión global, tendieron a centrarse 
en cuestiones trasnacionales e internacionales, superando las es-
feras de influencia nacional. Esto es particularmente cierto para 
el movimiento de la discapacidad, como se evidenció en el Se-
gundo Congreso Mundial de la IPD y su creciente influencia en 

39		 Oliver, Michael, The politics of  disablement..., cit.
40	 	Idem.
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los organismos no gubernamentales que llegaron a la ONU para 
influir en la redacción de la CDPD.

Desde sus orígenes y desarrollo, la movilización política de la 
discapacidad sostuvo que debía mantenerse independiente del 
Estado para garantizar que los cambios realizados no reflejaran 
la perspectiva tradicional ni reprodujeran servicios paternalistas 
y generadores de dependencia, sino basados en concepciones 
cambiantes y dinámicas de la discapacidad. Un punto importan-
te de estos movimientos de la política de la discapacidad, como 
agencias emergentes y de base para el cambio social, es situarse 
principalmente dentro de la sociedad civil, en lugar del ámbito 
institucional tradicional de la democracia pluralista. Además, la 
tendencia hacia la convergencia de algunos de estos movimien-
tos; por ejemplo, el feminismo, la movilización LGTB y de otras 
minorías, les puede conferir un potencial radical mucho mayor 
que si se enfrentaran de manera individual al Estado. Es impor-
tante señalar la frecuente desvinculación de estos movimientos 
de la antigua relación entre trabajo y movilización social, clase 
y política —sin mencionar la recomposición de la propia fuerza 
laboral—, pues la mayoría de ellos niega al trabajo un papel he-
gemónico o privilegiado en la transformación social.41

Varias de estas organizaciones producidas por la política de la 
discapacidad llegaron con toda anticipación a las mesas de nego-
ciación de la ONU, donde se estaba negociando la CDPD, e in-
fluyeron significativamente en su contenido, particularmente en el 
artículo 12 de la Convención, el más controvertido de sus artículos 
desde sus orígenes.

En efecto, en 2006, cuando se estaba negociando la Conven-
ción, la disposición que se convirtió en el artículo 12 fue objeto 
de intensas negociaciones debido a su carácter controversial; así, 
se agregó una nota al pie de la Convención para modificar y esta-
blecer algunas excepciones a ese artículo, las cuales fueron objeta-
das por los organismos no gubernamentales (en adelante ONGs). 
La semana en Nueva York en agosto de 2006 fue tensa, y, de no 

41	 	Idem.
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haberse alcanzado un acuerdo respecto al artículo 12, no habría 
convención. Las ONGs presionaron para eliminar la nota al pie y 
mantener el artículo 12 como parte del tratado internacional. Es 
importante leer este artículo en el contexto de su desarrollo; fue 
producto de un entorno de difícil y controversial negociación con 
las ONGs y es el resultado de un compromiso político con estas, en 
su abrumadora mayoría representantes de personas con discapaci-
dades físicas, auditivas, visuales y no mentales.42

Más aún, desde el principio las ONGs fueron actores importan-
tes en Comité sobre las Personas con Discapacidad (en adelante 
el Comité), creado por la Convención, y han influido de manera 
importante en sus comentarios generales desde su creación; estas 
son documentos interpretativos sobre la Convención. Así, desde su 
establecimiento, los activistas por los derechos de las PsD consti-
tuyeron la mayoría de los miembros del Comité y fueron aliados 
cercanos para ellos y las organizaciones de PsD. Es decir, el grupo 
de interés al cual se orienta el Comité para recibir asesoría es el 
sector de las ONGs, algunas de ellas, de escasa transparencia en su 
financiamiento. Esto es diferente de otros tratados internacionales 
y de los órganos producidos por éstos, donde los agentes guberna-
mentales son el grupo central, lo cual produce el empleo de buenas 
prácticas y alientan a sus gobiernos a implementar leyes adecuadas 
para la implementación de los respectivos tratados.43

Desde sus orígenes y hasta hoy, el artículo 12 produjo un gran 
revuelo entre los profesionales de la salud mental, en particular, 
debido a que el Comité no tomó en cuenta ni respondió a los nu-
merosos comentarios enviados después de la publicación del bo-
rrador y antes de la versión final en 2014. El personal sanitario y 
sus organizaciones sanitarias pidieron al Comité reconsiderar la 
complejidad de la capacidad legal de las personas con discapaci-
dad mental severa (en adelante PDMS) y recomendaron añadir 

42		 Craigie, Jillian et al., “Legal Capacity, Mental Capacity and Suppor-
ted Decision-Making: Report From a Panel Event”, International Journal of  Law 
and Psychiatry, vol. 62, enero-febrero 2019, p. 165, disponible en: https://doi.
org/10.1016/j.ijlp.2018.09.006.

43	 	Idem.
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matices y ajustes que fueron ignoradas. Sus preguntas y recomen-
daciones quedaron sin respuesta y, desde entonces no ha existido 
un compromiso para suficiente atender sus observaciones respecto 
las desventajas que la Convención significaría para las personas 
con discapacidad mental. Hasta la fecha se carece del diálogo ne-
cesario para superar el estancamiento por una parte entre los Es-
tados parte, los organismos de supervisión y la comunidad médica 
(principalmente la psiquiátrica), y por la otra el Comité apoyado 
por las principales ONGs globales que dicen representar a las per-
sonas con todo tipo de discapacidad, incluidas las mentales.44

Más aún, la emisión del Comentario General No.1 sobre Capa-
cidad Jurídica generó gran impacto en la comunidad internacional 
por el tratamiento ofrecido a las PDMS; nuevamente, la profesión 
médica fue excluida del Comité, y esto quedó reflejado en su conte-
nido. En efecto, ninguno de sus miembros contaba con formación 
clínica o relacionada (medicina, psicología clínica o trabajo social). 
Tras la segunda elección de sus integrantes, sólo un miembro te-
nía formación médica, pero sirvió por un término de dos años y 
no fue reelecto. Finalmente, ninguno de los miembros del Comité 
tenía experiencia clínica, y fueron ellos quienes realizaron la ver-
sión final del Comentario General No.1. El jurista especializado en 
derecho de la salud mental Peter Bartlett señala que los miembros 
de la profesión médica tampoco participaron en las negociaciones 
del borrador de la Convención.45 En consecuencia, la omisión de 
las voces clínicas se convirtió en un patrón en las fases posteriores 
de implementación e interpretación de la Convención.46

44		 Idem.
45	 	Bartlett, Peter, “The United Nations Convention on the Rights of  Per-

sons with Disabilities and Mental Health Law”, Modern Law Review, 2012, vol. 75, 
num. 5, pp. 752-778, disponible en: doi.org/10.1111/j.1468-2230.2012.00923.x

46		 Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories in the Name 
of  Human Rights: a Critique of  the General Comment on Article 12 of  the UN 
Convention on the Rights of  Persons with Disabilities”, Lancet Psychiatry, 2015, 
vol. 2, núm. 9,  pp. 847 y 848.
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Capítulo cuarto

ARTÍCULO 12 DE LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD

El artículo 12 de la CDPD es una de las disposiciones más impor-
tantes de la Convención y, sin lugar a dudas, la más controvertida, 
ya que más de veinte países establecieron reservas a esta norma en 
particular. Este artículo, relativo al reconocimiento de la capaci-
dad jurídica de las PsD estableció, en esencia, lo siguiente:

1.- Los Estados partes reafirman que las personas con discapa-
cidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 2.- Los Estados partes reconocerán que las 
personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 3.- Los Es-
tados partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso 
a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el 
ejercicio de su capacidad jurídica. 4. Los Estados partes asegurarán 
que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad ju-
rídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para 
impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional 
en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán 
que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten 
los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya 
conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el 
plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos 
por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, in-
dependiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al 
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grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas. 5.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, 
los Estados partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y 
efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar 
bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en 
igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las perso-
nas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera 
arbitraria.47

El pleno reconocimiento de la personalidad jurídica de las 
PsD en igualdad de condiciones al resto de las personas de la so-
ciedad (párrafo 1 y 2) es uno de los más celebrados logros de la 
Convención, ya que establece el reconocimiento de la capacidad 
jurídica como un derecho humano. Es uno de los logros más im-
portantes e indiscutibles de la Convención y de la organización 
política de las PsD, y ha sido bienvenida por la comunidad inter-
nacional.

Ahora bien, la plena capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad apela al desmantelamiento de los Estados parte de 
las instituciones tradicionales para asistir a las personas decla-
radas por los tribunales como incapaces, como son los procedi-
mientos judiciales de interdicción y la designación de tutores o 
tutrices, integrados ambos en el modelo de sustitución en la toma 
de decisiones (en adelante MSTD), lo cual es un evidente logro 
para todas las PsD; sin embargo, puede generar importantes ries-
gos y efectos adversos para el acceso a los derechos humanos 
de las PDMS que requieren de asistencia permanente y generan 
una gran dependencia de sus cuidadores y personas de apoyo.

El segundo problema que han de enfrentar los Estados parte 
proviene de lo que llamaré la construcción del nuevo Modelo de 
Apoyos para la toma de decisiones (MATD), derivado del pá-
rrafo tercero, del artículo 12, que dispone: “los Estados Partes 

47		 Las cursivas son mías.
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adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a 
las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en 
el ejercicio de su capacidad jurídica”. Asimismo, el párrafo cuar-
to dispone la obligación estatal de establecer las “salvaguardias” 
necesarias para asegurar el ejercicio de los derechos humanos de 
las personas con discapacidad. En síntesis, los párrafos tercero y 
cuarto obligan a los Estados parte a la construcción de todo un 
sistema estatal nuevo de apoyos, salvaguardias y medidas de ajus-
te para promover el acceso a los derechos de las PsD.

La construcción del nuevo modelo requiere de una aporta-
ción fiscal de grandes proporciones no realizada por el Estado 
mexicano, e imposible de ejecutarse conforme al presupuesto de 
egresos programado para 2025 por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (en adelante la SHCP), el cual prevé un déficit 
de 3.9% del PIB; en otras palabras, no hay dinero suficiente para 
conformar un eficiente y eficaz sistema de cuidados en Méxi-
co como exigen los compromisos asumidos por la Convención.48 
Este sistema de apoyo de por sí costoso es todavía más caro para 
los adultos mayores con discapacidad mental, si se considera 
que aproximadamente cuatro de cada diez personas mayores de 
ochenta años presentan algún tipo de demencia y diferentes gra-
dos de dependencia de sus personas de apoyo. Apenas se anunció 
la creación del Sistema Nacional de Cuidados (SNC), cuyo dise-
ño y objetivos aun no son claros.49

Sin embargo, la construcción del nuevo modelo no es sólo 
problema de México; pues la gran mayoría de los países de Oc-
cidente parte de la Convención presentan grandes niveles de en-
deudamiento públicos y elevados déficits fiscales que les impedi-

48		 SHCP, Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal 2025, disponible en: https://www.ppef.hacienda.gob.mx/work/models/
GYPPF25Q/PPEF2025/lurbgnma/paquete/egresos/Proyecto_Decreto.pdf  (fecha de 
consulta: 6 de diciembre de 2024).

49		 Saldívar, Belén, “Sheinbaum dará los primeros pasos para un Sistema Na-
cional de Cuidados”, El Economista, 7 de octubre de 2024, disponible en: https://
www.eleconomista.com.mx/economia/sheinbaum-dara-primeros-pasos-sistema-nacional-cui-
dados-20241007-729047.html (fecha de consulta: 17 de noviembre de 2024).
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rían crear las instituciones necesarias para levantar los sistemas 
de cuidados, apoyos, salvaguardias y medidas de ajuste requeridos 
por la Convención, es la situación de la mayoría de los países de-
sarrollados y en desarrollo. El endeudamiento global es enorme, 
e impedirá a la mayoría de los países construir estos sistemas y su 
infraestructura si no se toman medidas drásticas en el corto y me-
diano plazo. En efecto, conforme a las cifras del Fondo Monetario 
Internacional (en adelante el FMI), el total de la deuda global en 
2023 —tanto pública como privada— en 2023 fue de 250 trillo-
nes de dólares, equivalente a 237 por ciento el PIB global.50 Sólo 
la deuda pública de los gobiernos a nivel global es excesivamente 
alta; en 2024 excederá los 100 trillones de dólares, equivalente al 
93 por ciento del PIB global, y se acercará al 100% para 2025; 
esto equivale a 10 puntos más del PIB global en comparación con 
2019, antes de la pandemia. Y la deuda de los gobiernos seguirá 
creciendo debido a que la política fiscal de los gobiernos tiende a 
un mayor endeudamiento, porque los países deberán dirigir sus 
gastos para enfrentar, principalmente, las siguientes necesidades: el 
envejecimiento de su población, y los gastos de salud de la pobla-
ción en general, la transición verde y las adaptaciones climáticas, 
así como los gastos de defensa, seguridad y energía, debido a las 
tensiones geopolíticas existentes en el entorno internacional.51

Del elevado endeudamiento no están exentos los países de 
ingresos altos y medianos de la Organización, Cooperación y 
Desarrollo Económico (en adelante OCDE), donde se encuentra 
México, los cuales incrementaron su deuda total de 12.1 trillones 
de dólares en 2022 a 14.1 trillones, proyectando alcanzar para 
2024 los 15.8 trillones de dólares, los niveles más altos nunca 
antes vistos, inclusive superando los niveles de endeudamiento 

50		 FMI, Global debt monitor, disponible en: https://www.imf.org/external/data-
mapper/GDD/2024%20Global%20Debt%20Monitor.pdf  (fecha de consulta: 5 de 
diciembre de 2024).

51	 	Nabla-Norris et al., “Global Public Debt is Probably Worse Than it Looks”, 
Blog del FMI, disponible en: https://www.imf.org/en/Blogs/Articles/2024/10/15/
global-public-debt-is-probably-worse-than-it-looks (fecha de consulta 6 de diciembre 
de 2024).
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de 2024 requeridos para enfrentare la pandemia de Covid-19; 
solamente Estados Unidos abarca casi dos tercios de esa deuda, 
principalmente a través de nuevos préstamos para hacer frente a 
sus obligaciones fiscales.52 Esta crítica situación financiera pone 
en riesgo no sólo la construcción de los sistemas de cuidados y 
apoyos para la población con discapacidad, sino además podría 
asfixiar el crecimiento económico global bajo el abrumador peso 
del pago de la deuda.

Como la gran mayoría de los países de ingresos altos y media-
nos (con excepción de los pocos con un Estado social robusto, como 
Suecia, Dinamarca o Alemania) tenían privatizados los servicios de 
cuidados, ya fuera en la familia o en organismos privados de cuida-
dos o asistencia, se comprenderá la resistencia de los Estados parte 
para enfrentar el formidable reto para construir el MATD ante la 
falta de recursos para tal efecto. Esto explica su continua posterga-
ción a casi dos décadas de creada la CDPD, o, más grave aún, su 
franco abandono como prioridad política estatal.

Aunque la CDPD y las observaciones del Comité proporcio-
nan valiosas ideas sobre el papel de los apoyos, las salvaguardias 
y las medidas de ajuste, son menos útiles como herramientas de 
reforma legal si se observan las dificultades de los Estados partes 
para implementar las nuevas instituciones como, el MATD, que 
sustituyan al MSTD. En efecto, el artículo 12 proporcionó una di-
rección clara y un impulso hacia la plena capacidad jurídica de la 
PsD, y pugna por la abrogación del MSTD; sin embargo, algunos 
temen que las soluciones ofrecidas por la Convención no sean via-
bles, particularmente para las PDMS. Si esto es correcto, a nivel 
global existen pocas esperanzas de que la legislación y los tribu-
nales cumplan plenamente con la interpretación del artículo 12 
del Comité. Esto generaría falsas esperanzas en las personas con 
discapacidad y, más grave aún, estaríamos frente a un tratado 
internacional y una interpretación de un organismo de la ONU 

52		 OECD, Global Debt Report 2024: Bond Markets in a High-Debt Environment, 
OECD Publishing, París, 2024, pp.19-21, disponible en: https://doi.org/10.1787/ 
91844ea2-es.
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imposibles de implementar, lo cual nos enfrenta al riesgo de so-
cavar la autoridad de la maquinaria de derechos humanos de la 
ONU en general. Sería un caso sin precedentes en el derecho 
internacional de derechos humanos que el Comité, como órgano 
de un tratado internacional, establezca como norma algo impo-
sible de reflejarse globalmente en las leyes y en los presupuestos 
estatales. Para la comunidad internacional no está claro cómo 
superar el estancamiento.

Por ejemplo, aunque la CDPD fue firmada por Estados Uni-
dos (EUA) el 30 de julio de 2009, no fue ratificada por su Senado 
y, en consecuencia, carece de obligatoriedad en su territorio; por 
tal razón, este país continúa con el sistema tradicional de susti-
tución y asignación de tutelas. Y las cosas no parece que vayan a 
cambiar pronto en este país. Así, investigadores de EUA señala-
ron que carecen de evidencia empírica respecto de la eficacia del 
MATD. En efecto, Nina Kohn, Jeremy A. Blumenthal y Amy T. 
Campbell sostienen que el modelo de la sustitución de la volun-
tad y la tutela están siendo objeto de crecientes críticas por parte 
de los defensores de los derechos de las PsD y los académicos 
que instan a reemplazarlo —o al menos complementarlo— con 
el MATD o “toma de decisiones apoyada”. Los defensores de la 
toma de decisiones apoyadas lo promocionan como un medio 
para empoderar a las PsD proporcionándoles ayuda para tomar 
sus propias decisiones, en lugar de simplemente proporcionar a 
alguien que tome decisiones por ellas. En consecuencia, llaman 
a sustituir la toma de decisiones sustituta (a veces denominada 
“toma de decisiones sustitutiva”) por una toma de decisiones 
apoyada que gana rápidamente impulso político por la adopción 
de la CDPD, cuyo lenguaje incluye a la toma de decisiones apo-
yada o al MATD como adecuado para respetar la plena capaci-
dad jurídica de las PsD.53

53		 Kohn,Nina A.; Blumenthal, Jeremy A. y Campbell, Amy T., “Supported 
Decision-Making: A Viable Alternative to Guardianship?”, Dickinson Law Re-
view, 2013, vol. 117, núm. 4, p. 113.
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Sin embargo, las investigaciones realizadas por Nina Kohn, 
Jeremy A. Blumenthal y Amy T. Campbell, quienes en su mo-
mento revisaron sistemáticamente toda la literatura científica so-
bre los sistemas de apoyo, llegaron a la conclusión de que, aun-
que el MATD presenta una alternativa atractiva a la tutela y a los 
procedimientos de interdicción, se carece de suficiente evidencia 
empírica sobre su eficacia para promover el acceso de las perso-
nas con discapacidad mental a sus derechos; en consecuencia, 
advierten a los responsables políticos en los EUA considerar se-
riamente la posibilidad de incorporarla a sus instrumentos legales 
y políticas públicas hasta contar con la evidencia empírica sufi-
ciente. En otras palabras, aunque la toma de decisiones apoyadas 
presenta una alternativa atractiva a la tutela, no hay suficiente 
evidencia empírica para saber hasta qué punto, o las condicio-
nes bajo las cuales, puede remediar los problemas planteados por 
los procesos de toma de decisiones sustitutos. En otras palabras, 
sin más información, es imposible saber si la toma de decisiones 
apoyada realmente empodera a las personas con discapacidad 
cognitiva e intelectual. Además, señala que existen razones para 
preocuparse de que los MATD puedan tener el efecto contrario, 
hacerlos más vulnerables a la manipulación, al abandono por 
parte de sus familiares y de las instituciones públicas de cuidados, 
lo cual resultaría sorprendente para un modelo en su segunda 
década de desarrollo después de la creación de la CDPD.54

Esta situación no es exclusiva de los EUA. Por ejemplo, Sou-
mitra Pathare y Laura S. Shields descubrieron en una revisión 
de diecisiete países de ingresos medianos o altos, que éstos no 
han implementado las medidas suficientes para la instituciona-
lización de su sistema de apoyos, particularmente no lo hicieron 
para las PDMS; los países examinados fueron Austria, Australia, 
Canadá, Colombia, República Checa, Dinamarca, Reino Uni-
do, Alemania, Holanda, Hungría, India, Noruega, Nueva Zelan-
da, Suecia, Suiza y EUA. En sus investigaciones no identificaron 
legislación estatal alguna referida a la eficacia y seguridad de los 

54	 	Ibidem, p. 1114.
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nuevos modelos de apoyo y salvaguardias; solamente encontraron 
disposiciones para las directivas anticipadas en siquiatría. Con-
cluyeron que la lentitud o pausa establecida en las investigaciones 
sobre los MATD, sobre todo para PDMS, subraya la necesidad 
de probar primero este modelo antes de aplicarlo, no sólo para los 
países de altos ingresos, sino también para los de mediano y bajo. 
En su opinión, para habilitar el ejercicio de la capacidad legal 
de las personas con discapacidad mental conforme a la CDPD 
y hacer de este ejercicio una plena realidad y no sólo un mero 
texto normativo, es indispensable mayor investigación para de-
terminar cuáles elementos del MATD pueden utilizarse en la le-
gislación y en la práctica, ya que observan a nivel internacional 
una disociación entre las legislaciones nacionales y estatales con 
las disposiciones de la CDPD. Aunque los gobiernos puedan estar 
a favor del MATD, su legislación sobre salud mental y medios de 
apoyo o soporte no son adecuados y suficientes para el ejercicio 
de la capacidad jurídica de las PDMS. Además de la producción 
de la legislación para institucionalizar el modelo de apoyos, es in-
dispensable también actualizar su legislación sobre salud mental 
para reflejar las provisiones de la CDPD de una manera realista 
y posible, incluyendo también los derechos de los cuidadores, del 
personal de apoyo y sanitario de manera sistémica.55 No obstante 
las investigaciones de Kohn y Pathare, no encontré investigacio-
nes en México para medir la eficacia y las formas de implementa-
ción del nuevo MATD contenido en la Convención.

México firmó la CDPD el 30 de marzo de 2007, y fue ratifi-
cada el 17 de diciembre del mismo año.56 Es importante señalar 

55		 Pathare, Soumitra y Shields, Laura S., “Supported Decision-Making for 
Persons with Mental Illness: A Review”, Public Health Reviews, vol. 34, núm. 15, 
2012, pp. 31 y 32.

56		 Naciones Unidas. Human Rights Treaty Bodies. View the Ratification Status by 
Country or by Treaty, disponible en: https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/Treaty-
BodyExternal/Treaty.aspx?Treaty=CRPD (fecha de consulta: 18 de noviembre de 
2024); véase también: https://indicators.ohchr.org/ (fecha de consulta: 20 de no-
viembre de 2024).
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que en su momento el gobierno mexicano estableció una decla-
ración interpretativa sobre la ratificación al no estar completa-
mente de acuerdo con el párrafo segundo del artículo 12 de la 
Convención; probablemente detectó problemas para su imple-
mentación en algunos tipos de discapacidad. La declaración in-
terpretativa del gobierno mexicano estableció lo siguiente:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 
artículo 1o. establece que “Queda prohibida toda discriminación 
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las perso-
nas”. Al ratificar esta Convención, los Estados Unidos Mexicanos 
reafirman su determinación para promover y proteger los dere-
chos de los mexicanos que sufren de alguna discapacidad, dentro 
o fuera del territorio nacional. El Estado mexicano reitera su fir-
me determinación de crear las condiciones que permitan a to-
dos los individuos desarrollarse de una manera holística y ejercer 
plenamente sus derechos y libertades sin discriminación. De con-
formidad con lo anterior y afirmando su absoluta determinación 
de proteger los derechos y la dignidad de las personas con disca-
pacidad, los Estados Unidos Mexicanos interpretan el párrafo 2, 
del artículo 12, de la Convención en el sentido de que en caso de 
conflicto entre ese párrafo y la legislación nacional, aplicaran las 
normas que confieran la mayor protección jurídica para salva-
guardar la dignidad y asegurar la integridad física, psicológica y 
emocional de las personas y proteger la integridad de su patrimo-
nio, en estricta conformidad con el principio pro homine. 57

La anterior declaración interpretativa por su naturaleza 
era en realidad una reserva al párrafo 2, del artículo 12, de la 

57		 Naciones Unidas, Colección de tratados, disponible en: https://treaties.un.org/
pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-15&chapter=4&clang=_en (fe-
cha de consulta 18 de noviembre de 2024), la traducción es mía.
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Convención,58 la cual dice que los Estados partes “reconocerán 
que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de 
la vida”. Esta es probablemente la fracción más controvertida 
por la comunidad internacional de ese artículo; sin embargo, la 
declaración interpretativa fue retirada por el gobierno mexicano 
el 3 de enero de 2012, sin dejar constancia de las razones de su 
retito en el documento correspondiente de la ONU. Mantener 
esta reserva hubiera permitido al gobierno mexicano realizar los 
ajustes necesarios para otorgar a la PDMS las condiciones que 
les permitieran acceder a sus derechos humanos sin riesgos. Aho-
ra bien, examinar si la presente reserva hubiera sido posible de-
bido a su compatibilidad o incompatibilidad con el tratado es un 
tema que excede los límites de la presente investigación, máxime 
si la reserva fue retirada.59

Sin profundizar en el tema porque el estudio de la legisla-
ción sobre discapacidad merece otra investigación distinta, para 
efectos del presente estudio baste decir que con excepción de 
Aguascalientes, Colima y Sinaloa, que produjeron legislación so-
bre discapacidad antes de la entrada en vigencia de la CDPD, en 
México durante la década pasada se emitió casi toda la legisla-
ción nacional y estatal en esta materia, sin crearse el sistema de 
apoyos para la toma de decisiones requerido por la Convención 
ni a nivel federal ni estatal.

En efecto, esta legislación en lo sustantivo estableció obliga-
ciones para los tres niveles de gobierno, como medidas de ajustes 
para realizar trámites administrativos y obtener servicios, y en 
muchas ocasiones crearon institutos para la inclusión de las per-
sonas con discapacidad; sin embargo, no crearon un verdadero 
sistema de apoyos para las PsD con base en el nuevo MATD, 

58		 Sobre declaraciones interpretativas y reservas véase, Becerra Ramírez, 
Manuel, Derecho de los Tratados. Teoría y práctica, México, IIJ-UNAM, 2020, pp. 
45-48.

59		 Sobre reservas compatibles o incompatibles, véase Brownlie, Ian, Princi-
ples of  Public International Law, 7a ed., Reino Unido, 2008, pp. 612-615.
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con lo cual incumplen en lo sustancial con uno de los objetivos 
primordiales de la Convención. Por ejemplo, una persona de apo-
yo —normalmente un familiar— de una PDMS requiere de la 
asistencia de Psicólogos, Psiquiatras, trabajadores sociales, perso-
nal sanitario, abogados y soportes institucionales para ayudar a 
una PDMS a tomar, de manera libre y autónoma, la mejor de-
cisión para su salud e intereses, como pretende el artículo 12 de 
la Convención. De otra manera, la persona de apoyo familiar se 
encuentra sin soportes públicos ni privados para otorgar la asis-
tencia requerida.

Así, a nivel nacional se promulgó la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad (en adelante la LGIPD) 
publicada el 30 de mayo de 2011 en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) con carácter nacional; además, las 32 entidades federativas 
donde se incluye a la CDMX también promulgaron sus respecti-
vas leyes sobre discapacidad, como se muestra en el anexo, al final 
de la presente investigación. Lamentablemente, como se aprecia 
en el cuadro, ni la ley nacional ni las de las entidades federativas 
incluyeron las disposiciones necesarias para la construcción del en-
tramado institucional indispensable para garantizar la implemen-
tación del modelo social ni el sistema de apoyos y salvaguardias 
requerido para el acceso a los derechos humanos de las PsD, par-
ticularmente de las PDMS.
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Capítulo quinto

LA SCJN Y LA DISCAPACIDAD

I. Discapacidad por síndrome de Asperger

1. Pretensión jurídica

La litis en el Amparo en Revisión 159/2013 resuelto por la 
SCJN se centró en determinar la constitucionalidad del estado de 
interdicción declarado sobre RACR (siglas utilizadas en la sen-
tencia para referirse al quejoso) por el juez Trigésimo Quinto de 
lo Familiar del Distrito Federal en 2008. Esta medida, solicitada 
por su madre, basándose en su diagnóstico de síndrome de Asper-
ger, limitaba la capacidad de ejercicio de RACR en su vida civil 
y jurídica. El quejoso impugnó los artículos 23 y 450, fracción II, 
del Código Civil para el Distrito Federal (en adelante el CCDF), 
alegando que estos violaban los derechos de igualdad y no discri-
minación establecidos en la CDPD, al restringir desproporciona-
damente su capacidad de ejercer derechos sin respetar su volun-
tad y preferencias. La SCJN examinó si estos artículos y el modelo 
de sustitución en la toma de decisiones eran compatibles con los 
principios de no discriminación e igualdad de la Convención, o si 
bien debían interpretarse conforme al MATD.

2. Hechos

El caso tuvo su origen en el matrimonio de los señores ACR 
y LRG (abreviaturas utilizadas en la sentencia para referirse a los 
padres del quejoso, siendo LRG la madre), quienes contrajeron 

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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nupcias el 24 de noviembre de 1981, y establecieron su domicilio 
conyugal en la Ciudad de México. Como fruto de esta unión, el 
24 de septiembre de 1988 nació su hijo, RACR, quien al momen-
to de su nacimiento presentó una severa falta de oxigenación, lo 
cual requirió reanimación cardiopulmonar de emergencia. Esta 
complicación durante el nacimiento afectó de manera significati-
va su desarrollo neurológico. Durante su infancia, RACR mostró 
signos de inteligencia limítrofe y, según la percepción de su ma-
dre, presentaba una personalidad tímida, distraída e inocente, 
con preferencias marcadamente infantiles. A menudo, mostra-
ba predilección por jugar con niños más pequeños que él. Ante 
estas circunstancias, en 2004, cuando RACR tenía quince años 
y concluidos sus estudios de nivel secundaria, sus padres deci-
dieron llevarlo al Hospital General “Dr. Manuel Gea González” 
para someterlo a una serie de estudios psicológicos. En marzo de 
2004, los estudios arrojaron que RACR tenía un nivel de madu-
rez equiparable al de un niño de entre 6.6 y 6.11 años de edad. 
Este diagnóstico llevó a que en julio de 2004 se confirmara que 
RACR padecía síndrome de Asperger.

El 26 de febrero de 2008, la madre de RACR y compareció 
ante el juez Trigésimo Quinto de lo Familiar del Distrito Fede-
ral solicitando la declaración del estado de interdicción de su hijo, 
quien en ese momento contaba con diecinueve años de edad. Esta 
solicitud se llevó a cabo en la vía de jurisdicción voluntaria. Como 
parte del proceso, el 12 de mayo de 2008 se realizó la primera au-
diencia de reconocimiento médico, a cargo de los médicos de los 
Servicios de Atención Psiquiátrica de la Secretaría de Salud. Am-
bos coincidieron en que RACR presentaba un cuadro de inteli-
gencia limítrofe, por lo cual requería apoyo y supervisión constante 
de un adulto, debido a limitaciones significativas para desenvolver-
se en igualdad de condiciones con personas de su edad.

Posteriormente, el 9 de julio de 2008, se llevó a cabo una 
segunda audiencia de reconocimiento médico, esta vez con la 
intervención de médicos de la Subdirección Pericial del Servi-
cio Médico Forense del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
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Federal; estos peritos concluyeron que RACR tenía síndrome de 
Asperger, condición que definieron como crónica e irreversible, 
y que lo incapacitaba para llevar a cabo actos de vida civil y jurí-
dica de manera autónoma. Ante estos resultados, el 15 de agosto 
de 2008, los padres de RACR y la agente del Ministerio Público 
manifestaron su conformidad con los peritajes médicos realiza-
dos hasta ese momento. Como resultado de este proceso, el 20 
de agosto de 2008, el juez Trigésimo Quinto de lo Familiar del 
Distrito Federal dictó sentencia, en la que declaró procedente la 
solicitud de interdicción y designó a la madre de RACR como 
tutora, y al padre, como curador. En junio de 2011, casi tres años 
después de la resolución, los padres de RACR le informaron que 
habían completado los trámites para declararlo en estado de in-
terdicción y le ofrecieron su apoyo para cualquier acción legal 
que decidiera emprender.

3. Argumentos del quejoso y razonamientos del juez 
de distrito en el juicio de amparo

Considerando que la declaración de interdicción vulneraba 
sus derechos, RACR promovió un juicio de amparo indirecto, im-
pugnando la constitucionalidad de los artículos 23 y 450, fracción 
II, del CCDF. Argumentó que estas disposiciones eran contrarias 
a los artículos 1o., 3o. y 24 de la CPEUM, así como a los artículos 
4o., 5o., 8o. y 12 de la CDPD. Alegó que estos artículos, al es-
tablecer la interdicción, restringían de manera desproporcionada 
su capacidad jurídica y no respetaban su voluntad y preferencias, 
violando así su derecho a la igualdad y no discriminación. En su 
demanda, formuló los siguientes conceptos de violación:

	— El quejoso argumentó que los artículos impugnados, al es-
tablecer el estado de interdicción, contravenían el artículo 
12 de la CDPD. Como se indicó arriba, este artículo es-
tablece que todas las personas con discapacidad tienen 
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derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica en 
igualdad de condiciones con los demás.

	— Señaló que el diseño normativo del estado de interdicción 
viola la obligación de los Estados, de establecer salvaguar-
dias adecuadas y efectivas, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 12.4 de la CDPD. Alegó que el estado de interdic-
ción en el Distrito Federal no respeta los derechos, la vo-
luntad y las preferencias de las personas con discapacidad, 
no es proporcional ni adaptado a cada persona y no se 
aplica en el plazo más corto posible; además, sostuvo que 
el régimen actual carece de exámenes periódicos adecua-
dos por parte de una autoridad imparcial.

	— Afirmó que la aplicación del estado de interdicción en su 
caso particular violentaba el principio de igualdad, al dar-
le el mismo tratamiento jurídico que a otras personas en 
estado de interdicción sin distinguir su grado específico de 
discapacidad.

	— Según el quejoso, el estado de interdicción, era una medi-
da desproporcionada que restringía de forma absoluta la 
capacidad de ejercicio de las personas con discapacidad, 
sin tomar en cuenta sus capacidades específicas.

	— El quejoso consideró que el estado de interdicción gene-
raba prácticas discriminatorias y reproducía estereotipos 
negativos, lo cual violaba su derecho a la igualdad y no 
discriminación.

El juicio de amparo fue turnado al juez Sexto de Distrito en 
Materia Civil del Distrito Federal, quien admitió la demanda el 15 
de julio de 2011 y dictó sentencia el 25 de septiembre de 2012, ne-
gando el amparo respecto a los artículos impugnados, al conside-
rar que la restricción a la capacidad de ejercicio no implicaba una 
violación a la personalidad jurídica al no afectar la capacidad de 
goce. Sin embargo, concedió el amparo, al considerar vulnerada 
la garantía de audiencia del quejoso, al no haber tenido la oportu-



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 47

nidad de alegar y probar su lucidez. El juez de distrito sustentó su 
decisión con la siguiente argumentación:

	— Consideró al estado de interdicción como una restricción a 
la capacidad de ejercicio, lo cual no implicaba una vulne-
ración a la personalidad jurídica del quejoso. En su razo-
namiento, la personalidad jurídica era un atributo esencial 
de todas las personas, incluyendo tanto la capacidad de 
goce (derecho a ser titular de derechos) como la capacidad 
de ejercicio (posibilidad de ejercitar esos derechos). Aun-
que una persona podía carecer de capacidad de ejercicio, 
el juez sostuvo que esto no menoscaba su dignidad y no 
afectaba su capacidad de goce, la cual seguía siendo plena.

	— Referente a lo anterior, el Juez de Distrito en su senten-
cia de amparo también señaló que al analizar de la ver-
sión en inglés de la CDPD (observó la existencia de una 
discrepancia con la versión en español), concluyó posible 
restringir la capacidad de ejercicio de las personas con dis-
capacidad, sin que ello implicara una vulneración a sus 
derechos fundamentales.

	— Concluyó que la figura del estado de interdicción no vio-
laba la obligación de establecer salvaguardias adecuadas 
conforme a lo establecido en el artículo 12 de la CDPD. 
Además, en sus consideraciones, la figura de la tutela ga-
rantizaba la protección de los derechos de las personas de-
claradas en estado de interdicción, podían ser consultadas 
en la administración de sus bienes si eran mayores de die-
ciseis años y tenían capacidad de discernimiento. Además, 
el tutor estaba obligado a presentar informes médicos pe-
riódicos sobre el estado del pupilo, permitiendo así una 
evaluación continua por parte de la autoridad judicial.

	— El estado de interdicción no violaba el principio de igual-
dad, al considerar que no se había excluido, marginado 
o discriminado al quejoso por su discapacidad porque se 
tomaron en cuenta los diagnósticos médicos y se estable-
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cieron los límites y la extensión de la tutela con base en las 
necesidades específicas de RACR, proporcionando así un 
trato diferenciado acorde a su situación particular.

	— Finalmente, aunque el juez consideró constitucionales 
los artículos impugnados y la figura del estado de inter-
dicción, reconoció vulnerada la garantía de audiencia de 
RACR. Por lo tanto, concedió el amparo en ese aspecto 
específico, y ordenó reponer el procedimiento, para per-
mitir a RACR comparecer y defender sus derechos de 
manera adecuada.

Inconforme con la resolución, el 23 de octubre de 2012, 
RACR presentó un recurso de revisión ante el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito Judicial, argumen-
tando que el estado de interdicción suprimía su derecho a la ca-
pacidad de ejercicio y la falta del Estado mexicano para establecer 
las salvaguardias necesarias y adecuadas en términos del artículo 
12 de la CDPD.

Sus agravios se centraron en la interpretación y aplicación de 
la CDPD, así como en la valoración de las disposiciones del CCDF, 
relativas al estado de interdicción. A continuación, se detallan los 
agravios planteados por el recurrente:

	— Sostuvo que el juez de distrito interpretó de manera inco-
rrecta el artículo 12 de la CDPD al no reconocer su dere-
cho a la capacidad de ejercicio. A juicio del recurrente, la 
Convención establecía claramente que todas las personas 
con discapacidad tienen derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica y a ejercerla en igualdad de condi-
ciones con las demás personas.

	— Según el recurrente, el estado de interdicción previsto en 
el CCDF suprimía su derecho a la personalidad jurídica al 
restringir el reconocimiento de su capacidad de ejercicio. 
A su juicio, el estado de interdicción no permitía respetar 
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plenamente su personalidad jurídica, como lo establece el 
artículo 12 de la Convención.

	— Alegaba el incumplimiento del Estado mexicano, de su 
obligación de establecer salvaguardias adecuadas y efec-
tivas para ejercer su capacidad de ejercicio, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 12.4 de la CDPD. Al contrario de 
lo señalado por el juez de distrito, el estado de interdicción 
incumplía con las exigencias de la Convención, debido a 
que: 1) no respetaba los derechos; 2) no era una medida 
proporcional y adaptada a las circunstancias de la perso-
na, y 3) no estaba sujeta a exámenes periódicos por una 
autoridad competente, independiente e imparcial.

	— El recurrente argumentó que el estado de interdicción 
aplicado en su caso específico violentaba el principio de 
igualdad, al proporcionarle el mismo tratamiento jurídico 
que al resto de las personas declaradas en interdicción, 
sin realizar una distinción adecuada acorde al grado de 
discapacidad que posee. El recurrente consideró las dispo-
siciones combatidas como discriminatorias porque, aun-
que perseguían un fin legítimo de protección, restringían 
de manera excesiva sus derechos, al impedirle ejercer su 
voluntad de forma absoluta.

	— Argumentó que el estado de interdicción aplicado en su 
caso violenta los derechos de igualdad y no discrimina-
ción, al plasmar y reproducir estereotipos negativos sobre 
las personas con discapacidad; además, impedía recono-
cer las capacidades específicas de cada persona, al esta-
blecer regímenes generales para cualquier tipo de disca-
pacidad, sin adaptarse a las características individuales.

	— El recurrente afirmó que el juez de distrito violaba sus de-
rechos al acceso a la información y a la no discriminación, 
conforme a los artículos 2 y 21 de la CDPD. Alegó que en 
la sentencia de amparo no se utilizó un lenguaje claro y 
sencillo ni se resumieron los contenidos de manera com-
prensible para personas con discapacidad intelectual. 
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Consideró que el formato utilizado en la sentencia no 
fue uniforme, contenía párrafos largos y utilizaba un len-
guaje avanzado y complejo, impidiendo su comprensión 
adecuada.

	— Finalmente, el recurrente consideró que el juez de distri-
to vulneró su derecho a la autodeterminación al emplear 
la figura de la “deficiencia de la queja” para otorgarle 
el amparo respecto a actos de los cuales no se dolió (en 
relación con su derecho de audiencia). Esta decisión alte-
raba la litis constitucional, porque nunca fue su voluntad 
obtener el amparo por un acto distinto al solicitado en 
su demanda.

Dado el interés y relevancia del caso, el 27 de noviembre de 
2012, el recurrente solicitó a la SCJN reasumir su competencia 
originaria para conocer y resolver el recurso de revisión. El 6 de 
marzo de 2013, la SCJN aceptó reasumir su competencia para 
resolver el recurso de revisión por plantear cuestiones de consti-
tucionalidad de gran relevancia para el sistema jurídico mexica-
no. El 11 de abril de 2013, se registró el asunto con el número 
de expediente 159/2013 y fue turnado a la Primera Sala para su 
estudio y resolución.

4. Razonamientos y determinación de la SCJN

Después de dar trámite al asunto, estimar su oportunidad, 
procedencia y la existencia del acto reclamado, la Primera Sala 
de la SCJN, en su estudio de fondo del asunto, desarrolló los si-
guientes contenidos referentes al estado de interdicción:

	— Resolvió que el estado de interdicción debía interpretar-
se como una herramienta flexible para adaptarse a las 
características individuales de cada persona con disca-
pacidad. El juez debía determinar, caso por caso, cuáles 
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son los actos jurídicos donde la persona puede actuar de 
manera autónoma y cuáles requieren asistencia. Esta me-
dida buscaba minimizar las restricciones impuestas a la 
capacidad de ejercicio y promover el mayor grado posible 
de autodeterminación para la persona con discapacidad. 
Además, el juez debía establecer los límites específicos de 
la tutela, determinando los actos donde el individuo po-
día participar plenamente y cuando necesitaría apoyo o 
asistencia.

	— La Primera Sala estableció que para cumplir con los 
estándares de la Convención, cualquier declaración de 
estado de interdicción debía estar sujeta a revisiones pe-
riódicas a cargo de una autoridad competente, indepen-
diente e imparcial. Estas revisiones tenían como objetivo 
asegurar que las medidas restrictivas se mantuvieran ac-
tualizadas y adecuadas a las condiciones cambiantes de 
la persona con discapacidad, minimizando las restriccio-
nes innecesarias a sus derechos.

	— La Corte enfatizó que la interpretación de las disposicio-
nes legales debía maximizar la protección de los dere-
chos humanos, en línea con el principio pro persona. Este 
principio obligaba a adoptar siempre la interpretación 
más favorable para la persona afectada, lo cual es espe-
cialmente relevante cuando se trataba de personas con 
discapacidad.

	— La Corte reafirmó su adhesión al modelo social de dis-
capacidad centrado en entender la discapacidad no sólo 
como una condición individual, sino como el resultado 
de la interacción de las personas con barreras sociales. 
Bajo este enfoque, las limitaciones impuestas a la capa-
cidad jurídica debían ser consideradas como ajustes ra-
zonables destinados a facilitar la participación plena y 
efectiva de las personas con discapacidad en la sociedad, 
respetando siempre su dignidad, autonomía e igualdad 
de oportunidades.
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	— Al interpretar el estado de interdicción, era necesario 
considerar que este debía aplicarse respetando los dere-
chos fundamentales de la persona y estableciendo límites 
claros y específicos en cada caso concreto. La Corte indi-
có que cualquier medida restrictiva debía ser proporcio-
nal y estar fundamentada en la necesidad de proteger a 
la persona, sin eliminar su capacidad jurídica por com-
pleto, y permitiendo la mayor autonomía posible.

Respecto al caso concreto, y en atención a los agravios pre-
sentados en el recurso de revisión, la Primera Sala determinó lo 
siguiente:

	— La SCJN destacó desde el inicio de su análisis la impor-
tancia de interpretar las normas impugnadas regulato-
rias del estado de interdicción en la Ciudad de Méxi-
co de acuerdo con los principios constitucionales y los 
tratados internacionales donde México era parte, espe-
cialmente aquellos protectores de los derechos humanos. 
Antes de declarar la inconstitucionalidad de cualquier 
norma, se debía intentar una interpretación conforme 
a la Constitución y la CDPD. La Corte reiteró que esta 
interpretación conforme era una exigencia derivada de 
la supremacía constitucional y del principio pro persona, 
obligando a adoptar siempre la interpretación más favo-
rable a la persona, especialmente al proteger los derechos 
de grupos en situación de vulnerabilidad, como las PsD.

	— En este sentido, la Primera Sala analizó si los artículos 
23 y 450, fracción II, del CCDF relativos al estado de 
interdicción, podían interpretarse de manera compati-
ble con los derechos consagrados en la CDPD. Concluyó 
que estas disposiciones no eran inconstitucionales per se, 
pero debían ser aplicadas bajo un marco interpretativo 
y respetando los derechos, la voluntad y las preferencias 
de las personas con discapacidad. Para ello, el estado de 
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interdicción debía entenderse como una medida de apo-
yo flexible, adaptada a las necesidades y circunstancias 
de cada persona, y no como una restricción absoluta de 
la capacidad jurídica. Esta interpretación debía prevenir 
cualquier limitación a la capacidad de ejercicio y ser pro-
porcional y adaptarse a las circunstancias individuales, 
aplicando las salvaguardias adecuadas.

	— Para cumplir con los estándares de la Convención, los 
artículos impugnados debían interpretarse conforme al 
modelo de asistencia en la toma de decisiones (MATD), 
en contraposición al modelo de sustitución de la volun-
tad en la toma de decisiones (MSTD). En este sentido, las 
normas del Código Civil debían entenderse como medi-
das de apoyo a las personas con discapacidad en el ejer-
cicio de su capacidad jurídica y respetando su voluntad 
y preferencias. Asimismo, las medidas de la interdicción 
debían evitar cualquier tipo de influencia indebida y ser 
proporcionales, adaptadas y sujetas a evaluaciones pe-
riódicas por una autoridad competente, independiente 
e imparcial.

	— Al abordar el argumento de la posible violación del prin-
cipio de igualdad, la SCJN reiteró que el estado de in-
terdicción, conforme a la Convención, no debía aplicarse 
de manera uniforme y genérica a todas las personas con 
discapacidad, si no que por el contrario, debía adaptarse 
a la diversidad funcional de cada persona; esto implicaba 
realizar ajustes razonables para asegurar restricciones pro-
porcionales a las capacidades individuales. Una aplicación 
generalizada y homogénea de la interdicción generaría 
prácticas discriminatorias y reproduciría estereotipos ne-
gativos, contraviniendo los principios de igualdad y no dis-
criminación consagrados tanto en la Constitución como 
en la Convención.

	— Conforme al razonamiento de la SCJN, el artículo 12 de 
la CDPD establecía que las personas con discapacidad 
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tenían derecho al reconocimiento de su personalidad ju-
rídica en igualdad de condiciones, y a ejercer su capaci-
dad jurídica plenamente. En este contexto, las normas 
impugnadas no debían interpretarse como una supresión 
de este derecho, sino como una herramienta adaptativa a 
las necesidades específicas de cada persona, respetando 
su capacidad de ejercicio en la mayor medida posible.

	— Al contrario de lo señalado por el recurrente, la suplen-
cia de la queja no vulneraba la dignidad de la persona 
ni alteraba la litis constitucional, por tratarse de una he-
rramienta legítima para permitir al juzgador analizar un 
asunto de manera integral, incluso cuando los argumen-
tos presentados fueran deficientes o incompletos.

5. Decisión

Con base en todo lo anterior, la SCJN concedió el amparo 
solicitado por el recurrente, RACR. Sin embargo, la Corte de-
terminó que los artículos 23 y 450, fracción II, del Código Civil 
para el Distrito Federal, relativos al estado de interdicción, no 
eran inconstitucionales per se y debían interpretarse de conformi-
dad con los principios de la CDPD. Así, el estado de interdicción 
debía aplicarse como una medida de apoyo flexible, respetando 
la voluntad, las preferencias, los derechos, la dignidad de la per-
sona con discapacidad, y no como una restricción absoluta de su 
capacidad jurídica. En este sentido, el amparo se otorgó para los 
siguientes efectos:

	— Reponer el procedimiento de interdicción de RACR para 
que se llevara a cabo conforme a los criterios establecidos 
en la sentencia de la Corte, es decir, con base en una in-
terpretación conforme a la CDPD. Esto implicaba para 
el juez de distrito la necesidad de establecer límites claros 
sobre los actos en los que RACR puede ejercer su ca-
pacidad jurídica de manera autónoma y aquellos donde 
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pueda requerir asistencia, siempre priorizando su auto-
determinación.

	— En el nuevo procedimiento, se debían aplicar salvaguar-
dias adecuadas y efectivas para proteger los derechos de 
RACR, incluyendo la realización de evaluaciones perió-
dicas a cargo de una autoridad competente, independien-
te e imparcial. Estas salvaguardias debían asegurar que 
cualquier restricción a su capacidad de ejercicio fuera 
proporcional, adaptada a sus circunstancias específicas y 
sujeta a revisión constante para evitar abusos o restriccio-
nes innecesarias.

6. Hallazgos e impacto de la sentencia 
sobre la política de la discapacidad

Adhiriéndose al modelo social de la CDPD, la SCJN, al deci-
dir no declarar inconstitucionales los artículos 23 y 450, fracción 
II, del CCDF, relativos al estado de interdicción y la tutela de 
personas con discapacidad, facilitaba y promovía una transición 
paulatina para la adopción del MSTD. Esto, conforme al modelo 
teórico del institucionalismo, permitía una reforma progresiva e 
incremental de las instituciones encargadas de permitir el acceso 
a los derechos humanos de las PsD mayores de edad.

Asimismo, esta decisión de la SCJN permitiría adaptar la le-
gislación nacional y estatal a los nuevos paradigmas establecidos 
en la CDPD. Esta modificación incremental encontraba su razón 
de ser en la inexistencia de instituciones adecuadas para garanti-
zar el acceso a los derechos humanos de las PsD y particularmen-
te de la PDMS. La legislación sobre la inclusión de las PsD, era 
muy reciente tanto a nivel nacional como estatal, y además ig-
noraban la implementación del MATD; por ejemplo, la LGIPD 
apenas se había promulgado en 2012, y carecía de un modelo de 
apoyos. En consecuencia, la Corte optó por una interpretación 
conforme a la CDPD, enfatizando que los artículos relativos a la 
interdicción y a la tutela del CCDF debían interpretarse confor-
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me a las exigencias de la Convención; en otras palabras, la SCJN 
estableció la obligación para el tribunal de primera instancia de 
abstenerse de interpretar las disposiciones del CCDF de manera 
contraria o comprometedora de los derechos y principios de la 
Convención; más bien, debía interpretarlos de una forma flexible y 
realizando los ajustes necesarios para asegurar la realización de sus 
objetivos. En efecto, cuando se realiza la interpretación conforme 
se están manejando dos ordenamientos relativamente autónomos, 
aunque al mismo tiempo coordinados y con elementos comuni-
cantes para permitir su interpretación conforme.60 Así, mientras 
se mantenían las instituciones tradicionales (interdicción y tutela) 
para proteger el acceso a los derechos humanos de las PsD, se otor-
gaba tiempo para la construcción de las instituciones necesarias 
para implementar el MATD de la Convención.

Además, debe señalarse, esta sentencia estaba en consonan-
cia con la literatura científica, que señalaba la inexistencia de in-
vestigaciones empíricas suficientes sobre la eficacia de los MATD 
y apelaba a la necesidad de realizar este tipo de investigaciones 
para facilitar el acceso al modelo social de la Convención. Así, 
una interpretación conforme de la legislación del Distrito Fede-
ral, daría tiempo al Estado mexicano y a las entidades federativas 
para implementar las instituciones necesarias, transitar al nuevo 
modelo exigido por la CDPD.

II. Discapacidad por condición 
de personalidad límite y paranoia

1. Pretensión jurídica o litis

El amparo en revisión 1043/2015 giró en torno a la constitu-
cionalidad de los artículos 916 y 917 del Código de Procedimien-

60	 	Saiz Arnaiz, Alejandro y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Control de la Con-
vencionalidad, interpretación conforme y diálogo jurisprudencial, México, Porrúa, 2012, 
pp. 1-11.
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tos Civiles para el Estado de Nuevo León (en adelante CPCNL). 
Estos artículos regulaban el procedimiento para la declaración de 
interdicción y el nombramiento de un tutor, aspectos que fueron 
cuestionados por la quejosa debido a que los consideraba viola-
torios del derecho de audiencia consagrado en el artículo 14 de 
la CPEUM. La cuestión jurídica planteada ante la SCJN fue de-
terminar si estos artículos permitían la intervención directa de la 
persona afectada en el proceso de interdicción y si, al no hacerlo, 
vulneraban sus derechos fundamentales, específicamente el dere-
cho de audiencia.

2. Hechos

El proceso inició en 2004 cuando una mujer, en representa-
ción de su hermana, promovió diligencias de jurisdicción volunta-
ria para declarar el estado de interdicción de esta última, alegando 
un diagnóstico de trastorno de personalidad límite y delirio para-
noico. La Jueza Novena de lo Familiar del Primer Distrito Judicial 
del Estado de Nuevo León, con residencia en Monterrey, admitió 
a trámite la solicitud y, tras seguir el procedimiento legal corres-
pondiente, dictó sentencia el 27 de septiembre de 2004 y declaró 
incapaz a la quejosa. En consecuencia, la solicitante fue nombrada 
tutora tanto de su hermana como de su hija menor de edad.

La sentencia también incluyó la suspensión de la patria potes-
tad sobre la menor hija de la quejosa, así como la obligación para 
la tutriz, de presentar un inventario del patrimonio de su hermana 
y de someterla a evaluaciones médicas anuales. Años después, en 
2011, la hija de la interdicta promovió un incidente de separación 
de tutor, alegando que la tutriz falseó información sobre el patri-
monio de su madre quien contaba con un bien inmueble y una 
pensión del ISSSTE, aunado a una acusación de no cumplir con 
sus obligaciones, incluida la rendición de cuentas y la presentación 
de los certificados médicos anuales. Sumado a lo anterior, la tutriz 
internó a su madre en un centro de rehabilitación llamado “Una 
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nueva voluntad para vivir A. C.” sin su consentimiento, impidién-
dole visitarla.

En respuesta a las alegaciones, la tutriz afirmó que cuando se 
declaró el estado de interdicción su hermana no tenía bienes ni 
ingresos, y fue ella quien gestionó la pensión del ISSSTE y el con-
trato de compraventa del inmueble en cuestión. También defendió 
que siempre se encargó del bienestar de su hermana, incluyéndola 
en los programas de rehabilitación necesarios para su condición 
de salud mental. Asimismo, mencionó que su hermana estuvo 
internada en un centro de rehabilitación, y en ese momento se 
encontraba en otra institución llamada Mujer Renovada A. C. 
porque su enfermedad requería de cuidados especiales, no acce-
sibles en su domicilio.

En abril de 2013, la quejosa, representada por su hija, promo-
vió un juicio de amparo indirecto contra las autoridades del esta-
do de Nuevo León, impugnando los artículos 916 y 917 del CPC-
NL. El principal alegato era que estos artículos no garantizaban 
el derecho de audiencia de la persona sujeta a interdicción, por-
que no contemplaban la posibilidad de su compareciera en el 
procedimiento para defender sus derechos antes de emitirse una 
resolución judicial en la cual se limitara su capacidad jurídica.

3. Razonamientos del juez de distrito

De la demanda de amparo conoció el Juez Quinto de Distri-
to en Materias Civil y de Trabajo en el Estado de Nuevo León, 
y tras realizar la audiencia constitucional, dictó sentencia el 18 
de febrero de 2014. En su fallo, concedió el amparo a la quejosa 
y declaró inconstitucionales los artículos 916 y 917, por conside-
rarlos violatorios del artículo 14 constitucional, al no prever el 
derecho de audiencia de la persona interdicta. El juez de distrito 
sustentó su decisión en las siguientes razones:
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	— La declaración de interdicción, como estaba regulada en 
los artículos impugnados, constituía un acto de privación 
que requería, necesariamente, la participación activa de 
la persona afectada en el procedimiento. En su análisis, 
el juez señaló que el derecho de audiencia era una de las 
formalidades esenciales del procedimiento y su ausencia 
en el proceso de interdicción vulneraba gravemente los 
derechos fundamentales de la quejosa.

	— Los artículos 916 y 917 permitían tomar decisiones que 
limitaban la capacidad de ejercicio de la persona inter-
dicta. Sin embargo, estos artículos no garantizaban a la 
persona afectada la oportunidad de ser escuchada y de 
defenderse antes de adoptarse tales medidas, lo cual re-
sultaba en una clara violación de su derecho de audien-
cia. En efecto, los preceptos impugnados no respetan las 
formalidades esenciales exigidas por el artículo 14, pá-
rrafo segundo de la Constitución.

	— Concluyó que los procedimientos de interdicción podían 
restringir la capacidad de ejercicio de personas que no es-
taban realmente incapacitadas para designar a un tutor 
interino, sin permitirles a los afectados presentar pruebas 
y argumentos para demostrar su lucidez, ya que los proce-
dimientos no requerían de su participación activa.

	— Fundamentado en estos razonamientos, el juez de distri-
to declaró inconstitucionales los artículos 916 y 917 del 
CPCNL, por violar el derecho de audiencia establecido 
en el artículo 14 constitucional, y otorgo el amparo a la 
quejosa.

Los efectos de amparo otorgado implicaron que la Jueza Nove-
na de lo Familiar del Primer Distrito Judicial del Estado de Nuevo 
León dejara sin efectos la sentencia del 27 de septiembre de 2004, 
que declaró interdicta a la quejosa y nombró tutriz a su hermana, 
siguiendo la misma suerte todo lo actuado a partir esa fecha. En la 
sentencia de amparo, el juez de distrito señaló que la jueza respon-
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sable podía continuar con el procedimiento, e incluso mantener 
su determinación, siempre y cuando permitiera a la quejosa com-
parecer, presentar pruebas y alegar antes de afectar sus derechos, 
respetando así las formalidades esenciales del proceso.

Inconforme con la sentencia del juez de distrito, el gobernador 
del estado de Nuevo León, a través de su consejero jurídico, inter-
puso un recurso de revisión argumentando lo siguiente:

	— Los artículos 916 y 917 del CPCNL no constituían actos 
privativos, sino actos de molestia; en consecuencia, no re-
querían del cumplimiento de las formalidades del proce-
dimiento, incluido el derecho de audiencia.

	— El derecho de audiencia se ejercía indirectamente a tra-
vés del tutor interino designado por el juez, lo cual era 
suficiente para cumplir con los requisitos constitucionales.

	— Finalmente, como contrario al orden público que una 
persona con incapacidad natural y legal ejercitara directa-
mente sus derechos.

El recurso fue admitido por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito, el cual se declaró incom-
petente para resolver sobre la constitucionalidad de los artículos 
impugnados. Según el tribunal, decidir sobre la constitucionali-
dad de las normas impugnadas requería analizar el alcance de 
los principios de igualdad y no discriminación establecidos en los 
artículos 1o. y 4o. constitucionales, considerando el modelo so-
cial de discapacidad y el MATD, al poner en riesgo los derechos 
de las personas con discapacidad. Por lo tanto, remitió el caso a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que admitió el caso y 
lo remitió a la Primera Sala.

4. Razonamientos y determinación de la SCJN

La Primera Sala de la SCJN, en su estudio de fondo del asun-
to, sustentó su determinación en las siguientes razones:
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	— Señaló que analizaría el caso desde el modelo social, y de 
derechos, en donde el punto de partida es la dignidad 
de la persona con discapacidad. Desde esta perspectiva, 
en todo momento cualquier ordenamiento jurídico debe 
reconocer a la PsD como sujeto de derechos y con per-
sonalidad jurídica.

	— La Corte aceptaba el modelo social, y dedicó unas pala-
bras para especificar cómo debe entenderse la discapaci-
dad desde este modelo. Desde dicha perspectiva, la dis-
capacidad se entiende como una desventaja provocada 
por las barreras que la sociedad impone al no responder 
adecuadamente a las necesidades de las personas con di-
versidades funcionales. En este enfoque, la discapacidad 
no debía tratarse como una enfermedad porque esto im-
plicaba repercusiones en el ámbito jurídico de la PsD

	— Referente a la figura de interdicción, la Sala no decla-
ró inconstitucionales los artículos 916 y 917, relativos a 
la interdicción del CPCNL, subrayando solamente que 
este procedimiento, al limitar o suprimir la capacidad de 
ejercicio de una persona, constituía un acto de privación 
y no simplemente un acto de molestia. En consecuencia, 
se debían asegurar las debidas formalidades del procedi-
miento, incluyendo la garantía de audiencia. La SCJN 
consideró que la intervención del tutor interino como in-
suficiente para satisfacer el derecho de audiencia, lo cual 
era contrario al modelo social que promueve la autono-
mía y la participación activa de las personas con disca-
pacidad en la toma de decisiones susceptibles de afectar 
sus derechos.

	— La Sala también hizo hincapié en que el derecho de au-
diencia y el acceso a la justicia son esenciales para evitar 
la discriminación y asegurar la igualdad de oportunida-
des para las personas con discapacidad.

	— Agregó, que el reconocimiento de la capacidad jurídica 
es esencial porque por medio de ésta una persona es titu-
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lar de derechos y obligaciones. Así, las PsD son, sin excep-
ción, sujetos de derecho. Por ello, se les debía garantizar 
plena capacidad de ejercicio de sus derechos, proporcio-
nando los apoyos y salvaguardias necesarios en cada caso.

	— La Sala concluyó que los argumentos presentados por 
la autoridad recurrente eran infundados y contrarios a la 
CDPD; señaló como crucial que la autoridad responsable, 
al revisar el caso, tuviera en cuenta el enfoque social de las 
personas con discapacidad.

	— En consecuencia, la SCJN determinó que las normas 
procesales del estado de Nuevo León debían interpretar-
se bajo el modelo social y de derechos humanos, de ma-
nera que se respeten los derechos fundamentales de las 
personas con discapacidad y considerando infundados 
los agravios presentados por la autoridad recurrente, la 
Primera Sala determinó confirmar la sentencia impug-
nada y otorgar la protección constitucional a la quejosa.

5. Hallazgos e impacto de la sentencia 
en la política sobre la discapacidad

Como en el caso anterior, la SCJN no declaró la inconsti-
tucionalidad de los artículos 916 y 917 del CPCNL y observó 
la necesidad de interpretar dichos artículos conforme al modelo 
social de la CDPD, particularmente en lo relativo a garantizar el 
derecho de audiencia y el debido proceso de las PsD. Nuevamen-
te, esta resolución presenta una postura moderada y de reforma 
progresiva de las instituciones de la interdicción y la tutela, en 
consonancia con la resolución al amparo en revisión 159/2013 
examinado en el apartado anterior.

En consecuencia, se observa una posición incremental desde 
la teoría institucionalista para la reforma de las instituciones in-
dispensables para asegurar el acceso a los derechos de las PsD, la 
cual permitiría la modificación a la legislación sustantiva y proce-
sal en materia civil de las entidades federativas para modificar su 
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legislación conforme al nuevo modelo social de la Convención. 
Otro ejemplo de esta postura incremental y moderada de la Cor-
te en esta sentencia es el hecho de evitar declarar la inconstitu-
cionalidad de las instituciones de la interdicción y la tutela con-
templadas en la legislación civil del estado de Nuevo León. Así, 
estas dos sentencias iniciales de la SCJN fueron propicias para 
una reforma paulatina que otorgaban la pausa necesaria para la 
creación del entramado institucional del MATD.

Como se observa, en esta resolución la Corte habla de los 
modelos social y de derechos de la Convención, mezclando am-
bos modelos no necesariamente comprendidos en la CDPD, por-
que ésta privilegia el modelo social; asimismo, la sala al describir 
el modelo aplicable de la Convención se refiere al modelo social. 
En contraste, ha sido la doctrina jurídica la que pretende asociar 
al modelo social y el modelo de derechos humanos, los cuales son 
considerados como compatibles por juristas y algunos defensores 
de derechos humanos que observan en la CDPD garantías insu-
ficientes para asegurar el acceso a los derechos humanos de las 
PsD, tema al cual me referiré más adelante.61

III. Discapacidad por condición mental 
incurable no especificado

1. Pretensión jurídica y litis

La litis en el amparo en revisión 1368/2015 giró en torno a la 
constitucionalidad del estado de interdicción aplicado al quejoso, 
quien fue declarado interdicto en 1995 y cuestionó la decisión del 
Juez Cuadragésimo de lo Familiar del Distrito Federal. Ernesto 
(nombre ficticio del quejoso utilizado por la Corte en la sentencia) 

61	 	Lawson, Anna y Beckett, Angharad E., “The Social and Human Rights 
Models of  Disability: Towards a Complementarity Tesis”, The International Jour-
nal of  Human Rights, vol.25, núm. 2, 2021, pp. 348-379, disponible en: https://
doi.org/10.1080/13642987.2020.1783533.
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sostuvo que la interdicción le impedía tomar decisiones sobre su 
vida, vulneraba su derecho a la capacidad jurídica, a la igualdad 
y a la no discriminación, según lo establece la CDPD. Al revi-
sar el caso, la SCJN debía determinar si el estado de interdicción 
era compatible con los derechos humanos del quejoso y si debía 
inaplicarse para garantizar su derecho a una vida independiente 
y, de esta manera, ejercer su capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones.

2. Hechos

Conforme a lo señalado en su demanda de amparo Ernes-
to declaró padecer un retraso mental moderado, de naturaleza 
incurable, desde aproximadamente los cinco años de edad; de 
acuerdo con los Criterios del Manual Diagnóstico y Estadísti-
co de los Trastornos Mentales o Diagnósticos del DSM-IV-TR, 
su retraso mental se caracterizaba por una capacidad intelectual 
significativamente inferior al promedio, lo que generaba déficits 
o alteraciones en la adaptación a las exigencias propias de su 
edad y grupo cultural. Estas deficiencias se manifestaban en las 
siguientes áreas: comunicación personal, vida doméstica, habi-
lidades sociales e interpersonales, uso de recursos comunitarios, 
autocontrol, habilidades académicas funcionales, trabajo, ocio, 
salud y seguridad.

El 14 de agosto de 1995, Ernesto (todos los nombres utili-
zados en la sentencia son ficticios) fue declarado en estado de 
interdicción por el Juez Cuadragésimo de lo Familiar del Dis-
trito Federal, tras un proceso de jurisdicción voluntaria iniciado 
por su madre Luisa, quien solicitó la tutela legítima sobre él y su 
hermana Sofía. En este proceso, Luisa fue designada como tuto-
ra, mientras que Ramiro y Héctor, hermanos de Ernesto, fueron 
nombrados curadores. Tras el fallecimiento de Luisa en 2008, 
Fernanda, sobrina de Ernesto, asumió su cuidado. Posteriormen-



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 65

te, tras el fallecimiento de Fernanda, Patricia, otra sobrina de 
Ernesto, fue designada como tutora.

El 9 de enero de 2012, Ernesto contrajo matrimonio con 
Martha, quien el 24 de octubre del mismo año promovió un in-
cidente de remoción de tutora. Por sentencia del 17 de junio de 
2013 Patricia fue removida de su nombramiento como tutora 
de Ernesto, y fue nombrada Martha en su lugar. Inconformes 
con la resolución, Patricia y la presidenta del Consejo Local de 
Tutelas en la Delegación Miguel Hidalgo interpusieron un re-
curso de apelación.

En paralelo, tras el fallecimiento de Luisa (madre y tutora de 
Ernesto), Fernanda (antes de fallecer), en su calidad de albacea, 
inició un juicio sucesorio donde Ernesto y su hermana fueron 
declarados herederos universales. El 14 de agosto de 2012 (pos-
terior al fallecimiento de Fernanda), Patricia aceptó la herencia 
en representación y como tutora de Ernesto en el juicio. Fue así 
como, en un contexto en el cual existían diversas disputas patri-
moniales, el 5 de septiembre de 2013, Ernesto solicitó al juzgado 
se le reconociera como único y universal heredero, con la adju-
dicación correspondiente de sus bienes. El 9 de septiembre del 
mismo año, el órgano jurisdiccional encargado del juicio suceso-
rio condicionó la solicitud al hecho de que fuera interpuesta por 
su representante legal, o, en su defecto, el estado de interdicción 
fuera levantado. Esta determinación llevó a Ernesto a interponer 
una demanda de amparo indirecto el 20 de septiembre de 2013.

Durante el proceso de resolución del amparo, la sala familiar 
dictó sentencia respecto a los recursos de apelación presentados 
por el nombramiento de la tutora. Esta decisión modificó la sen-
tencia interlocutoria, y se ordenó al juez, designar como tutor o 
tutriz provisional a una persona seleccionada de las listas de au-
xiliares del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en 
lugar de Martha. Ante esta situación, el 9 de noviembre de 2013, 
Ernesto presentó su primera ampliación a la demanda de amparo 
original.
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3. Argumentos del quejoso en el juicio de amparo y en el recurso de revisión, 
y razonamientos del juez de distrito

En el juicio de amparo promovido por Ernesto ante el juez 
primero de Distrito en Materia Civil de la Ciudad de México, 
quien admitió la demanda 15 de octubre de 2013, bajo el expe-
diente 864/2013. Ernesto, en su demanda, impugnó varios ac-
tos de autoridad, a saber, los siguientes: a) la inconstitucionalidad 
de los artículos 23, 450, fracción II, y 537, del CCDF relativos 
el estado de interdicción, argumentando que estas disposiciones 
vulneraban sus derechos fundamentales bajo la CDPD; b) la sen-
tencia definitiva emitida el 14 de agosto de 1995, por la cual fue 
declarado en estado de interdicción por el juez de lo familiar; 
c) la sentencia interlocutoria del 17 de junio de 2013, donde se 
dictó el incidente de remoción de tutriz y nombramiento de una 
nueva, resolviendo la destitución de Patricia de dicho cargo y 
designando a Martha como tutriz definitiva; d) los autos de 5 de 
noviembre y 10 de diciembre 2013 dictados por el Juez Décimo 
Noveno de lo Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal, mediante los cuales le fueron aplicados los artículos 
23, 450, fracción II; 1313, 1316, 1341 del CCDF para efectos de 
no heredar de manera directa; e) del director del Registro Civil 
de la Ciudad de México, la inscripción de las resoluciones del 
14 de agosto de 1995 y 17 de junio de 2013, dictadas por el juez 
cuadragésimo de lo Familiar y las anotaciones correspondientes 
en su acta de nacimiento de la declaratoria de su estado de in-
terdicción.

En su demanda de amparo, Ernesto presentó los siguientes 
conceptos de violación y argumentos:

	— Argumentó que su demanda debía ser admitida sin la 
necesidad de un representante, aun cuando su estado de 
interdicción le negara capacidad de ejercicio. El núcleo 
del caso trataba sobre la constitucionalidad de la limita-
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ción de su capacidad para ejercer sus derechos de forma 
directa y autónoma, sin la intervención de un tutor.

	— Señaló que la litis giraba en torno a la contradicción 
entre los regímenes de capacidad jurídica para las per-
sonas con discapacidad establecidos en el CCDF y los 
adoptados por la CDPD. En su opinión, los artículos 23 
y 450, fracción II, del referido código establecían un ré-
gimen de interdicción basado en un modelo médico o 
rehabilitador que restringe la capacidad de ejercicio de 
la persona al imponerle un tutor sustituto de su voluntad, 
quien ejerce sus derechos de manera indirecta. Por otro 
lado, la CDPD adopta un enfoque social, que reconoce 
la capacidad de las personas con discapacidad y sostiene 
que el criterio para determinar la manifestación de vo-
luntad libre de vicios del consentimiento debe ampliarse, 
abarcando los procesos volitivos de las personas con dis-
capacidad intelectual.

	— Afirmó que el artículo 12 de la Convención debía inter-
pretarse como un reconocimiento integral de la capaci-
dad de goce y de ejercicio, dado que dicho instrumento 
internacional tiene como objetivo fundamental estable-
cer derechos y obligaciones que favorezcan a las perso-
nas con discapacidad.

	— Consideraba que el estado de interdicción atentaba con-
tra su dignidad humana, porque era despojado de su 
capacidad de ejercicio. Esta situación contravenía los 
objetivos fundamentales de la CDPD, los cuales busca-
ban precisamente la protección y el reconocimiento de 
la dignidad humana de las personas con discapacidad, 
razones por las cuales el estado de interdicción era in-
constitucional.

	— Sostiene que el estado de interdicción vulneraba su dere-
cho a heredar y a disponer y disfrutar libremente de sus 
bienes, lo cual transgredía los artículos 1o. y 133 consti-
tucionales; 12.5 de la CDPD y 3 de la CADH.
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El juez de distrito calificó como improcedente el juicio de 
amparo en contra de todos los actos de autoridad, con excepción 
de la sentencia que resolvió las apelaciones respecto al nombra-
miento de su tutor provisional. Sobre este punto, el juez conside-
ró que la sala responsable emitió una resolución, donde de forma 
unilateral, designó como tutor a una de las personas registradas 
en las listas del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
sin considerar la opinión del quejoso.

El juez llegó a tal determinación porque consideró violenta-
do el derecho de audiencia de Ernesto, al no ofrecerle la oportu-
nidad de comparecer y demostrar su capacidad física y mental, la 
cual no le impedía comprender las situaciones en las que estaba 
involucrado. Esto habría permitido evaluar su participación de 
acuerdo con su grado de diversidad funcional, cumpliendo así 
con las obligaciones establecidas en los artículos 12 y 13 de la 
CDPD. Por eso, y específicamente contra dicha resolución, se 
le otorgó el amparo, quedando fuera de la protección de la jus-
ticia federal el estado de interdicción al cual estaba sometido.
Inconforme con la resolución, el 31 de julio de 2014 el quejoso 
interpuso recurso de revisión. En síntesis, en su recurso expresó 
los siguientes agravios:

	— Argumentó que el sobreseimiento de los actos reclama-
dos en el juicio de amparo era inapropiado, y considera 
que el juez de distrito carecía de los conocimientos técni-
cos necesarios para evaluar su tipo de discapacidad, así 
como su capacidad de volición, discernimiento y com-
prensión de los procedimientos jurisdiccionales.

	— Argumentó el incumplimiento de la obligación de emitir 
resoluciones de manera accesible, conforme a lo estipu-
lado en los artículos 2 y 21 de la CDPD. En consecuen-
cia, consideraba vulnerado el derecho humano al acceso 
a la información y a la no discriminación, además de 
contravenir los principios de congruencia y exhaustivi-
dad. Sostuvo que las sentencias debían redactarse en un 
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lenguaje sencillo y claro, de manera que su contenido 
fuera resumido y comprensible para personas con disca-
pacidad intelectual.

	— Finalmente, afirmó que mientras se mantuviera la figura 
jurídica de la interdicción, continuaría el daño al reco-
nocimiento de su personalidad, capacidad jurídica, liber-
tad, autonomía dignidad humana e integridad personal. 
La interdicción, al obligarlo a expresar su personalidad 
jurídica con asistencia de un tercero, era violatoria de 
derechos humanos.

Posteriormente, el 22 de octubre de 2014, Ernesto solicitó a 
la SCJN ejercer la facultad de atracción del recurso revisión por 
tratarse de un asunto de interés y relevancia jurídica. Mediante 
acuerdo de 25 de noviembre del 2015, el asunto se remitió a la 
Primera Sala, órgano que se enfocó en analizar a fondo la cons-
titucionalidad del estado de interdicción y su compatibilidad con 
la CDPD, considerando los derechos fundamentales de Ernesto 
y el impacto de la interdicción en su capacidad para ejercer esos 
derechos.

4. Razonamientos de la SCJN y determinación de la SCJN

La Primera Sala de la SCJN en su estudio de fondo sustentó 
su determinación en las siguientes razones:

	— El argumento del juez de distrito al afirmar que el que-
joso estuvo debidamente representado por su tutriz y, 
por lo tanto, conocía los actos reclamados a través de su 
representante legal, era incompatible con la CDPD. El 
razonamiento se basaba en un modelo de sustitución de 
la voluntad, el cual contravenía el enfoque promovido 
por la Convención.
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	— Bajo el modelo social y de derechos humanos era inacep-
table que el derecho de audiencia de una persona con 
discapacidad sea satisfecho únicamente por las declara-
ciones de su tutor, como sugería el juez de distrito. El 
juez debía realizar un examen personal y directo para 
garantizar la participación de la persona con discapaci-
dad en cualquier proceso judicial que la involucre. Esto 
es fundamental para el reconocimiento igualitario como 
persona ante la ley y para el acceso a la justicia, como lo 
establecen los artículos 12 y 13 de la Convención.

	— Según el modelo social, la discapacidad surge de la in-
teracción entre las personas con deficiencias y las ba-
rreras del entorno que limitan su participación plena en 
la sociedad en igualdad de condiciones. Es el entorno, 
incluyendo el diseño de instituciones y sistemas, lo que 
facilita o impide la inclusión efectiva de las personas con 
discapacidad, creando barreras para su integración. Así, 
la verdadera discapacidad radica en la incapacidad de la 
sociedad para crear un entorno inclusivo, como es el caso 
del sistema de justicia y sus operadores, antes que en las 
condiciones mentales o intelectuales de la persona.

	— A diferencia del juez de distrito, la Corte reconoció que 
el quejoso impugnaba no sólo los artículos 23 y 450, frac-
ción II, del CCDF, sino todo el régimen de interdicción, 
entendido como un sistema normativo reflejado en otras 
disposiciones de tutela, como el artículo 537 del mismo 
ordenamiento.

	— El modelo social de discapacidad de la CDPD prioriza 
la dignidad de las personas dejando atrás la visión de 
las personas con discapacidad como objetos de políticas 
asistenciales o programas de beneficencia, reconocién-
doles plenamente como sujetos de derechos, con perso-
nalidad y capacidad jurídicas.

	— Este modelo social y de derechos exige replantear la dis-
capacidad y sus consecuencias jurídicas. El nuevo enfo-
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que rechaza respuestas jurídicas basadas en la dicotomía 
normal-anormal y demanda una interpretación centra-
da en los derechos humanos, respetando la diversidad 
como parte esencial de la dignidad humana. Bajo esta 
perspectiva, debía evaluarse la constitucionalidad y con-
vencionalidad del estado de interdicción.

	— La Primera Sala concluyó que la figura del estado de 
interdicción era incompatible con la CDPD y no podía 
ser interpretada conforme a ella, por violar el derecho 
a la igualdad y no discriminación, entre otros derechos. 
Por lo tanto, la cuestión se centraba en determinar si el 
régimen de interdicción contravenía lo dispuesto por el ar-
tículo 1o. constitucional.

	— La Corte reconoció que, históricamente, el estado de in-
terdicción ha tenido como propósito la protección de las 
personas con discapacidad. Aunque la protección podía 
considerarse una finalidad constitucionalmente válida, 
el estado de interdicción se basaba en una premisa de 
sustitución de voluntad, de carácter paternalista y asis-
tencialista, que no respetaba plenamente los derechos 
humanos. En lugar de fomentar que la persona con dis-
capacidad tome sus propias decisiones, se le asigna un 
tutor para adoptar las decisiones legales en su lugar. Ade-
más, la figura de la interdicción se fundamenta en un dic-
tamen emitido por un médico especializado quien evalúa 
las deficiencias de la persona y justifica la privación de su 
capacidad jurídica.

	— Consideró el estado de interdicción como una restric-
ción desproporcionada al derecho a la capacidad jurí-
dica, incompatible con la CDPD. Esto se reflejaba en la 
afectación grave a otros derechos fundamentales, como 
el acceso a la justicia, la igualdad, y la vida independien-
te. En resumen, la interdicción no justificaba los efectos 
negativos sobre otros derechos.
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	— Respecto a la capacidad jurídica, implica una completa 
sustitución de la voluntad de la persona con discapacidad, 
dado que el artículo establece claramente que las personas 
incapaces solo pueden ejercer sus derechos a través de sus 
representantes. Esta medida era excesiva al no considerar 
los apoyos y salvaguardias necesarios para el ejercicio au-
tónomo de su capacidad jurídica, enfocándose en la defi-
ciencia en lugar de las barreras del entorno. En resumen, 
la interdicción ejemplificaba el modelo de sustitución de la 
voluntad y negaba de manera general, el derecho de todas 
las personas a la capacidad jurídica.

	— La Primera Sala recordó que el artículo 12 de la CDPD 
estableció que no se podía negar la capacidad jurídica por 
razones de deficiencia, sino debía proporcionar el apoyo 
necesario para su ejercicio. Este principio era fundamen-
tal al abordar la discapacidad como una interacción entre 
la persona y las barreras sociales. La CDPD también de-
finió como discriminación cualquier acción que, por mo-
tivos de discapacidad, impidiera el acceso igualitario a los 
derechos humanos. Por lo tanto, negar la capacidad jurí-
dica no solo infringía el derecho a ser reconocido como 
persona ante la ley, sino que también violaba los artículos 
5o. y 12 de la CDPD y el artículo 1o. constitucional.

	— La Suprema Corte subrayó la importancia de distinguir 
entre capacidad jurídica y capacidad mental. La capa-
cidad jurídica abarca tanto la aptitud para ser titular de 
derechos y obligaciones (capacidad de goce) como la fa-
cultad de ejercerlos (capacidad de ejercicio). Ambas capa-
cidades, originadas en la tradición civilista, se reconocen 
hoy como derechos humanos fundamentales.

	— Respecto a la capacidad mental, la Corte señaló que se 
trata de la habilidad de una persona para tomar deci-
siones, la cual puede variar según factores ambientales y 
sociales. La presencia de una discapacidad o deficiencia 
mental no debe ser motivo para negar la capacidad jurí-
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dica ni ningún derecho. De acuerdo con el artículo 12 de 
la CDPD, los déficits en la capacidad mental no deben 
justificar la negación de la capacidad jurídica.

	— Es un error común confundir capacidad mental con ca-
pacidad jurídica. Tradicionalmente, la discapacidad o la 
aptitud para tomar decisiones habían sido utilizadas para 
justificar la negación de la capacidad jurídica mediante la 
interdicción. Sin embargo, la CDPD afirma claramente 
que todas las personas con discapacidad, sin excepción, 
tienen derecho a la capacidad jurídica, sin distinción en-
tre tipos de discapacidades.

	— En consecuencia, la Primera Sala sostuvo que la capaci-
dad jurídica no debía negarse a las personas con discapa-
cidad. En cambio, era necesario proporcionarles el apoyo 
adecuado para ejercerla y tomar decisiones, consideran-
do que cada discapacidad requiere medidas específicas 
según las necesidades individuales, con el fin de garanti-
zar su plena autonomía y el ejercicio de sus derechos.

	— Sobre los apoyos, la Primera Sala subrayó que estos son 
una obligación estatal según el artículo 12.3 de la Con-
vención, destinado a facilitar la expresión de una volun-
tad libre y auténtica, ayudando a las personas con disca-
pacidad a ejercer su capacidad jurídica y otros derechos 
en igualdad de condiciones. De este modo, el sistema de 
apoyos debe adaptarse a las necesidades y circunstancias 
específicas de cada persona y puede incluir la ayuda de 
familiares, profesionales, objetos, herramientas, o cual-
quier recurso que facilite el ejercicio pleno de los dere-
chos de las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones.

	— La Convención establece diferentes tipos de apoyos según 
el derecho involucrado: para acceder a la información 
(artículos 4o., 9o. y 21); para ejercer la capacidad jurídi-
ca (artículo 12); para prevenir y denunciar la explotación, 
violencia y abuso (artículo 16); servicios comunitarios y 
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asistencia personal para la vida independiente (artículo 
19); tecnologías de apoyo para la movilidad y asistencia 
humana o animal (artículo 20); apoyo a menores con dis-
capacidad y sus familias para garantizar el derecho a la 
familia (artículo 23); apoyo educativo (artículo 24); y tec-
nologías de apoyo y asistencia personal para la participa-
ción política y pública (artículo 29).

	— Según la relatora especial sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, este sistema de apoyos debe cum-
plir con cuatro elementos clave: disponibilidad, accesibili-
dad, aceptabilidad, y la posibilidad de elección y control, 
los cuales pueden variar según las condiciones y servicios 
ofrecidos.

	— El derecho a una vida independiente no se alinea con la 
imposición de un estilo de vida “predeterminado”. La 
esencia de este derecho radica en la libertad de elegir 
cómo, dónde y con quién vivir, abarcando todos los as-
pectos del sistema de vida de la persona, desde rutinas y 
horarios hasta su modo de vida en ámbitos tanto privados 
como públicos, y en decisiones cotidianas o a largo pla-
zo. El régimen de interdicción, en cambio, impide estas 
elecciones al basarse en un modelo de sustitución de vo-
luntad, donde el tutor toma todas las decisiones en lugar 
de la persona.

	— Por lo tanto, la Primera Sala subrayó que la interdicción 
era incompatible con el derecho a una vida indepen-
diente y a ser parte de la comunidad. La verdadera in-
dependencia, como expresión de la autonomía personal, 
requería que las personas con discapacidad mantuvieran 
la capacidad de elegir y controlar su modo de vida y sus 
actividades diarias.

	— Finalmente, la Primera Sala concluyó que la figura de in-
terdicción promueve estereotipos y la discriminación ha-
cia las personas con discapacidad, al transmitir la idea de 
que la discapacidad es un padecimiento que sólo puede 
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ser tratado mediante la restricción absoluta de la capaci-
dad de ejercicio.

5. Decisión

Después del análisis de los hechos, de los conceptos de viola-
ción expresados en la demanda de amparo, y de los agravios del 
recurso de revisión, la Primera Sala calificó como inconstitucio-
nal la figura del estado de interdicción regulada en los artículos 
23 y 450, fracción II, del CCDF. Además, revocó la sentencia 
recurrida donde se le declaraba interdicto a Ernesto, por lo que 
concedió la protección de la justicia federal para los siguientes 
efectos de que: a) el juez cuadragésimo de lo Familiar anulara el 
estado de interdicción decretado el 14 de agosto de 1995 y to-
das las acciones relacionadas con esa declaración. Además, debía 
emitir una nueva resolución para establecer los apoyos y salva-
guardias necesarios para Ernesto, dirigidos a permitir ejercer ple-
namente su capacidad jurídica de conformidad con el artículo 12 
de la CDPD y las consideraciones de esta sentencia; b) en la nue-
va resolución, el juez debía prescindir de los artículos declarados 
como inconstitucionales, así como de los preceptos del código 
procesal relativos al procedimiento de interdicción, por contrave-
nir el modelo social; c) en cuanto a las medidas de apoyo, el juez 
deberá tomar en cuenta las opiniones y necesidades de Ernesto al 
establecerlas, permitiéndole decidir qué tipo de asistencia requie-
re. Esto incluía, si Ernesto lo deseaba, la designación de personas 
de su confianza para ayudarle en diversas tareas, siempre respe-
tando su voluntad y preferencias personales.

6. Hallazgos e impacto de la sentencia en la política 
sobre la discapacidad

Al declarar inconstitucional por primera vez los artículos re-
lativos a las instituciones de interdicción y tutela de una entidad 
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federativa, en este caso de la CDMX, la SCJN intenta acele-
rar la implementación de MATD. Sin embargo, la decisión de la 
Corte no se ve reflejada en la creación de un nuevo entramado 
institucional en la CDMX para las PsD, lo cual pone en riesgo a 
éstas para acceder a sus derechos. En efecto, esta decisión tiene 
sus riesgos por la inexistencia de las nuevas instituciones requeri-
das por la Convención dentro del marco del nuevo modelo que 
ofrezcan los apoyos necesarios a las PsD, sobre todo a aquellas 
que exhiben un mayor grado de dependencia en la asistencia de 
sus decisiones.

El máximo tribunal deposita en el juez de primera instancia 
toda la responsabilidad del diseño del nuevo modelo sin esperar 
a que el órgano Legislativo emita la legislación correspondiente, 
un caso inédito tratándose de una materia tan sensible. Más aun, 
instruye al juez de lo familiar para diseñar el modelo de apoyos 
para Ernesto sin la existencia de una legislación que proporcione 
al juez las directrices para tal efecto; así, el juez se veía obligado 
a aplicar de manera directa la CDPD y las directrices contenidas 
en la sentencia de la SCJN para diseño del MATD. En conse-
cuencia, esta sentencia privilegia un modelo de descentralización 
de la producción de las normas relativas a los sistemas de apoyos 
y salvaguardias contenidos en el artículo 12 de la CDPD, sin es-
perar a la producción normativa del legislador.

Por otra parte, antes de nulificar el estado de interdicción, 
la SCJN debió allegarse de las evidencias científicas necesarias 
para determinar la situación específica del quejoso y las medi-
das de apoyo necesarias conforme a la Convención, mientras el 
juez familiar de primera instancia emitía una nueva sentencia. 
En efecto, sin conocer el estado específico de salud mental del 
quejoso, y al anular las instituciones de interdicción y tutela sin 
crear un sistema de apoyos, salvaguardias y ajustes necesarios, el 
máximo tribunal dejaba en estado de vulnerabilidad al quejoso 
y sin la capacidad real de acceder a sus derechos de manera di-
recta. No obstante tratarse de un juicio de constitucionalidad, la 
SCJN podía allegarse de esas evidencias científicas para asegurar 
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el acceso y respeto de los derechos humanos del quejoso y no 
sólo confirmar el derecho a la plena capacidad jurídica como 
lo pide la CDPD, máxime porque contaba con un convenio de 
colaboración con la Academia Mexicana de Ciencias por tiempo 
indefinido, cuya cláusula primera señala que ésta será órgano de 
consulta de la SCJN y del Consejo de la Judicatura Federal en 
materia de ciencia y tecnología.62

Aunque la consulta a la comunidad científica en la práctica de 
la SCJN fue escasa y en su práctica predominó al análisis formal 
de los textos y de los razonamientos jurídicos, durante la décima y 
undécima época, en la Corte apareció una tendencia de ministros 
que apelaron por allegarse de evidencia científica como se acos-
tumbra en otros tribunales nacionales de última instancia. Así, du-
rante estas épocas, en los trabajos de la Corte para varios casos de 
impacto social, el máximo tribunal se allegó de evidencia científica 
producidas por peritos calificados, o bien escuchó opiniones exper-
tas para obtener elementos de convicción en la producción de sus 
sentencias.63 En algunos casos la Corte optó por realizar compare-
cencias públicas ante el pleno de ministros de expertos provenien-
tes de la Universidad Nacional Autónoma de México, el Institu-
to Politécnico Nacional, la Academia Mexicana de Ciencia, el 
Instituto Nacional de Neurología y Neurocirugía, la Secretaría 
de Salud y las procuradurías o fiscalías estatales o federal, por 
mencionar algunas de ellas.64

En consecuencia, sorprende que la Primera Sala en todos los 
casos de discapacidad aquí examinados, donde era motivo cen-
tral la salud mental de las PsD, evitara allegarse de las pruebas 
científicas o de las opiniones expertas de manera directa para 

62		 Este convenio fue suscrito el 14 de noviembre de 2006 con vigencia inde-
finida, disponible en: https://www.sitios.scjn.gob.mx/convenios/sites/default/files/docu-
mentos/convenios/0221.pdf  (fecha de consulta: 8 de diciembre de 2024).

63	 	Como consta en los casos expuestos en SCJN, Cuaderno de jurisprudencia 
num.2. Evidencia científica, op.cit.

64	 	Cossío, José Ramón et al., El uso de evidencia científica y opinión experta en las 
sentencias de la SCJN, México, El Colegio Nacional-Tirant lo Blanch, 2017, pp. 
12 y 13.
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obtener elementos de convicción. La única hipótesis posible para 
explicar esta negativa es de naturaleza política: la SCJN intentó 
enviar un mensaje a la comunidad internacional de que en Mé-
xico se cumplía irrestrictamente con la Convención, y que era un 
tribunal ejemplar en materia de protección de los derechos de la 
discapacidad; más aún, evitaba llamar a la comunidad científica 
porque esto hubiera implicado “medicalizar el caso”. Semejante 
actitud judicial obedece a una interpretación estrecha de la pro-
pia CDPD, porque la implementación del nuevo modelo social 
de discapacidad al incluir apoyos, salvaguardias y ajustes necesa-
rios, requiere de esas evidencias científicas u opiniones expertas 
para asegurar el acceso a los derechos de las personas con disca-
pacidad. En consecuencia, a diferencia de otras materias, como 
VIH/sida, evitar estas pruebas exhibió un comportamiento in-
congruente la SCJN en materia de evidencia científica para los 
casos de discapacidad, con las graves consecuencia que examina-
ré hacia el final de esta investigación.

Además, era imposible para la Primera Sala alegar que por 
tratarse de un juicio constitucional, como es el juicio de garantías, 
estaba impedido allegarse de ese material probatorio, trasladan-
do al juez de primera instancia toda la responsabilidad corres-
pondiente. Por el contrario, en el momento de las resoluciones y 
todavía en la actualidad la SCJN tiene la posibilidad de allegarse, 
en todo momento, de cualquier material probatorio —incluidas 
las evidencias científicas y opiniones expertas— necesario para 
conocer la verdad. Así lo dispone el artículo 79 del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el 
juicio de garantías conforme a lo dispuesto por el artículo 2o. de 
la Ley de Amparo, el cual dispone lo siguiente:

Artículo 79. Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse 
de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o 
documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin 
más limitaciones que las de que las pruebas estén reconocidas por 
la ley y tengan relación inmediata con los hechos controvertidos.
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Los tribunales no tienen límites temporales para ordenar la 
aportación de las pruebas que juzguen indispensables para for-
mar su convicción respecto del contenido de la litis, ni rigen para 
ellos las limitaciones y prohibiciones, en materia de prueba, esta-
blecidas en relación con las partes

IV. Discapacidad mental, intelectual, 
ceguera y problemas respiratorios

1. Pretensión jurídica (litis)

El Amparo directo en revisión 44/2018 se centró en la revisión de 
la constitucionalidad de la sentencia emitida por el Cuarto Tribu-
nal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, confirman-
do la declaración de estado de interdicción de una persona con 
discapacidad. La quejosa alegó que la decisión judicial violaba su 
derecho de audiencia y al ejercicio pleno de sus derechos como 
persona con discapacidad, argumentando que no se respetó su 
voluntad sobre con quién deseaba vivir.

2. Hechos

El proceso de interdicción comenzó con la solicitud presen-
tada el 30 de abril de 2015 ante el Juzgado Séptimo Familiar del 
Distrito Judicial de Ecatepec de Morelos, Estado de México. La 
solicitud de interdicción fue presentada por el padre de la perso-
na afectada, quien argumentó que su hija, conforme al diagnósti-
co del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Mu-
nicipios (ISSEMYM), padecía diversas discapacidades, incluidas 
retraso mental, ceguera y problemas respiratorios, produciéndole 
incapacidad para manejar sus propios asuntos. En su solicitud, 
el padre de la afectada, solicitó que se le designara un tutor a su 
hija incapaz y propuso a otra de sus hijas (hermana de la incapaz) 
como tutora provisional, conforme al artículo 2.337 del Código 
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de Procedimientos Civiles para el Estado de México (en adelante 
el CPC) hasta la fecha vigente. Además, el padre alegó situaciones 
de maltrato y negligencia por parte de la madre de la interdicta 
(en adelante, la persona con discapacidad o PD), quien tenía su 
guarda y custodia.

En su solicitud de interdicción, el padre de la incapaz expresó 
que, tras divorciarse de la madre de su hija en 1992, la relación se 
tornó hostil entre los excónyuges. Denunció que la madre había 
mantenido a la PD en condiciones de maltrato y negligencia, 
argumentando que la progenitora no contaba con la capacidad 
física y emocional para cuidarla adecuadamente. Se describie-
ron episodios específicos de maltrato físico y psicológico contra 
la PD, alegando que la madre la bañaba con agua fría y la dejaba 
encerrada, además de amenazarla constantemente con hacerse 
daño o dañar a su hija. El actor también comentó que el propó-
sito de su acción jurídica era garantizar a su hija una buena cali-
dad de vida, ya que su madre se la había negado, lo que afectaba 
su estabilidad física y emocional y ponía en peligro su vida. Por 
lo tanto, solicitaba la reincorporación inmediata de la hija al lado 
de la tutora propuesta (la hermana). Estos hechos fueron ratifi-
cados por la hermana de la incapaz, que fue nombrada como su 
tutriz provisional.

En sentencia del 17 de septiembre de 2015, el Juez Sépti-
mo Familiar del Distrito Judicial de Ecatepec de Morelos declaró 
procedente la interdicción, considerando que la PD sufría disca-
pacidad intelectual grave y problemas oculares. Se designó como 
tutriz definitiva a su hermana, quien ya fungía como interina. 
Inconforme con esta resolución, la madre de la PD presentó un 
recurso de apelación ante la Primera Sala Colegiada Civil de 
Ecatepec del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, 
argumentando que la interdicción debía reconsiderarse en fun-
ción de las circunstancias familiares y personales de la afectada, 
no obstante, el 29 de octubre de 2015, la sala colegiada confirmó 
la sentencia del juez de primera instancia. El tribunal consideró 
que las pruebas médicas y psicológicas justificaban plenamente 
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la medida adoptada y era necesario un tutor para salvaguardar 
los intereses de la PD.

Ante la decisión de la sala colegiada, el 5 de enero de 2016, 
la madre promovió un amparo directo ante el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito Judicial, argu-
mentando que durante el proceso de interdicción no se respetó 
el derecho de audiencia de su hija. Sostenía que la PD no había 
sido escuchada ni considerada como un sujeto activo en el proce-
so, y que el deseo de vivir con su madre fue completamente igno-
rado por el juez. La madre también señaló que la designación de 
la tutriz fue arbitraria y no reflejaba el mejor interés de la afec-
tada, quien ya había manifestado su preferencia por permanecer 
bajo el cuidado materno.

El 17 de marzo de 2016, el Cuarto Tribunal Colegiado con-
cedió el amparo a la quejosa y ordenó la reposición del procedi-
miento. El órgano jurisdiccional señaló la necesidad de realizar 
una evaluación psicológica más detallada que incluyera la cali-
dad del entorno familiar y cualquier posible maltrato hacia la PD 
en la casa de la tutriz designada. También reconoció que los de-
rechos de la afectada no fueron suficientemente valorados y que 
el proceso requería de una revisión exhaustiva. Por lo tanto, en 
cumplimiento de la sentencia de amparo, el 8 de abril de 2016, 
la Sala Colegiada Civil de Ecatepec emitió una nueva sentencia, 
que ordenaba al juez de primera instancia la ampliación de la 
prueba pericial y la consideración de medidas de protección para 
la PD.

Como consecuencia de lo anterior, el 20 de enero de 2017, 
el juez séptimo Familiar emitió una nueva sentencia. En ella rea-
firmó la declaración de interdicción de la incapaz y ratificó a su 
hermana como la tutriz definitiva, argumentando que la amplia-
ción de la prueba pericial no había alterado las condiciones de 
la interdicción. Según el juzgado, la afectada continuaba sin la 
capacidad para tomar decisiones por sí misma, y que mantener a 
su hermana como tutriz ofrecía un ambiente más seguro y con-
trolado para ella.
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Insatisfecha con esta nueva resolución, la madre de la PD 
promovió una segunda demanda de amparo el 6 de julio de 2017. 
En síntesis, insistió en que la nueva sentencia seguía vulnerando 
los derechos de su hija al ignorar su voluntad y los dictámenes 
periciales sobre un entorno familiar hostil en la casa de la tutriz.

3. Razonamientos del tribunal colegiado y agravios 
presentados por la quejosa

A pesar de estos argumentos, el 9 de noviembre de 2017, el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Cir-
cuito Judicial negó el amparo bajo las siguientes consideraciones:

	— El Tribunal consideró que la Sala responsable sí valoró 
correctamente el dictamen pericial en trabajo social y 
demás pruebas, concluyendo que las condiciones del ho-
gar de la tutriz definitiva y el hecho de tener un horario 
de trabajo no representaban un impedimento legal para 
que desempeñara su encargo de manera adecuada.

	— Argumentó que las medidas adoptadas en la sentencia 
impugnada, como la remodelación del inmueble de la 
tutriz y la supervisión periódica por parte de las autori-
dades competentes, estaban orientadas a salvaguardar el 
interés superior de la PD, proporcionando un entorno 
seguro y adecuado.

	— Se sostuvo que, aunque no se probó plenamente la exis-
tencia de malos tratos por parte de la quejosa hacia la 
PD, la valoración de la edad de la madre y su capacidad 
para seguir desempeñando el rol de tutriz no fue arbi-
traria, sino que estaba basada en la opinión pericial de 
especialistas en psicología y psiquiatría.

	— El Tribunal concluyó que la consideración de la edad de 
la quejosa no constituía un acto de discriminación, ya 
que el análisis se centró en la idoneidad para ejercer el 
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cargo de tutriz en beneficio de la PD, y no en la exclusión 
por motivos de edad.

	— Se determinó que las decisiones tomadas buscaban res-
petar y proteger la autonomía de la PD, especialmente 
en lo relacionado con su derecho a vivir en un entorno 
que garantice su bienestar físico y emocional, sin forzar 
su estancia con una persona que no fuera considerada la 
más adecuada para ejercer la tutela.

	— El Tribunal afirmó que la sentencia no violaba los dere-
chos humanos de la quejosa ni de la PD, ya que el nom-
bramiento de la tutriz se fundamentaba en la necesidad 
de proteger a la PD y asegurar su pleno desarrollo mini-
mizando los riesgos.

Ante tal determinación, la cual consideraba una persistente 
violación a los derechos de su hija, el 4 de diciembre de 2017, 
la madre presentó un recurso de revisión ante los tribunales co-
legiados en Materia Civil del Segundo Circuito Judicial. En su 
recurso formuló los siguientes agravios:

	— La recurrente argumentó que el Tribunal no valoró co-
rrectamente las pruebas periciales en psicología, psiquia-
tría y trabajo social, así como los testimonios de fami-
liares y expertos, omitiendo considerar aspectos críticos 
sobre la capacidad y condiciones de la tutriz designada. 
Señaló que la valoración fue parcial y no tomó en cuenta 
la totalidad del contexto familiar y la situación particular 
de la PD.

	— Alegó que la sentencia no consideró el impacto negativo 
de separar a la PD de su entorno familiar y habitual, 
donde había vivido toda su vida bajo la guarda de su ma-
dre. La recurrente insistió en que esta separación afecta-
ría gravemente la estabilidad emocional y física de la PD, 
vulnerando su derecho a un ambiente familiar conocido 
y seguro.
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	— La recurrente señaló que la sentencia del Tribunal ig-
noró los derechos humanos de la PD al no respetar su 
voluntad y preferencia para decidir sobre su lugar de re-
sidencia y con quién vivir, conforme a la CDPD. Argu-
mentó que la interdicta, a pesar de su discapacidad, tiene 
derecho a participar en decisiones sobre su vida.

	— Se argumentó que el Tribunal incurrió en discriminación 
por edad al considerar la avanzada edad de la madre (69 
años) como un impedimento para continuar como tutriz; 
la recurrente afirmó que su edad no afecta su capacidad 
para cuidar a su hija, ya que estuvo a su cargo por más de 
36 años y le proporcionó todos los cuidados necesarios.

	— Señaló que el Tribunal no valoró adecuadamente el he-
cho de que ella ejerció la guarda y custodia de la PD 
desde 1992, como resultado de un juicio de divorcio, 
y nunca existió evidencia suficiente para revocar dicha 
guarda en el juicio de interdicción.

	— Argumentó que la sentencia violaba el principio de no 
discriminación establecido en tratados internacionales al 
equiparar a la PD con un menor de edad y no respetar su 
derecho a ser tratada como una persona con capacidad 
jurídica en igualdad de condiciones.

	— Se alegó también que no existía prueba concluyente de 
los supuestos malos tratos hacia la PD, y que las acusa-
ciones de violencia física y psicológica no fueron corro-
boradas por los peritos.

El recurso fue admitido el 6 de diciembre de 2017, y el pre-
sidente del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Se-
gundo Circuito ordenó la remisión de los autos y del escrito de 
expresión de agravios a la SCJN. En enero de 2018, esta admi-
tió el recurso registrándolo con el número 44/2018, y lo turnó a 
la Primera Sala, para la elaboración del proyecto de sentencia.
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4. Razonamientos de la SCJN y sentido de la resolución

Después de dar trámite al asunto y determinar la existencia 
del acto reclamado, la Primera Sala de la SCJN dictó sentencia el 
13 de marzo de 2019, sustentando su determinación en las siguien-
tes razones:

	— La SCJN coincidió con el Cuarto Tribunal Colegiado 
en que las pruebas periciales en psicología, psiquiatría y 
trabajo social fueron debidamente valoradas por la Sala 
responsable. Sin embargo, los tribunales inferiores no 
abordaron con suficiente profundidad la relación entre 
las condiciones de vida de la tutriz designada y el impac-
to en la PD, lo cual era crucial para evaluar la idoneidad 
del entorno propuesto. Aunque se consideraron los in-
formes periciales, debía haberse ponderado más exhaus-
tivamente la capacidad real de la tutriz para ofrecer un 
ambiente de estabilidad y seguridad.

	— Tanto la sentencia del Cuarto Tribunal Colegiado como 
la de las instancias previas no consideraron de manera 
suficiente el derecho de la PD a mantener su estabilidad 
emocional y física en su entorno familiar habitual. La 
Corte subrayó que la jurisprudencia y los tratados inter-
nacionales sobre derechos de personas con discapacidad 
exigen priorizar las mejores condiciones para asegurar 
la estabilidad y el bienestar de la persona, más allá de la 
simple evaluación de capacidades físicas y de vivienda 
de la tutriz.

	— La SCJN coincidió con los agravios de la recurrente al 
resaltar que la PD, a pesar de sus discapacidades, tenía de-
rechos conforme a la CDPD, incluyendo el derecho a de-
cidir con quién desea vivir. Al contrario del Cuarto Tribu-
nal, que enfatizó la idoneidad técnica de la tutriz, la SCJN 
subrayó la necesidad de reconocer y proteger la voluntad 
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de la PD en la medida de sus posibilidades, algo que los 
tribunales inferiores no consideraron debidamente.

	— Aunque el Cuarto Tribunal Colegiado consideró ciertos 
elementos sobre la idoneidad de la tutriz designada, no 
justificó de manera exhaustiva cómo estas consideraciones 
cumplían con los estándares de protección establecidos en 
la normativa internacional sobre los derechos de las PsD; la 
SCJN subrayó que la decisión de designar una tutriz debía 
basarse en un análisis riguroso y fundamentado en la ca-
pacidad para proporcionar un entorno adecuado.

	— En respuesta al agravio de discriminación por edad 
planteado por la recurrente, la SCJN argumentó que la 
consideración de la edad de la madre no debe ser vista 
como discriminatoria, sino como parte de un análisis in-
tegral de las circunstancias particulares que afectaban la 
capacidad de la madre para ejercer la tutela de manera 
adecuada y segura.

	— La SCJN reconoció el argumento de la recurrente so-
bre la histórica guarda y custodia ejercida por la madre 
desde el divorcio en 1992. Aunque el Cuarto Tribunal 
consideró este hecho como irrelevante frente a las nue-
vas circunstancias, la Corte determinó que dicha rela-
ción debía haber sido tomada en cuenta como un factor 
significativo al evaluar el mejor interés de la PD y la ido-
neidad de su madre para seguir en el cargo.

	— La Corte consideró que la aplicación del modelo tradi-
cional de interdicción, sin considerar alternativas menos 
restrictivas y sin otorgar un rol activo a la PD, contrave-
nía los principios de no discriminación establecidos en la 
CDPD. En contraste con el Cuarto Tribunal, la SCJN 
señaló que el trato dado a la PD no reconocía plenamen-
te su derecho a la capacidad jurídica.

	— El alto tribunal revisó la alegación de la recurrente sobre 
la inexistencia de pruebas concluyentes de malos tratos y 
determinó que el tribunal colegiado no había fundamen-
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tado suficientemente por qué mantenía la designación de 
la tutriz en función de tales alegatos; ante la falta de evi-
dencia sólida, no era justificado apartar a la madre de su 
rol de tutriz basado en supuestos sin el adecuado respaldo 
probatorio.

	— La Corte enfatizó que casos como éste debían tratarse a 
partir de un modelo social de discapacidad, garantizan-
do ajustes razonables y el respeto a la voluntad y prefe-
rencias de la PD.

Aunque la quejosa en su demanda de amparo y recurso de 
revisión no se pronunció al respecto, la Primera Sala, por ini-
ciativa propia, decidió analizar la compatibilidad del juicio de 
interdicción con la CDPD, así como con otros tratados interna-
cionales que garantizaban derechos de las PsD. Dicho análisis 
lo hizo a partir del caso concreto de la sentencia, basándose en 
el marco jurídico establecido en el Código Civil del Estado de 
México (en adelante, el CC-EDOMEX) y al CPC-EDOMEX, 
los cuales rigen la figura de interdicción en dicha entidad federa-
tiva. Del CC-EDOMEX se refirió a los artículos: 2.2. a 2.4; 4.229 
al 4.252; 4.256 al 4.260; 4.270 al 4.273; 4.284 al 4.294; 4.297 al 
4.337; del CPC-Edomex examinó los artículos 2.326 y 2.344.1. En 
su análisis, la Corte señaló lo siguiente:

	— El estado de interdicción, conforme a la legislación civil 
del Estado de México, tradicionalmente equiparaba a las 
personas declaradas incapaces con los menores de edad, 
una práctica que la Corte considera incorrecta porque 
implica un enfoque discriminatorio de las personas con 
discapacidad como sujetos plenos de derechos.

	— El juicio de interdicción se inició cuando se pretendía 
declarar incapaz a una PD. La legislación del Estado de 
México, específicamente, el Código de Procedimientos 
Civiles, establece que la discapacidad es considerada 
como una enfermedad que requiere diagnóstico y tra-
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tamiento. Durante el juicio de interdicción, se limitó la 
participación plena de la persona afectada, y una vez 
declarado el estado de interdicción, se nombró un tutor 
y un curador, restringiendo la capacidad de la persona 
para decidir sobre su vida y sobre sus bienes.

	— Según el modelo social y de derechos de la discapacidad, 
las PD debían ser reconocidas como titulares plenos de 
derechos y obligaciones, sin restricciones basadas en su 
discapacidad. El reconocimiento de la capacidad jurídi-
ca implicaba garantizar el ejercicio pleno de derechos 
con los apoyos y salvaguardias necesarios cuando sea re-
querido, en conformidad con la CDPD.

	— La Corte argumentó que el juicio de interdicción impo-
nía restricciones desproporcionadas a la capacidad jurí-
dica de las personas con discapacidad, promoviendo es-
tereotipos negativos y discriminación porque al declarar 
a una persona incapaz, se suprime su capacidad jurídica, 
lo que contradice los principios de igualdad y no discri-
minación.

	— Sobre el punto anterior, la Corte subrayó la diferencia 
entre la capacidad jurídica (capacidad de ser titular y 
ejercer derechos y obligaciones) y la capacidad mental 
(aptitud para tomar decisiones). La legislación civil del 
Estado de México tendía a mezclar ambos conceptos, 
restringiendo la capacidad jurídica con base en una su-
puesta incapacidad mental, lo que es incompatible con 
los derechos humanos; la Corte insistió en que los déficits 
en la capacidad mental no deben utilizarse como justifi-
cación para negar la capacidad jurídica.

	— Conforme al artículo 12 de la CDPD, la Corte enfatizó la 
necesidad de establecer apoyos y salvaguardias adecua-
dos y efectivos para permitir a las personas con discapa-
cidad ejercer su capacidad jurídica. Estos apoyos debían 
respetar los derechos, la voluntad y las preferencias de 
la persona con discapacidad y estar sujetos a revisiones 
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periódicas para evitar conflictos de intereses e influencias 
indebidas.

	— La Primera Sala señaló que el régimen de interdicción 
vigente en el Estado de México vulneraba el derecho de 
las personas con discapacidad a una vida autónoma, in-
dependiente y a ser incluidas en la comunidad. Al im-
poner un modelo de sustitución de voluntad, limitaba la 
capacidad de las personas con discapacidad para tomar 
decisiones tanto sobre su vida diaria como sobre su lugar 
de residencia y sus actividades, negándoles la autonomía 
y control sobre su vida.

	— Se enfatizó que en lugar de interpretar el “interés supe-
rior” de la persona con discapacidad de manera pater-
nalista, se debe respetar la “mejor interpretación posi-
ble de la voluntad y las preferencias” de la persona; esta 
perspectiva respeta la autonomía y libertad personal en 
igualdad de condiciones con las demás personas.

	— Finalmente, la SCJN concluyó que el juicio de interdicción 
y la tutela, tal como estaban regulados en la legislación ci-
vil del Estado de México, eran inconstitucionales e incon-
vencionales. En sus consideraciones, estas instituciones ju-
rídicas contravenían tanto la CDPD como la Convención 
Interamericana para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra las Personas con Discapacidad 
(CIETFDPD), por lo que hacen un llamado a la reforma 
legal de dicha institución jurídica para asegurar el respeto 
pleno de la dignidad, la igualdad y la autonomía de las 
personas con discapacidad.

Del estudio hecho por la Primera Sala sobre las instituciones 
de interdicción y tutela, se estableció para el caso concreto que 
la PD cuenta con capacidad jurídica para ejercer sus derechos, 
entre ellos, el de elegir su lugar de residencia, así como con quién 
vivir. En este sentido, aunque la afectada requiera mayor apoyo 
debido a su discapacidad, esto no justifica ignorar sus deseos, 
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decisiones o derechos. El Estado debía proporcionar los apoyos 
y salvaguardias necesarios para garantizar que su capacidad ju-
rídica sea respetada, así como su voluntad y sus preferencias. En 
consecuencia, el juzgador tenía la obligación de considerar lo 
manifestado por la PD, ya que es un derecho fundamental reco-
nocido en la CDPD.

5. Decisión

Dado las consideraciones de la Primera Sala sobre las cir-
cunstancias del caso concreto y del estudio sobre la inconstitu-
cionalidad e inconvencionalidad del juicio de interdicción y la 
tutela establecidos en la legislación civil señalados, el órgano ju-
risdiccional determinó revocar la sentencia recurrida y devolver 
los autos al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Se-
gundo Circuito, para conceder el amparo solicitado para los si-
guientes efectos:

	— Revocar la sentencia impugnada y ordenar al juez sépti-
mo familiar de Ecatepec, Estado de México, anular todo 
lo realizado en el juicio de interdicción y reorientar el 
caso para establecer las medidas de apoyo necesarias que 
garantizaran a la afectada el pleno ejercicio de su capa-
cidad jurídica, conforme al artículo 12 de la CDPD y las 
directrices de esta resolución.

	— Debía aplicar las normas del proceso no contencioso, 
omitiendo las disposiciones del juicio de interdicción y 
tutela, por no ajustarse al modelo social y de derechos 
humanos establecido por las convenciones mencionadas 
en esta resolución.

	— En este nuevo procedimiento, el juez de primera instan-
cia debería considerar que la afectada es una persona 
mayor de edad con discapacidad múltiple, por lo cual no 
le aplicaba el interés superior del menor, perteneciente 
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a un grupo vulnerable al cual se le debía aplicar el ré-
gimen especial de derechos establecido por la CDPD y 
la Convención Interamericana para la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra las Personas 
con Discapacidad.

6. Hallazgos e impacto de la sentencia en la política 
sobre la discapacidad

Con esta segunda declaratoria de inconstitucionalidad de las 
instituciones de la interdicción y la tutela en el Estado de Mé-
xico, la SCJN asumió un papel mucho más activista en la po-
lítica de la discapacidad, incluso sin mediar tal solicitud en el 
amparo correspondiente. Esto exhibió un papel no sólo activista 
sino intervencionista sobre las legislaturas estatales a las que co-
rrespondía normar la tutela de los adultos con discapacidad e 
implementar las disposiciones de la Convención; esto presagiaba 
una radicalización de la SCJN en materia de reforma y transfor-
mación institucional en materia de discapacidad.

Desde luego, es discutible el posicionamiento de la SCJN de 
examinar la constitucionalidad de esas instituciones cuando no 
se le solicitó en la demanda de amparo correspondiente; una po-
sición menos intervencionista de la Corte en la materia hubie-
se consistido en instruir a los tribunales correspondientes inter-
pretar las instituciones en cuestión con base en las directrices y 
normas de la CDPD, asegurando el derecho de audiencia de la 
persona con discapacidad.

Asimismo, sustituyendo al legislador, trasladó al juez de pri-
mera instancia rehacer todo el procedimiento conforme a las 
normas de la Convención y le dejó a este juzgador toda la res-
ponsabilidad de establecer el MATD y las salvaguardias reque-
ridas para el ejercicio de sus derechos sin existir una legislación 
suficiente sobre estas materias. Esto exhibe la debilidad del Esta-
do mexicano para la implementación de la CDPD, porque a más 
de diez años de su suscripción aún no establecían las institucio-
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nes necesarias para su implementación ni para el reemplazo de 
la interdicción y la tutela de las personas con discapacidad. La 
SCJN presume que su resolución acelerará la construcción de las 
instituciones sustitutas, hechos que no han acontecido hasta el 
día de hoy.

Finalmente, de la lectura de la sentencia se observa una 
discapacidad mayor de la PD, quien nunca promovió acción 
alguna como sí lo hicieron otras personas con discapacidad; 
no obstante esta situación, la SCJN no entró al examen de las 
pruebas científicas presentadas en los juicios correspondientes 
ni se allegó de nuevas pruebas u opiniones expertas, para ob-
tener elementos de convicción sobre el grado de discapacidad 
mental de la persona en cuestión que permitieran al máximo 
tribunal establecer directrices sobre las medidas de apoyo es-
pecíficas, pues al eliminar la tutela la exponía a un estado de 
vulnerabilidad evidente mientras se emitía la nueva resolución. 
Una vez más, la SCJN ignoró nuevamente cualquier valoración 
científica de manera directa; sobre este punto me remito a lo se-
ñalado en el punto anterior sobre la prueba científica.

V. Discapacidad por esquizofrenia 
crónica o permanente

1. Pretensión jurídica y litis

El Amparo Directo en Revisión 8389/2018, la litis giró en torno a 
la constitucionalidad y convencionalidad del régimen de interdic-
ción establecido en los artículos 20, 471, 472, 484, 488, 560 y 569 
del Código Civil del Estado de Aguascalientes (CCEA), así como 
en los artículos 800 a 803 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Aguascalientes (CPCEA). La controversia se originó 
a partir de la declaración del estado de interdicción de una perso-
na con esquizofrenia realizada por el Juez Cuarto de lo Familiar 
del Estado de Aguascalientes, a partir de la solicitud hecha por 
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la hermana del interdicto e impugnada por la excónyuge de este. 
Esta última sostuvo que dicho régimen, al imponer la sustitución 
de la voluntad de la persona con discapacidad por la de un tutor, 
violaba los derechos a la igualdad y no discriminación. La autori-
dad responsable, la Sala Civil del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Aguascalientes, confirmó la interdicción, lo que llevó a 
la SCJN a revisar si estas disposiciones legales eran compatibles 
con el modelo social de discapacidad promovido por la CDPD.

2. Hechos y resolución ante el juez de lo familiar 
de primera instancia

Los hechos del caso comenzaron el 18 de agosto de 2011, 
cuando la hermana del presunto incapaz promovió diligencias 
de jurisdicción voluntaria ante el Juez Cuarto de lo Familiar de 
Aguascalientes para declarar el estado de interdicción de su her-
mano, nacido el 24 de abril de 1951. La promovente argumentó 
que su hermano había recibido atención psiquiátrica desde hacía 
aproximadamente veinticuatro años en la Coordinación Estatal de 
Salud Mental y Adicciones del estado de Aguascalientes, donde 
se le diagnosticó esquizofrenia de larga evolución, por lo cual se 
encontraba en tratamiento con antipsicóticos y anticolinérgicos.

Ante esta solicitud, el juez llamó a la excónyuge e hijos ma-
yores de edad del presunto incapaz para conocer su posición. La 
excónyuge presentó su oposición el 9 de febrero de 2012, pero el 
juez inicialmente la rechazó, considerando que la resolución ya 
había sido dictada; sin embargo, tras un recurso de revocación, 
el juez permitió la oposición al no haberse publicado los edictos 
necesarios para ejecutar la resolución. La hermana solicitante, y 
aparente heredera legítima, promovió una demanda formal el 8 
de agosto de 2013, buscando nuevamente la declaración de esta-
do de interdicción, así como el nombramiento de un tutor y un 
curador definitivos.
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El proceso continuó con el Juez Tercero de lo Familiar de 
Aguascalientes, quien admitió la demanda el 28 de agosto de 2013, 
ordenando emplazar a la excónyuge. Durante el juicio, se realiza-
ron varios procedimientos y se presentaron diferentes oposiciones 
por parte de los familiares del presunto incapaz. Finalmente, en 
una sentencia emitida el 13 de diciembre de 2016, se declaró al 
hermano en estado de interdicción, al considerar que su esquizo-
frenia permanente le impedía tomar decisiones autónomas sobre 
su persona y sobre sus bienes, por lo cual dependía de terceros 
para realizar actos personales o modificatorios de su situación 
jurídica. A partir de esta resolución, la excónyuge interpuso una 
serie de recursos legales resueltos por la Sala Civil del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Aguascalientes, en los cuales se 
confirmó la sentencia de primera instancia.

3. Razonamientos del tribunal colegiado

Ante este panorama y contra la última resolución de la Sala 
Civil del 5 de abril de 2018 que confirmando la declaración de 
interdicción del juez de primera instancia, la quejosa promovió 
un juicio de amparo directo ante el Tercer Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Circuito Judicial. En su demanda de amparo, la 
quejosa expresó los siguientes conceptos de violación:

	— Alegó que los artículos 20, 471, 472, 484, 488, 560 y 569 
del CCEA, así como los artículos 800, 801, 802 y 803 del 
CPCEA, eran contrarios al artículo 1o. de la Constitu-
ción Federal y a los artículos 3o., 5o. y 12 de la CDPD, al 
permitir la sustitución de la voluntad de las personas con 
discapacidad mediante la institución del tutor, limitando 
su capacidad jurídica sin adecuarse al modelo social de 
asistencia en la toma de decisiones.

	— Señaló que los preceptos legales impugnados no estable-
cían de manera expresa el derecho de la persona con 
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discapacidad a ser escuchada durante el proceso de in-
terdicción, ni la obligación del juez de respetar y aca-
tar la voluntad de dicha persona. Tampoco preveían la 
obligación de nombrar peritos de diversas especialidades 
para evaluar la situación de la persona con discapacidad 
de manera integral.

	— La quejosa argumentó que la normativa local era incons-
titucional por no requerir la comprobación de la discapa-
cidad sobre bases científicas adecuadas, como el historial 
médico completo o la evaluación de peritos de diferentes 
disciplinas, lo cual impedía conocer de manera precisa el 
tipo y grado de discapacidad, y las salvaguardias necesa-
rias para proteger a la persona.

	— Consideró que el régimen de interdicción regulado en 
Aguascalientes era contrario a los derechos humanos, 
al seguir un modelo médico-rehabilitador de sustitución 
de la voluntad, en lugar del modelo social de asistencia 
en la toma de decisiones o modelo de apoyos previsto en 
la CDPD.

	— En caso de que los artículos impugnados no fueran de-
clarados inconstitucionales o inconvencionales, solicitó 
se realizara una interpretación conforme del estado de 
interdicción a partir del modelo social y de asistencia en 
la toma de decisiones, siguiendo las directrices estableci-
das en la jurisprudencia de la Primera Sala de la SCJN, 
particularmente en el Amparo en Revisión 159/2013.

El 31 de octubre de 2018 el Tribunal Colegiado concedió el 
amparo, dejó sin efectos la sentencia reclamada y mandó repo-
ner el procedimiento bajo un enfoque de derechos humanos y 
modelo social de discapacidad, lo cual implicaba: escuchar en 
juicio a la persona con discapacidad, y evaluar de nuevo las prue-
bas para determinar si con base en ellas se podía obtener el grado 
de incapacidad del presunto incapaz para la toma de decisiones 
a fin de especificar en qué tipo de actos la persona con discapa-
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cidad goza de plena autonomía en el ejercicio de su capacidad 
jurídica y en qué otros debía intervenir el tutor para otorgarle 
asistencia. El órgano jurisdiccional sustentó su resolución en las 
siguientes consideraciones:

	— El tribunal se basó en lo resuelto por la Primera Sala de 
la SCJN en el Amparo en Revisión 159/2013, donde de-
terminó que la discapacidad debe analizarse conforme 
a los principios de igualdad y no discriminación, bajo el 
modelo social de discapacidad, el cual no consideraba 
la discapacidad como una enfermedad, sino como una 
desventaja causada por barreras sociales que deben eli-
minarse.

	— El tribunal colegiado sostuvo que los artículos impugnados 
del Código Civil y del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Aguascalientes debían ser interpretados de 
conformidad con la CDPD, el cual establecía que las per-
sonas con discapacidad tienen derecho a ejercer su capa-
cidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás, 
garantizando su autonomía, voluntad y preferencias.

	— Señaló que la figura de interdicción, tal como estaba pre-
vista en la legislación del estado, resultaba inconvencio-
nal e inconstitucional, en tanto permitía la sustitución de 
la voluntad de las personas con discapacidad de mane-
ra generalizada y no establecía mecanismos adecuados 
para evaluar las capacidades específicas de la persona o 
definir las medidas de apoyo necesarias.

	— En consecuencia, desde una interpretación conforme a 
los derechos humanos establecidos en la CDPD, el régi-
men de interdicción debía ser entendido no como una 
restricción absoluta de la capacidad jurídica, sino como 
una medida ajustable a las necesidades y capacidades es-
pecíficas de la persona con discapacidad, estableciendo 
apoyos adecuados y salvaguardias para respetar su auto-
nomía y dignidad.
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	— Determinó que, conforme a la CDPD, era obligación del 
juez realizar ajustes razonables durante el procedimiento 
para asegurar que la persona con discapacidad participa-
ra efectivamente, lo que implicaba la necesidad de un 
enfoque flexible y adaptado a cada caso concreto, con-
siderando todas las dimensiones de la discapacidad más 
allá de los aspectos médicos.

Inconforme con la resolución, el 7 de diciembre de 2018, la 
hermana del interdicto, en su calidad de tercera interesada, in-
terpuso un recurso de revisión contra la sentencia de amparo. En 
síntesis, la recurrente formuló los siguientes agravios:

	— Sostuvo que la sentencia recurrida violaba la presunción 
de incapacidad de su hermano, al requerir más prue-
bas para acreditar su discapacidad. Argumentó que las 
pruebas médicas presentadas ya eran suficientes para de-
mostrar la enfermedad mental de su hermano y que la 
solicitud de más pruebas prolongaba innecesariamente 
el proceso.

	— Señaló que la sentencia recurrida vulneraba el principio 
de justicia pronta al ordenar la reposición del procedi-
miento para recabar más pruebas, lo cual había exten-
dido el proceso durante más de siete años, generando 
perjuicio para la salud de su hermano.

	— Argumentó que el tribunal colegiado aplicó incorrecta-
mente el modelo social de discapacidad; la recurrente 
afirmó que la discapacidad de su hermano no es conse-
cuencia de factores sociales, sino de una condición mé-
dica.

	— Agregó que la resolución impugnada desconocía la reali-
dad de la condición de salud de su hermano, quien pade-
cía una esquizofrenia severa e irreversible que le impedía 
tomar decisiones autónomas, situación confirmada en 
diversas ocasiones por médicos especialistas.
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	— Finalmente, afirmó que aplicar el modelo social de disca-
pacidad contenido en la CDPD en su totalidad resultaba 
discriminatorio en este caso específico, al tratar a su her-
mano, con una discapacidad mental grave, como si fuera 
capaz de tomar decisiones por sí mismo, lo que no era 
posible debido a su condición.

4. Razonamientos de la SCJN y determinación

El 9 de enero de 2019, el presidente de la SCJN admitió el 
recurso de revisión y le asignó el número 8389/2018, y, debido 
a la materia especializada del caso, decidió enviarlo a la Primera 
Sala de la SCJN para su trámite. La SCJN aceptó el caso, por 
considerarlo de importancia y trascendencia constitucional, ya 
que el recurso de revisión planteaba la necesidad de resolver si el 
régimen de interdicción regulado por el CCEA era compatible 
con los derechos establecidos en la CDPD, si debía ajustarse o ser 
declarado inconstitucional.

Aunque el recurso fue promovido por la tercera interesada, 
quien inició el juicio de declaración de estado de interdicción, y 
cuyos agravios buscaban que se revocara la sentencia de ampa-
ro para mantener la declaración de interdicción de su hermano 
bajo el MSTD, la Primera Sala consideró que el análisis del re-
curso no debía limitarse únicamente a los agravios presentados. 
En consecuencia, después de dar trámite al asunto, estimar sobre 
su procedencia y la existencia del acto reclamado, la SCJN en su 
estudio de fondo se planteó el siguiente cuestionamiento: ¿El sis-
tema de declaración de estado de interdicción previsto en los ar-
tículos 20, 471, 472, 484, 488, 560 y 569 del CCEA, así como 
800 a 803 del CPCEA, se ajusta al modelo social y de asistencia 
en la toma de decisiones previsto en la CDPD? La Primera Sala 
de la SCJN, en su estudio de fondo del asunto, sustentó su deter-
minación en las siguientes razones:
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	— Determinó que el régimen de interdicción previsto en 
los artículos señalados de la legislación civil del estado de 
Aguascalientes no era compatible con la CPEUM ni con 
la CDPD; consideró que este régimen se fundamentaba 
en un modelo de sustitución de la voluntad que resultaba 
discriminatorio y violaba el derecho a la igualdad y no 
discriminación.

	— La Primera Sala señaló que el modelo de interdicción en 
Aguascalientes seguía un enfoque médico-rehabilitador 
sustitutivo de la voluntad de la persona con discapaci-
dad, incompatible con el modelo social de discapacidad 
consagrado en la CDPD, el cual promovía la asistencia 
y apoyo en la toma de decisiones, y respetaba la autono-
mía y la capacidad jurídica de las personas con discapa-
cidad, lo cual requería que las restricciones fueran las 
mínimas necesarias y proporcionales a las capacidades 
de cada individuo.

	— Consideró que el régimen de interdicción, tal como esta-
ba regulado, no admitía una interpretación conforme a la 
CPEUM y la CDPD; argumentó que la institución de 
la interdicción, basada en la sustitución de la voluntad, 
era contraria a los derechos de igualdad y no discrimi-
nación, y era imposible ajustarla mediante interpreta-
ción para respetar los derechos fundamentales de las 
personas con discapacidad.

	— La Primera Sala concluyó que, en lugar de intentar una 
interpretación conforme, lo procedente era eliminar el 
régimen de interdicción en su forma actual, para estable-
cer un sistema que realmente garantizara los derechos de 
las personas con discapacidad, promoviendo su autono-
mía, la toma de decisiones asistida, los ajustes razonables 
y permitirles ejercer su capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones. Además, la institución de la interdicción re-
forzaba estereotipos y fomentaba la discriminación hacia 
las personas con discapacidad.
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	— El alto tribunal recordó que, conforme a la CDPD, el Es-
tado mexicano tiene la obligación de adaptar su legisla-
ción para asegurar que las personas con discapacidad sean 
reconocidas como personas ante la ley, con capacidad jurí-
dica en igualdad de condiciones, y adoptar las medidas de 
apoyo y salvaguardias para ejercer dicha capacidad.

	— Enfatizó que la legislación y las decisiones judiciales de-
bían respetar la voluntad y las preferencias de las perso-
nas con discapacidad, en lugar de imponer una sustitu-
ción total de su voluntad, salvo en casos excepcionales en 
los que se acreditara de manera rigurosa la necesidad de 
dicha medida, siempre buscando el mayor beneficio y la 
menor restricción posible.

	— Se destacó que la regulación sobre la discapacidad debía 
ser dinámica y permitir ajustes conforme se modificara 
la situación de la persona con discapacidad, promovien-
do un análisis individualizado y flexible ajustable a las 
necesidades específicas de cada caso.

	— La legislación de Aguascalientes confundía la capacidad 
jurídica (derecho de toda persona a ser reconocida como 
sujeto de derechos y obligaciones ante la ley) con la capa-
cidad mental (habilidades cognitivas para entender y to-
mar decisiones); en consecuencia, la capacidad jurídica 
debe ser reconocida a todas las personas, independiente-
mente de su capacidad mental.

	— La capacidad jurídica es un derecho universal e inalie-
nable, garantizado por la CDPD y la CPEUM, lo que 
implicaba el derecho, sin distinción, a tratar a todas las 
personas como iguales ante la ley.

	— Enfatizó la necesidad de adoptar el MATD para respetar 
la voluntad y las preferencias de las personas con dis-
capacidad, en lugar del MSTD, el cual consideraba a 
la persona con discapacidad como susceptible de ayuda 
para tomar decisiones, donde el tutor tomaba en última 
instancia todas estas decisiones.
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	— La sala criticó la visión tradicional de la discapacidad que 
trata a las personas como objetos de cuidado, en lugar 
de reconocerlas como sujetos de derechos. Este enfoque 
asumía que la discapacidad invalidaba completamente 
a la persona y se centraba únicamente en la deficiencia. 
Al promover la sustitución de la voluntad como forma 
de “mitigar” la discapacidad, perpetuaba las barreras y 
actitudes sociales sin cambio alguno.

Por las razones anteriores, la Corte desestimó los agravios de 
la recurrente añadiendo que

	— Consideró inoperantes los argumentos que cuestionaban 
la aplicabilidad del precedente del Amparo en Revisión 
159/2013, y señaló que a diferencia de ese caso, en este 
no correspondía realizar una interpretación conforme 
del procedimiento de interdicción. En su lugar, se debía 
declarar la inconvencionalidad de las disposiciones, y or-
denó su inaplicación. Por lo tanto, la resolución del pre-
sente caso no se basaba en dicho precedente para definir 
los efectos del amparo concedido.

	— Al contrario de lo argumentado por la recurrente, la 
aplicación de la CDPD no requería de una declaración 
judicial previa de discapacidad. Por lo tanto, la CDPD 
se aplica a cualquier persona a quien se atribuya una 
discapacidad, desde el inicio del procedimiento, con los 
ajustes y salvaguardias necesarios en cada caso.

	— La Corte establece que el estado de interdicción regu-
lado en la legislación civil del estado de Aguascalientes 
contravenía el artículo 12 de la CDPD, especialmente su 
párrafo 5, donde se obliga a los Estados parte a garan-
tizar que las PsD tengan, en igualdad de condiciones, el 
derecho a poseer y heredar bienes, controlar sus asuntos 
económicos, acceder a préstamos bancarios, hipotecas y 
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otros créditos financieros, evitando que sean privadas de 
sus bienes de manera arbitraria.

	— La Primera Sala consideró incorrecto el argumento de 
la recurrente sobre la inaplicabilidad de la CDPD a su 
hermano porque su discapacidad no resulta de barreras 
sociales, sino de una enfermedad. Lo anterior porque el 
nuevo modelo afirma que la discapacidad proviene de 
barreras impuestas por la sociedad y no se refiere a un 
hecho comprobable, sino a un modelo teórico que expli-
ca cómo se ha entendido y tratado la discapacidad a lo 
largo de la historia, sin distinguir sus causas específicas o 
fácticas.

	— La Corte también desestimó los agravios referentes a 
la vulneración del principio de justicia pronta al orde-
nar la reposición del procedimiento porque la sentencia 
reclamada y el procedimiento de interdicción del que 
derivaba eran inconvencionales al contradecir los de-
rechos fundamentales de la CDPD; para garantizar la 
prevalencia de estos derechos, era necesario reponer el 
proceso y la sentencia, ajustándolos al contenido de la 
Convención mediante los ajustes razonables detallados 
en la resolución.

5. Decisión

Dado las consideraciones de la Primera Sala sobre las cir-
cunstancias del caso concreto, el análisis de los agravios de la 
recurrente y del estudio sobre la inconstitucionalidad e incon-
vencionalidad del marco jurídico impugnado, la SCJN declaró 
inconstitucionales e inconvencionales los artículos 20, 471, 472, 
484, 488, 560 y 569 del CCEA, así como los artículos 800 a 803 
del CPCEA, por restringir la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad, su derecho a una vida independiente, y cons-
tituir un trato discriminatorio claramente contradictorio a lo es-
tablecidos en la CPEUM y en la CDPD. En consecuencia, el alto 
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tribunal procedía a modificar la sentencia recurrida para que el 
amparo concedido a la quejosa fuera con los siguientes efectos:

	— La autoridad debería anular la sentencia previa y emitir 
una nueva que instruya al juez de primera instancia a co-
menzar el proceso de nuevo. En este nuevo procedimien-
to, era esencial realizar las modificaciones necesarias y 
proporcionar el apoyo requerido para que la persona 
con discapacidad pudiera ejercer su capacidad jurídica 
de forma plena, conforme al artículo 12 de la CDPD y a 
las pautas establecidas en la sentencia de amparo.

	— La solicitud de declaración de estado de interdicción de-
bía cambiarse a un procedimiento donde se establecie-
ran las medidas de apoyo y protección necesarias para 
la persona con discapacidad, quien debía participar di-
rectamente en el juicio y, si así lo prefería, contar con la 
asistencia de una persona de confianza.

	— En el desarrollo y resolución de este nuevo procedimien-
to, el juez dejaría de aplicar los artículos declarados in-
constitucionales e inconvencionales, por no estar alinea-
dos con la CDPD y con la CPEUM.

	— Respecto a las medidas de apoyo, el juez debía tener en 
cuenta las opiniones y necesidades de la persona incapaz, 
permitiendo que sea ésta quien decida qué tipo de apoyo 
necesita. Esto puede incluir, si así lo desea, la elección 
de una o varias personas de su confianza para asistirle 
en diversas tareas, siempre respetando su voluntad y sus 
preferencias personales.

	— Para asegurar el reconocimiento de la capacidad jurídica, 
el juez debía notificar al Consejo Nacional para el De-
sarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 
para que, conforme a la Ley General para la Inclusión 
de las Personas con Discapacidad, facilitara los medios 
necesarios para que el señor pudiera ejercer plenamente 
sus derechos ante la autoridad competente.
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6. Hallazgos e impacto de la sentencia sobre la política 
de la discapacidad

Nuevamente la Corte declara la inconstitucionalidad e in-
convencionalidad de una legislación estatal correspondiente a la 
tutela y a la interdicción, y niega la interpretación conforme de 
estos artículos; al negar aquí la interpretación conforme acepta-
da en los primeros casos, la SCJN exhibe incongruencia con sus 
primeras resoluciones examinadas en esta investigación.

Aunque la decisión de la SCJN puede interpretarse como 
una decisión apegada con la CDPD y con el modelo social pro-
movido por este instrumento internacional, se realiza sin la exis-
tencia de la legislación estatal suficiente para la implementación 
del nuevo modelo de discapacidad. Simplemente se instruye al 
juez de lo familiar, anular la sentencia previa y emitir una nueva 
conforme a las disposiciones de la Convención; solicita al juez 
de lo familiar que desaplique los artículos inconstitucionales e 
inconvencionales e implemente el MATD sin proporcionarle di-
rectriz al respecto.

Nuevamente, la SCJN, vía judicial, abroga las instituciones 
estatales de la interdicción y la tutela sin que la entidad federativa 
hubiera construido el entramado institucional correspondiente 
para el nuevo modelo de apoyos, el cual podría constituirse como 
un acto contra la autonomía federativa en materia civil y fami-
liar. Es interesante observar cómo el máximo tribunal instruye 
al juez de primera instancia para que notifique al Consejo Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad conforme a la LGIPD y facilite los medios necesarios 
para que la PD ejerza plenamente sus derechos ante la autoridad 
competente; sin embargo, por tratarse de una instrucción a un 
órgano administrativo, desconocemos qué medidas haya imple-
mentado ese consejo. Como en los casos anteriores, ignora las 
evidencias científicas contenidas en el juicio de primera instancia 
y las solicitadas por el tribunal colegiado, ni se allega de nuevas 
evidencias científicas.
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Destaca encontrar en la presente sentencia que la SCJN re-
conoce la sustitución total de su voluntad en casos excepcionales, 
y aunque no indica cuáles podrían ser, abre la posibilidad para 
medidas de apoyo, salvaguardias y medidas de ajuste en el caso 
de las PDMS.

Así, el presente caso se refiere a una persona con esquizo-
frenia crónica y permanente. Al respecto, los apoyos y las sal-
vaguardias para las personas con esquizofrenia son de una alta 
complejidad para permitir el acceso a sus derechos. Debe seña-
larse que, las personas con esquizofrenia, comparadas con otras 
personas sin enfermedades mentales, experimentan más amena-
zas, agresiones físicas y victimización, entre otras razones porque 
sus niveles de conciencia para la autodefensa y la autoprotección 
se encuentran debilitados. Diversas investigaciones demostraron, 
por ejemplo, que entre 7.5% al 20.5% de la población sin enfer-
medades mentales experimentó un intento o una agresión física 
consumada en algún momento del estudio, mientras en las per-
sonas con esquizofrenia los porcentajes se duplican o se triplican, 
al pasar del 15.8% al 57.9% de esta población.65

Más grave aún, las personas con esquizofrenia severa es más 
probable que se hagan daño a sí mismas; aproximadamente el 
10% de los esquizofrénicos termina suicidándose, o eluden la 
toma de medicamentos, lo cual multiplica por cuatro el riesgo 
de suicidio.66

Por otra parte, aunque la violencia es poco común entre los 
pacientes con esquizofrenia; sin embargo, existe abundante evi-
dencia empírica que confirma que las personas con este padeci-
miento presentan, proporcionalmente, niveles mayores de agre-

65		 Silver, Eric et al., “Mental Disorder and Violent Victimization in a 
Total Birth Cohort”, American Journal of  Public Health, vol. 95, núm. 11, no-
viembre de 2005, pp. 2015-2021, disponible en: https://doi.org/10.2105/
AJPH.2003.021436.

66		 Arseneault, Louise et al., “Mental Disorders and Violence in a Total Birth 
Cohort: Results from the Dunedin Study”, Archives of  General Psychiatry, vol. 57, 
núm. 10, octubre de 2000, pp. 970-986, disponible en: https://doi.org/10.1001/
archpsyc.57.10.979.



FRANCISCO ALBERTO IBARRA PALAFOX106

sión en comparación con las personas sin enfermedades mentales. 
En consecuencia, la aparición de la violencia constituye un riesgo 
para los cuidadores y los trabajadores sanitarios.

A manera de ejemplo, solamente, ya que la evidencia empí-
rica es vasta respecto sobre la correlación entre esquizofrenia y 
violencia, en seguida muestro los resultados de dos estudios. En 
un estudio nacional en los Estados Unidos con 1,410 pacientes 
con esquizofrenia ubicados en diferentes partes de ese país, du-
rante seis meses se detectó una prevalencia de actos de violencia 
en esa población examinada de 19.1% (casi una quinta parte de 
esa población). Además, 3.6% de los pacientes reportaron ac-
tos de violencia severa o peligrosa, los cuales implicaron actos 
de agresión física y/o el empleo de armas letales, amenazas con 
armas o agresión sexual; en las personas esquizofrénicas los sín-
tomas sicóticos, como las ideaciones de persecución, estuvieron 
asociados con actos de violencia moderada o severa, mientras 
los síntomas de retraimiento social redujeron el riesgo de violen-
cia; también, actos de violencia moderada estuvieron asociados 
con el consumo de sustancias tóxicas, como el alcohol, o facto-
res interpersonales, mientras los actos serios de violencia fueron 
asociados con síntomas sicóticos y depresivos, problemas con la 
historia infantil y la victimización.67

Los resultados anteriores fueron corroborados por un análi-
sis más amplio realizado con base en estudios de la OMS sobre 
las determinantes y los resultados de personas con enfermedades 
mentales severas. En un análisis realizado en centros ubicados en 
diez países donde se observó a 1,017 pacientes con esquizofrenia 
se identificó una incidencia de agresión de 20.6 casos por cada 
cien personas. Examinando las incidencias conforme al nivel de 
desarrollo del país, la incidencia de agresión es tres veces más alta 
en los países en desarrollo con 31.5 casos por cada cien personas, 
mientras en los países desarrollados fue 10.5 casos por cada cien 

67	 	Swanson, Jeffrey W. et al., “A National Study of  Violent Behavior in Per-
sons with Schizophrenia”, Archives of  General Psyquiatry Journal, vol. 63, mayo de 
2006, pp. 400-499, disponible en: https://doi.org/10.1001/archpsyc.63.5.490.
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personas. Los eventos de agresión fueron desencadenados por 
excitación, alucinaciones auditivas, así como problemas con el 
consumo de alcohol. Los países desarrollados objeto del análi-
sis fueron República Checa, Dinamarca, Irlanda, Japón, Reino 
Unido, Estados Unidos y Rusia, y los tres países en vías de desa-
rrollos fueron Colombia, India y Nigeria.68

No obstante la evidencia empírica entre violencia y esquizo-
frenia, la SCJN ignoró cualquier evidencia científica en el cuerpo 
de su resolución que permitiera diseñar un sistema de apoyos y 
salvaguardias conveniente y suficiente para reducir la violencia 
entre las personas con esquizofrenia y, en consecuencia, verse su-
jetos a un proceso penal cuya sentencia condenatoria implicara 
su internamiento en un centro penitenciario, donde los niveles de 
agresión y discriminación contra ellos se magnifican.

VI. Discapacidad por demencia senil o alzhéimer

1. Pretensión jurídica y litis

La pretensión del Amparo Directo en Revisión 1082/2019 se 
centró en la impugnación de la constitucionalidad y convencio-
nalidad del artículo 969 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Jalisco (en adelante CPCJ), que regulaba el procedi-
miento para declarar el estado de interdicción. El caso se originó 
cuando el hijo de la presunta incapaz solicitó la declaración de 
interdicción de su madre debido a un diagnóstico de síndrome 
demencial tipo Alzhéimer. La hija de la presunta incapaz se opuso 
a esta declaración, argumentando que su madre aún conserva-
ba su capacidad para decidir sobre su persona y sus bienes. La 
controversia se agravó cuando la resolución inicial que designó 
al hijo como tutor provisional fue apelada bajo el argumento de 

68		 Volavka, Jan et al., “History of  Violent Behaviour and Schizophrenia in 
Different Cultures”, British Journal of  Psychiatry, vol. 171, julio de 1997, pp. 9-14, 
disponible en: https://doi.org/10.1192/bjp.171.1.9.
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que el artículo mencionado vulneraba derechos fundamentales de 
las PsD, como el derecho a la autodeterminación y a la igualdad, 
protegidos por la CPEUM y la CDPD.

2. Hechos y juicio de primera instancia

El caso se inició el 22 de septiembre de 2017, cuando el hijo 
de una mujer promovió una solicitud de declaratoria de estado de 
interdicción de su madre en la vía de jurisdicción voluntaria ante 
el Juzgado Octavo de lo Familiar del Primer Partido Judicial del 
Estado de Jalisco. En su solicitud, el promovente argumentó que 
su madre padecía síndrome demencial tipo Alzhéimer, lo cual le 
impedía valerse por sí misma. Según el diagnóstico presentado, 
la señora presentaba un cuadro de deterioro de la memoria, al-
teración en la capacidad de registrar, almacenar y evocar infor-
mación, pérdida de contenidos sobre la familia y el pasado, dete-
rioro del pensamiento y el razonamiento, y reducción del flujo de 
ideas. Además, experimentaba dificultad para prestar atención 
a más de un estímulo a la vez, cambiar el foco de atención, y 
requería el auxilio de terceras personas para su cuidado diario, 
incluyendo la administración de medicamentos, el aseo personal 
y la realización de actividades cotidianas.

Por estas razones, el hijo solicitó ser nombrado tutor interino 
y, eventualmente, tutor definitivo de su madre, con el fin de prote-
gerla a ella y a su patrimonio. También solicitó que la petición de 
interdicción se inscribiera en los folios reales del Registro Público 
de la Propiedad del Estado de Jalisco respecto de cinco inmuebles 
propiedad de su madre. El Juzgado Octavo de lo Familiar admitió 
la solicitud y ordenó la realización de varias diligencias para sus-
tentar el procedimiento. Entre éstas se incluyó el nombramiento 
de un médico perito para evaluar la condición de la PD y con-
firmar su condición de salud. Asimismo, se ordenó llamar a sus 
otras hijas al procedimiento para expresar lo que consideraran 
pertinente. También se citó al agente de la Procuraduría Social 
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para intervenir en el proceso, y se fijó una fecha para la audiencia 
donde se entrevistaría a la mujer. Como medida precautoria, se 
dispuso el registro del trámite de interdicción en los folios de sus 
inmuebles en el Registro Público de la Propiedad.

El día de la audiencia, ésta fue suspendida debido a varios 
escritos presentados por una de las hijas de la presunta incapaz. 
En ellos, la mujer promovió un incidente de recusación contra la 
juez a cargo, alegando diversos motivos de impedimento. Adi-
cionalmente, presentó manifestaciones sobre el estado de salud 
de su madre, negando la necesidad de interdicción y afirmando 
que su madre, aunque tenía momentos de confusión por su edad, 
conservaba mayormente su lucidez. También objetó el informe 
médico presentado por su hermano y se opuso a la designación 
de éste como tutor, argumentando que ella era la persona más 
idónea para asumir ese papel. Asimismo, solicitó el levantamien-
to de la medida precautoria sobre los bienes de su madre.

Frente a estas circunstancias, la Juez del Juzgado Octavo de 
lo Familiar desechó el incidente de recusación, pero decidió ex-
cusarse de continuar con el conocimiento del caso, y ordenó que 
los autos fueran remitidos a la oficialía de partes para su turno 
a otro juzgado. Por esta razón, el caso fue turnado al Juzgado 
Noveno de lo Familiar del Primer Partido Judicial del Estado de 
Jalisco, cuyo titular asumió el conocimiento del procedimiento. 
Bajo la nueva juez, el solicitante reiteró su solicitud para celebrar 
una audiencia conforme al artículo 969 del Código de Proce-
dimientos Civiles del Estado de Jalisco. Como parte de las dili-
gencias, el juzgado recibió un dictamen pericial emitido por un 
médico psiquiatra, quien concluyó que la madre del solicitante 
era totalmente incapaz de advertir la trascendencia social, moral 
y legal de sus actos.

El 30 de noviembre de 2017 se llevó a cabo la audiencia de 
reconocimiento médico psiquiátrico ante el Juzgado Noveno. 
Durante la audiencia, la presunta incapaz fue evaluada por el 
mismo médico psiquiatra, quien diagnosticó que presentaba, sín-
drome de demencia senil, también denominado enfermedad de 
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Alzheimer en grado II. A la audiencia también asistió la agen-
te de la Procuraduría Social, quien expresó su opinión sobre el 
caso. Finalmente, la juez, ante la duda sobre la capacidad de la 
mujer, dictó como medida provisional el nombramiento del so-
licitante como tutor provisional, así como un curador interino.

Inconforme con la resolución, la hermana interpuso un re-
curso de apelación ante la Octava Sala del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado de Jalisco. En su apelación, alegó diversas 
violaciones procesales y defendió el derecho de autodetermi-
nación de su madre, cuestionando tanto la declaración de in-
terdicción como el nombramiento de su hermano como tutor 
provisional. El 29 de mayo de 2018, la Octava Sala revocó la re-
solución apelada, determinando que la solicitud de declaratoria 
de estado de interdicción, al haber sido planteada en jurisdic-
ción voluntaria y haberse presentado oposición por parte de la 
hermana, debía ser tratada en un juicio ordinario contencioso. 
No obstante, la Sala ordenó que subsistiera la designación de 
tutor y curador interinos hecha por la juez de origen mientras 
se desarrollaba el juicio ordinario.

3. Juicio de amparo, conceptos de violación, agravios y razonamientos 
de los juzgadores federales

Inconforme con la decisión de la Octava Sala, la misma hija 
de la persona con discapacidad promovió un juicio de amparo 
indirecto ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil 
en el Estado de Jalisco el 12 de junio de 2018. En su demanda 
de amparo, impugnó la constitucionalidad del artículo 969 del 
CPCJ, así como la resolución del 30 de noviembre de 2017 dic-
tada por el Juzgado Noveno de lo Familiar, y la sentencia del 29 
de mayo de 2018 de la Octava Sala, donde se confirmó la desig-
nación de tutor y curador interinos. En su demanda, la quejosa 
formuló los siguientes conceptos de violación:



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 111

	— Argumentó que el artículo 969 del Código de Procedi-
mientos Civiles del Estado de Jalisco, violaba los artículos 
1o. y 4o. de la CPEUM, que protegen el derecho de au-
todeterminación de las personas, el principio pro persona, 
y el principio de máxima protección de los derechos hu-
manos. En su consideración, dicho numeral no es acorde 
con el sistema jurídico mexicano, al ignorar las formali-
dades esenciales del procedimiento y la plena defensa de 
la persona incapaz y los mecanismos para garantizar su 
derecho a oponerse a la interdicción, y ofrecer pruebas.

	— Agregó, independientemente de la inconstitucionalidad 
del artículo 969, que no había elementos suficientes para 
que la juez de origen nombrara un tutor provisional 
para su madre porque la designación de un tutor vulnera 
el derecho de autodeterminación de las personas al limi-
tar sus libertades personales y patrimoniales; además, en 
el caso específico, no existía evidencia concluyente que 
justificara tal nombramiento, porque las respuestas de su 
madre en la audiencia demostraban que mantenía sus 
facultades mentales.

	— La quejosa también señaló que no hubo una declaración 
formal de incapacidad por parte de la juez, lo cual impe-
día el nombramiento de un tutor, y vulneraba el artículo 
975 del CPCJ. Cuestionó que su hermano no era la per-
sona más idónea para desempeñar el cargo, mientras que 
ella sí reunía los requisitos necesarios y era la más apropia-
da para asumir la tutela por lo cual no se habían analiza-
do suficientemente los agravios de su recurso.

El 29 de agosto de 2018 el juez de distrito decidió sobreseer en 
el juicio de amparo en cuanto al acto reclamado consistente en el 
acuerdo dictado por la juez de origen el 30 de noviembre de 2017, 
debido a la cesación de efectos del acto reclamado. Respecto al 
artículo 969 del CPCJ, el juez de Distrito determinó que no era 
inconstitucional, ya que, conforme a su análisis, el precepto no 
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impedía la participación de la persona presuntamente incapaz en 
el procedimiento, y las medidas establecidas eran en protección 
de sus derechos. Finalmente, en cuanto a la resolución del 29 de 
mayo de 2018 que resolvió el recurso de apelación, el juez otorgó 
el amparo a la quejosa, considerando que la Octava Sala no ha-
bía analizado todos los agravios de su recurso, particularmente 
los relativos a la legalidad de la designación del tutor interino y, 
en consecuencia, dejó insubsistente dicha sentencia e instruyó se 
emitiera otra donde analizaran todos los agravios presentados 
por la quejosa.

Inconforme con la sentencia amparo, la quejosa interpuso 
un recurso de revisión ante el Primer Tribunal Colegiado en Ma-
teria Civil del Tercer Circuito. Este recurso fue presentado por la 
quejosa cuestionando la negativa del amparo respecto al artículo 
969 del CPCJ y otros aspectos de la sentencia. Mediante resolu-
ción del 20 de febrero de 2019, el tribunal colegiado estableció 
lo siguiente:

	— Quedó firme el sobreseimiento respecto del acuerdo dic-
tado por la juez natural el 30 de noviembre de 2017.

	— Se reconoció que la quejosa tenía interés jurídico para 
impugnar el artículo 969 del CPCJ y la resolución del 
recurso de apelación, dado su carácter de participante en 
el procedimiento de origen y su intención de controvertir 
la designación de tutor.

	— Se ordenó reponer el procedimiento de amparo para 
efectos de que el juez de distrito nombrara un represen-
tante especial que interviniera en el juicio en representa-
ción de la presunta incapaz porque la controversia versaba 
sobre el estado de interdicción de esta persona y podía 
afectar sus derechos.

Siguiendo la resolución del tribunal colegiado, el caso fue 
remitido al Juzgado Decimoprimero de Distrito en Materias Ad-
ministrativa, Civil y de Trabajo del Estado de Jalisco. Mediante 
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un proveído del 19 de marzo de 2019, el juez de distrito repuso 
el procedimiento conforme a lo indicado por el órgano colegia-
do. Se realizaron las actuaciones necesarias, incluyendo el nom-
bramiento de un representante especial para la presunta incapaz, 
que recayó en una persona del área de Asesoría Jurídica del Ins-
tituto Federal de Defensoría Pública, quien aceptó y protestó el 
cargo, participando activamente en el juicio. El 14 de agosto de 
2019 se celebró una nueva audiencia constitucional en el Juzgado 
Decimoprimero de Distrito. Tras el desahogo de los respectivos 
actos procesales, se emitió una nueva sentencia de amparo el 28 
de agosto de 2019. En esta sentencia, el juez de distrito: a) sobre-
seyó nuevamente en el juicio de amparo respecto a ciertos actos; 
b) negó la protección constitucional a la quejosa en relación con 
la norma legal impugnada (artículo 969 del CPCJ); c) otorgó el 
amparo a la quejosa en cuanto a la resolución del recurso de ape-
lación contra la sentencia del juicio de origen, y ordenó a la Sala 
responsable que analizara los agravios que había omitido en la 
primera revisión.

Inconforme con la nueva sentencia de amparo, la quejosa 
interpuso un segundo recurso de revisión el 9 de septiembre de 
2019. En su recurso, la recurrente formuló los siguientes agra-
vios:

	— Argumentó nuevamente que el artículo 969 del CPCJ era 
inconstitucional, porque, en un procedimiento de juris-
dicción voluntaria, limitaba el derecho de autodetermi-
nación de la persona presuntamente incapaz sin pruebas 
fehacientes o concluyentes, y sin darle la oportunidad 
de ser oída y vencida en juicio. Alegó que esta disposi-
ción transgredía los artículos 8o. y 4o. constitucionales, 
la CDPD, así como los precedentes de la SCJN sobre el 
tema.

	— Señaló que el procedimiento actual permite que cual-
quier persona sea declarada incapaz basándose solo en la 
opinión de un médico, sin asegurar su derecho a la defen-
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sa y la autodeterminación. Insistió en que, para privar a 
una persona de su capacidad de ejercicio, es necesaria la 
existencia de prueba plena. Criticó que la designación de 
un tutor provisional en el procedimiento de interdicción 
se basaba en una simple duda del juez sobre las capa-
cidades mentales de la persona, lo cual, según ella, era 
insuficiente y contrario a los derechos consagrados en la 
Constitución y en la CDPD.

	— También argumentó que no se analizaron todos los agra-
vios planteados en su recurso de apelación, especialmen-
te aquellos relativos a la legalidad de la designación del 
tutor, lo que representa una violación a los principios de 
exhaustividad y congruencia.

	— Finalmente, manifestó que el juzgado de distrito come-
tió errores al aplicar el derecho, al declarar constitucio-
nal el artículo 969 del CPCJ y al negar la protección 
solicitada. Argumentó que el juez de Distrito no tomó 
en cuenta los criterios establecidos por la SCJN y las 
normas internacionales que protegían a las personas 
con discapacidad.

Este recurso fue admitido a trámite por la presidenta del Pri-
mer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito me-
diante proveído del 20 de septiembre de 2019. Finalmente, el 7 de 
noviembre de 2019, el tribunal colegiado resolvió remitir el caso 
a la SCJN para que esta se pronunciara sobre la inconstituciona-
lidad del artículo 969 del CPCJ y porque implicaba un análisis de 
los derechos humanos de acuerdo con la CDPD.

El 14 de enero de 2020, el ministro presidente de la SCJN 
tuvo por recibido el recurso de revisión y los autos del juicio de 
amparo indirecto, radicó el expediente como Amparo en Revi-
sión 1082/2019, determinando que procedía asumir la compe-
tencia originaria de la Suprema Corte y se radicó en la Primera 
Sala.
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4. Razonamientos de la SCJN y determinación

Después de dar trámite al asunto, estimar su oportunidad, 
procedencia y determinar la existencia del acto reclamado, la 
Primera Sala de la SCJN, en su sentencia, sustentó su determina-
ción en las siguientes razones:

	— La Primera Sala argumentó que todas las personas, in-
cluidas aquellas con problemas de salud mental, deben 
ser consideradas capaces de decidir legalmente sobre sí 
mismas y sobre sus bienes, proporcionando a estas perso-
nas el apoyo necesario para expresar sus deseos y decisio-
nes, en lugar de sustituir su voluntad mediante la desig-
nación de un tutor. Este argumento se fundamentó en los 
artículos 2 y 9 de la CDPD, que protegen el derecho a la 
autonomía y la autodeterminación de todas las personas.

	— La Sala consideró que el artículo 969 del CPCJ es incons-
titucional e inconvencional, porque permitía que un juez 
declarara a una persona incapaz y se designara un tutor 
sin garantizar las debidas formalidades procesales, como 
la audiencia y la defensa adecuadas de la persona afec-
tada. En su consideración, esta norma viola los derechos 
humanos de autodeterminación, igualdad y no discrimi-
nación establecidos en la CPEUM y en la CDPD.

	— Las personas con discapacidad deben contar con garan-
tías procesales adecuadas que incluyan su derecho a ser 
oídas y a participar plenamente en el procedimiento de 
interdicción. Además, estableció que estas personas de-
ben tener la oportunidad de designar a alguien de su con-
fianza para que las asista durante el procedimiento. En 
este sentido, la Sala declaró que el proceso actual con-
templado por el artículo 969 del CPCJ no proporcionaba 
estas garantías y, por lo tanto, no era conforme con los 
principios constitucionales y convencionales.
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	— La Corte, en su resolución, distinguió entre capacidad 
jurídica y capacidad mental, al afirmar que la primera 
es el reconocimiento legal que todas las personas tienen 
para ser titulares de derechos y obligaciones y ejercerlos 
por sí mismas, mientras que la segunda se refiere a las 
habilidades cognitivas de una persona para comprender y 
tomar decisiones. La Corte enfatizó que, aunque una per-
sona pueda tener limitada su capacidad mental debido a 
alguna discapacidad, ello no implica que pierda automá-
ticamente su capacidad jurídica. Este principio se funda-
menta en la CDPD, la cual establece que todas las perso-
nas, independientemente de su capacidad mental, tienen 
derecho a la plena capacidad jurídica, y deben recibir los 
apoyos necesarios para ejercerla de manera efectiva.

	— Subrayó su precedente contenido en el Amparo en Re-
visión 159/2013, donde la Primera Sala destacó la obli-
gación de las autoridades, de proporcionar apoyos ade-
cuados para que las personas con discapacidad pudieran 
ejercer su derecho a la autodeterminación.

	— La Primera Sala decidió que la resolución de la Octava 
Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalis-
co, donde se mantuvo la designación de un tutor y curador 
provisionales, debía ser modificada. La Corte concluyó 
que se violó el derecho de autodeterminación de la pre-
sunta incapaz, al no haber sido escuchada adecuadamen-
te ni haberse demostrado plenamente su incapacidad para 
gestionar su persona y sus bienes. Ordenó dejar sin efectos 
la resolución de la Octava Sala y ordenó se dictara una 
nueva, tomando en cuenta todos los agravios presentados 
por la quejosa y garantizando los derechos de su madre.

	— La Corte señaló que los apoyos necesarios para la perso-
na presuntamente incapaz, debían incluir medidas que le 
permitieran participar plenamente en las decisiones sobre 
su vida y su patrimonio, como asistencia de personas de 
su confianza o mecanismos que faciliten su comunicación 
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y comprensión. En cuanto a las salvaguardias, la Corte 
destaca que estas deben asegurar que los apoyos brin-
dados no resulten en la sustitución de su voluntad, sino 
que respeten su autonomía y sus deseos. Así, se estableció 
que en lugar de declarar la incapacidad de la persona 
y nombrar un tutor, el procedimiento debe enfocarse en 
proporcionar los apoyos adecuados para ejercer su capa-
cidad jurídica.

5. Decisión

Dado las consideraciones de la Primera Sala sobre las cir-
cunstancias del caso concreto y del estudio sobre la inconstitu-
cionalidad e inconvencionalidad del marco jurídico impugna-
do, la SCJN amparó y protegió a la quejosa para los siguientes 
efectos:

	— Declaró la Inconstitucionalidad del artículo 969 del 
CDPD por las razones señaladas arriba.

	— Anuló la resolución de la Octava Sala del Supremo Tri-
bunal de Justicia del Estado de Jalisco y le ordenó emitir 
una nueva resolución donde analizara todos los agravios 
formulados por la quejosa, considerando los derechos 
de la persona presuntamente incapaz y aplicando los 
principios establecidos por la SCJN sobre apoyos y sal-
vaguardias.

	— Provisión de apoyos y salvaguardias adecuados para 
la persona con discapacidad. Se instruyó que, en lu-
gar de declarar la incapacidad y nombrar un tutor, se 
proveyeran los apoyos necesarios para que la persona 
presuntamente incapaz pudiera participar de manera 
efectiva en el procedimiento, garantizando su derecho 
a la autonomía y autodeterminación con salvaguardias 
adecuadas.
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6. Hallazgos e impacto de la sentencia sobre 
la política de la discapacidad

La declaración de inconstitucionalidad del artículo 969 del 
CPCJ era una de las disposiciones más importantes del proce-
dimiento de interdicción del estado de Jalisco, al disponer, entre 
otros aspectos, que para la declaratoria de interdicción de perso-
nas mayores de edad el juez debía, asistido de un perito, entre-
vistar a la persona con discapacidad, y si encontraba elementos 
suficientes de incapacidad, se facultaba al juez para nombrar tu-
tor y curador interinos, habilitando al primero para administrar 
los bienes.

Abrogada esta única disposición, era imposible el juicio de 
interdicción en el estado de Jalisco, consumándose de esta manera 
la declaración de nulidad en una entidad federativa más. Como 
en los casos de las anteriores entidades (Ciudad de México, Esta-
do de México y Aguascalientes), donde ordenaba a los tribunales 
locales a emitir una nueva sentencia, aquí fue el turno de Jalisco. 
Aunque la sentencia hizo énfasis en la necesidad de brindar los 
apoyos y otorgar las salvaguardias correspondientes, no estableció 
directrices para la implementación del nuevo modelo.

Deteniéndome en los hechos de la presente controversia, el 
caso reviste importancia, por tratarse de la principal demencia 
de los adultos mayores, el alzhéimer, la cual comprende aproxi-
madamente el 60% de todos los casos de personas con algún tipo 
de demencia senil, y es una enfermedad crónico degenerativa 
que en estados avanzados genera la total dependencia de una 
persona para la realización de sus actividades básicas.69 Nueva-
mente, la SCJN ignoró los peritajes o evidencias científicas que 
obraban en el expediente del juicio de primera instancia, y dejó 
sin tutor ni persona de apoyo a la mujer previamente declarada 
incapaz. Por la gravedad de la enfermedad, el máximo tribunal 

69		 Véase capítulo sexto “La demencia y sus determinantes”. Estudio de caso: 
Demencia.
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pudo designar una persona de apoyo, porque durante el tiempo 
que se tardara en dictar una nueva resolución, la persona con 
discapacidad quedaba sin ningún tipo de asistencia en caso de 
necesitarla. Asimismo, correspondía al máximo tribunal, estable-
cer las bases del MATD al abrogar las instituciones estatales pre-
existentes de tutela e interdicción.

VII. Discapacidad por enfermedad mental  
permanente, crónica e irreversible

1. Pretensión jurídica y litis

En el amparo directo 4/2021, la SCJN revisó una sentencia dic-
tada por la Cuarta Sala Familiar del Tribunal Superior de Justicia 
de la Ciudad de México. La cuestión principal en este asunto fue 
la petición de una persona declarada previamente en estado de 
interdicción debido a una discapacidad mental, para retirarle este 
estado.

2. Hechos y juicio de primera instancia

El 5 de julio de 2013, en vía de jurisdicción voluntaria, dos 
familiares solicitaron que se declarara en estado de interdicción 
a una persona de 31 años (en adelante “la persona con disca-
pacidad”, PD), y se le designara un tutor o tutora. Después de 
la respectiva revisión, los médicos especialistas señalaron que el 
estado de salud mental de la persona con discapacidad lo inca-
pacitaba para los actos de su vida social y jurídica, al padecer 
una enfermedad mental permanente, crónica e irreversible (no 
se especificó en la sentencia el nombre de la enfermedad mental), 
recomendando que estuviera bajo el cuidado y supervisión de su 
familia, pues podría involucrarse en algún hecho ilícito; además, 
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debía seguir puntualmente su atención médica y tomar los medi-
camentos prescritos.

El 18 de marzo de 2014, el juez décimo cuarto de lo Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia del entonces Distrito Federal 
declaró el estado de interdicción. En la sentencia, el juez designó 
como tutriz definitiva a la madre de la PD, y como curador a la 
pareja de la tutriz. Posteriormente, el 13 de septiembre de 2017, 
junto con dos personas cuya identidad se omitió en la sentencia, 
la PD promovió un procedimiento oral familiar para solicitar el 
cese del estado de interdicción.

En la demanda correspondiente, la PD señaló que su con-
dición de salud de 2015 en adelante evolucionaba hacia a un 
diagnóstico clínico favorable. También refirió que las razones 
que motivaron a él y a su familia para solicitar la declaración del 
estado de interdicción estuvieron ligadas al interés de obtener un 
apoyo económico como PD, por parte del Sistema para el Desa-
rrollo Integral de la Familia del Distrito Federal (en adelante el 
DIF). Al respecto, agregó, fue personal de esa institución quien le 
comentó que para obtener el apoyo sería más fácil si contaba con 
la declaratoria judicial del estado de interdicción; no obstante, 
nadie le informó con certeza el impacto de esto en su vida.

Después de un análisis a fondo, apoyado por un equipo mul-
tidisciplinario, la PD se percató de que el estado de interdicción 
era una barrera para el ejercicio libre de sus derechos, pues antes 
llevaba una vida independiente, y después de la declaratoria de 
interdicción su libertad está coartada, al no permitírsele realizar 
por sí mismo diversas acciones elementales, como recibir sala-
rios, darse de alta en instituciones de seguridad social, comprar 
un auto, abrir una cuenta bancaria, contraer matrimonio, for-
mar una familia, elegir la institución de salud donde quiera tra-
tarse y el tipo de tratamiento a seguir, etcétera.

De manera particular, el quejoso manifestó vivir con inde-
pendencia y responsabilidad en varios aspectos de su vida, como 
desplazarse por la ciudad, apoyar a su madre a vender, acudir a 
sus citas médicas y tomar su medicamento, entre otros. Señaló 
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incluso haber buscado empleo en el área de ventas, pero sin éxi-
to, ya que el estado de interdicción le impedía firmar un contrato 
de trabajo, abrir una cuenta de depósito, e inscribirse en un segu-
ro médico. Afirmó también que los empleadores, y las personas 
en general, asociaban el estado de interdicción con su capacidad 
mental, creyéndolo incapaz de hacer las cosas correctamente. Fi-
nalmente, era su deseo de vivir en otra entidad federativa, situa-
ción que tampoco podía realizar.

En el escrito inicial solicitó de manera puntal que para de-
terminar el cese del estado de interdicción se le aplicaran las dis-
posiciones de la CDPD. Además, solicitó que se le reconociera 
plenamente su capacidad jurídica y la instauración de un sistema 
de apoyos adecuados a su realidad y conforme a su voluntad para 
vencer las barreras que enfrenta en el desarrollo de su vida y el 
ejercicio pleno de sus derechos. Por tanto, pidió la inaplicación 
de la legislación civil de la Ciudad de México en materia de in-
terdicción, por estimarla incompatible con la CDPD, al no per-
mitirle vivir en forma autónoma y decidir sobre su vida.

El órgano jurisdiccional que admitió a trámite el asunto fue 
el juez segundo de Proceso Oral Familiar del Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de México. El juez, con fundamento en 
el artículo 467 del CCDF y en el artículo 905 del CPCDF, desig-
nó a dos médicos alienistas para que realizaran la revisión mé-
dica. Posteriormente, el 17 de enero de 2019, el órgano judicial 
dictó la sentencia en el procedimiento oral familiar, en la que de-
claró el cese del estado de interdicción, al considerar que se ha-
bía acreditado fehacientemente el cambio de circunstancias que 
dieron lugar a declarar a la persona con discapacidad como in-
capaz. El juez sustentó su decisión en los siguientes argumentos:

	— La consideración de las pruebas periciales actualizadas, 
las cuales reflejaban una mejora significativa en su con-
dición psicosocial. Estas pruebas incluían evaluaciones 
médicas y psicológicas concluyentes sobre el desarro-
llo de un nivel de capacidad suficiente para entender y 



FRANCISCO ALBERTO IBARRA PALAFOX122

gestionar sus decisiones personales y patrimoniales. Se 
determinó que había adquirido un grado de autonomía 
suficiente como para participar plenamente en la vida 
social y económica, justificando así el levantamiento del 
estado de interdicción.

	— Se destacó la importancia de proteger los derechos fun-
damentales del quejoso, en particular su derecho a la 
autonomía personal. La sentencia subrayó que toda per-
sona tiene derecho a ser tratada con dignidad y a ejercer 
sus derechos en igualdad de condiciones, independiente-
mente de su condición de salud. Por lo tanto, mantener 
la interdicción sin una necesidad justificada constituiría 
una violación a los derechos humanos de la afectada, 
especialmente al derecho a la igualdad y a la no discri-
minación. El juez consideró que las medidas restrictivas 
únicamente deben aplicarse cuando sean absolutamente 
necesarias y proporcionadas, lo cual no era el caso dada 
la evolución favorable de la situación de ella.

	— El juez consideró que, en vista de las nuevas pruebas y 
circunstancias, la interdicción ya no era una medida ne-
cesaria ni adecuada para la protección de la quejosa.

3. Juicio de apelación ante la sala de lo familiar

La sentencia fue impugnada por la madre ante la Cuarta Sala 
Familiar del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Méxi-
co. La parte solicitante, por conducto de su abogada y la agente 
del Ministerio Público adscrita al juzgado, argumentaron que la 
decisión del juez de primera instancia era incorrecta, porque las 
condiciones para levantar la interdicción no se habían cumplido 
adecuadamente. La Cuarta Sala resolvió el recurso de apelación 
con la sentencia dictada el 30 de septiembre de 2019, decidiendo 
revocar la sentencia del juez de primera instancia, y restablecer 
el estado de interdicción de la quejosa. La Sala argumentó lo 
siguiente:
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	— No debió declararse el cese del estado de interdicción ni 
la terminación de la tutela, porque la discapacidad del 
solicitante no había desaparecido, y su condición mental 
era crónica e irreversible; sin embargo, se reconocía la 
plena capacidad jurídica de la persona con discapacidad.

	— Conforme al Catálogo Maestro de Guías de Práctica Clí-
nica SSA-222-09 del Consejo de Salubridad General del 
Gobierno Federal, la discapacidad de la quejosa (se omite 
de cuál se trata) era una condición compleja y una de las 
enfermedades mentales más incapacitantes, la cual afec-
ta la capacidad de la persona para pensar claramente, 
controlar sus emociones, tomar decisiones o relacionarse 
con los demás. Se caracteriza por diversos síntomas que 
afectan múltiples procesos psicológicos (se describieron 
en la sentencia), así como aptitudes cognoscitivas como 
la memoria, la atención, la concentración y la capacidad 
de abstracción; se trata de una condición que no desapa-
rece y sólo es susceptible de controlarse. En consecuen-
cia, la Sala daba la razón a la representante social para 
no considerar procedente la acción de levantamiento de 
estado de interdicción, “pues era inverosímil tener por 
acreditado que ha desaparecido la incapacidad del solici-
tante”, y procedió a modificar la sentencia del juez de lo 
familiar y por acreditarse la acción.

	— Sin perjuicio de lo anterior, se debía conceder al solici-
tante los apoyos, ajustes razonables y salvaguardias ne-
cesarias sin que estas se entendieran como medidas dis-
criminatorias. Para tal efecto, se le nombró un sistema 
de apoyos integrado por un equipo de tres personas, la 
madre, un licenciado en derecho y una psicóloga.

4. Juicio de amparo directo

Ante tal determinación, la PD promovió un amparo directo 
contra la sentencia de la Cuarta Sala, argumentando que la re-
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solución violaba sus derechos fundamentales, específicamente su 
derecho a la capacidad jurídica y a la igualdad. Su demanda la 
sustentó en los artículos 1o., 4o., 14, 16 y 17 de la CPEUM; 3o., 
21 y 22 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(en adelante CADH); 4 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, así como en los artículos 2o., 3o., 5o., 12 y 13 de 
la CDPD. En los conceptos de violación de su demanda de am-
paro, la PD argumentó lo siguiente:

	— El quejoso sostiene que la legislación civil de la CDMX 
que regula el estado de interdicción, es inconstitucional. 
Expresamente señaló los artículos 23, 450, fracción II, 
462, 466, 467 y 635 del CCDF, así como los artículos 
902, 904 y 905 del CPCDF. Consideró que dichas dispo-
siciones vulneraban múltiples derechos de las personas 
con discapacidad como son: el derecho al pleno reco-
nocimiento de la personalidad y capacidad jurídica, en 
igualdad de condiciones con las demás personas; el de-
recho a la igualdad y no discriminación; el derecho a la 
propiedad, el derecho al trabajo; la libertad de despla-
zamiento, de contratación y de procreación; el derecho 
a elegir el lugar de residencia, dónde y con quién vivir, 
a salir de cualquier país incluido el propio y a vivir de 
forma independiente y en la comunidad; además, trans-
gredía los derechos a la seguridad jurídica y a la debida 
fundamentación.

	— La sentencia reclamada presenta incongruencias, lo que 
contraviene al artículo 17 constitucional. Lo anterior, 
porque, por un lado, la Cuarta Sala consideró que no se 
había acreditado la acción de cese de estado de interdic-
ción debido a que la tutela no se podía extinguir por pre-
valecer la discapacidad. Pero, por otro lado, reconoció 
su capacidad jurídica en igualdad de circunstancias con 
las demás personas, señalando que quedaba libre de cual-
quier tutela y curatela, designándole un equipo de apoyo 
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para la toma de sus decisiones; de modo que no sabe con 
certeza si cesó o no el estado de interdicción.

	— El quejoso sostiene que los artículos 467 del CCDF y 
905 del CPCDF, aplicados al procedimiento de cese de 
estado de interdicción, son discriminatorios y violatorios 
del derecho a la capacidad jurídica en igualdad de cir-
cunstancias, por requerir la certificación de dos médicos 
o psicólogos para decidir sobre el cese de la interdicción, 
es estigmatizante contra su persona. Por lo tanto, asociar 
la capacidad jurídica con el estado de salud o la capa-
cidad mental de una persona es discriminatorio, de ahí 
que no se debieron considerar las pruebas médicas para 
determinar el cese del estado de interdicción.

La demanda de amparo fue admitida a trámite por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito judicial 
el 27 de noviembre de 2019. No obstante, el 18 de febrero de 
2020, la PD, por conducto de su autorizada, solicitó a la SCJN 
ejercer su facultad de atracción para conocer del juicio de am-
paro directo referido. El 12 de abril de 2021, ante la falta de 
legitimación del promovente, el presidente de la Corte ordenó 
someter el asunto a la consideración de las ministras y ministros 
de la Primera Sala.

5. Razonamientos de la SCJN y determinación

La Primera Sala de la SCJN, en su estudio de fondo del asun-
to, sustentó su resolución en las siguientes razones:

	— En diversos precedentes, la Primera Sala estableció que, 
en el modelo social de discapacidad, la prioridad es la 
dignidad de las personas. Al respecto, el instrumento 
jurídico que se considera como el paradigma normati-
vo del modelo social y de derechos es la CDPD. Con 
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la aprobación e implementación de este instrumento se 
abandonó la consideración de la persona con discapaci-
dad como objeto de políticas asistenciales o programas 
de beneficencia y se reconoció su personalidad, su ca-
pacidad jurídica y su condición como sujeto de derecho.

	— Por lo tanto, todo ordenamiento jurídico debía reconocer 
que las personas con discapacidad son sujetos de dere-
chos con plena personalidad jurídica en igualdad de con-
diciones que las demás personas.

	— Siguiendo el modelo de la Convención, para la SCJN la 
discapacidad debía ser considerada como una desventaja 
causada por las barreras que la organización social ge-
nera, al no atender de manera adecuada las necesidades 
de las personas con discapacidad. Ninguna discapacidad 
debe ser entendida como una enfermedad.

	— La Primera Sala señaló que la regulación jurídica in-
ternacional y nacional sobre personas con discapacidad 
tenía como última finalidad evitar la discriminación y 
propiciar la inclusión. Por lo tanto, el análisis de toda 
normativa que aborde el tema de las personas con dis-
capacidad debía hacerse siempre desde la perspectiva de 
los principios de igualdad y no discriminación.

	— Después del análisis de los artículos impugnados por la 
quejosa, a Corte concluyó que la figura del estado de 
interdicción era contraria a la CDPD, no admitiendo in-
terpretación conforme, al ser violatoria del derecho a la 
igualdad y no discriminación, entre otros derechos. El 
régimen de interdicción establecido en la legislación ci-
vil de la CDMX realizaba una distinción indebida (por 
discapacidad) contraria a lo dispuesto en el artículo 1o. 
constitucional y a los artículos 5o. y 12 de la CDPD.

	— Históricamente, el estado de interdicción ha tenido como 
finalidad la protección de las personas con discapacidad, 
lo cual es una finalidad constitucionalmente válida. No 
obstante esta protección, el estado de interdicción parte 
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de una premisa de sustitución de la voluntad del interdic-
to, siendo paternalista y asistencialista, pues al designár-
sele un tutor no busca que la persona con discapacidad 
adopte sus decisiones, si no que se centra en la emisión 
de un dictamen emitido por un médico alienista, quien 
declara sobre las deficiencias de la persona y justifica la 
privación de su capacidad jurídica.

	— Por lo tanto, a juicio de la Corte, la figura del estado 
de interdicción era una restricción desproporcionada 
al derecho a la capacidad jurídica, y representaba una 
injerencia indebida, no era armonizable con la CDPD. 
Esta desproporción se observaba, entre otros aspectos, 
en la repercusión que tiene sobre otros derechos, como: 
el acceso a la justicia, la igualdad y no discriminación, 
el debido proceso, el derecho de audiencia, a una vida 
independiente, a la privacidad; el derecho a la libertad 
de expresión, el derecho a la participación e inclusión en 
la sociedad, entre otros.

	— Para la Corte, la supresión de la capacidad jurídica, cen-
tral en el estado de interdicción, supone una sustitución 
completa de la voluntad de la persona con discapacidad. 
Por lo tanto, la figura de interdicción representa el más 
claro ejemplo del modelo de sustitución de la voluntad.

	— El alto tribunal añadió que artículo 12 de la CDPD no 
permitía negar la capacidad jurídica basándose en la 
discapacidad, pues esto era discriminatorio. En su lugar 
exigía que se proporcionara el apoyo necesario para su 
ejercicio. Este aspecto era medular, porque implicaba 
un correcto entendimiento de la discapacidad: como 
una interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras sociales. De este modo, negar o limitar la ca-
pacidad jurídica vulneraba el derecho reconocimiento 
como persona ante la ley, y constituía una violación de 
los artículos 5 y 12 de la CDPD, así como al artículo 1o. 
constitucional.
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	— Se señala que el sistema de apoyos es una obligación del 
Estado derivada del artículo 12.3 de la CDPD. Confor-
me a dicho instrumento, los apoyos deben enfocarse en 
facilitar la expresión de una voluntad libre y auténtica, 
y hacen referencia a todas aquellas medidas necesarias 
para ayudar a la persona con discapacidad, en general, 
a ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condicio-
nes que las demás personas, así como los demás derechos 
consagrados en la Convención.

	— De esta forma, el sistema de apoyos debe diseñarse a par-
tir de las necesidades y circunstancias concretas de cada 
persona. Puede estar conformado por una persona, un 
familiar, profesionales en la materia, objetos, instrumen-
tos, productos, y, en general, cualquier otra ayuda que fa-
cilite el ejercicio pleno de los derechos de las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones que las demás.

	— La Corte concedió razón a la PD al señalar que la autori-
dad responsable no debió aplicar las disposiciones legales 
que regulaban el estado de interdicción en la sentencia 
impugnada. En su lugar, debió ejercer sus facultades de 
control difuso para advertir la inconstitucionalidad de di-
chas normas y, en consecuencia, inaplicarlas, priorizan-
do la aplicación directa de la CDPD, tal como lo solicitó 
en su demanda inicial.

6. Decisión

Con base en lo expuesto, la Corte declaró la inconstitucio-
nalidad e inconvencionalidad de las normas cuestionadas por la 
quejosa, y determinó su inaplicación a su esfera jurídica. Por lo 
tanto, la SCJN otorgó el amparo y protección de la justicia fede-
ral al quejoso, y solicitó a la sala responsable dejar sin efectos la 
sentencia reclamada y emitir una nueva, donde se atendiera lo 
siguiente:
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	— Interpretar y aplicar el artículo 94 del CPCDF, a efecto 
de modificar los elementos de la acción de cese del esta-
do de interdicción.

	— Proceder a la inaplicación del resto de las normas del 
sistema de interdicción de CCDF y del CPCDF, en par-
ticular las que la Corte declaró inconstitucionales e in-
convencionales, y aplicar directamente el artículo 12 de 
la CDPD.

	— Asegurarse de que en la nueva sentencia quedara claro 
que el reconocimiento de la capacidad jurídica no de-
pendía ni estaba condicionado o supeditado a que la PD 
mantuviera el control de su condición de salud mental a 
través del seguimiento de la medicación o tratamientos 
médicos correspondientes.

	— Antes de emitir su sentencia, la Sala responsable debe-
ría escuchar al quejoso a través de una entrevista, donde 
estuviera acompañado por sus personas de apoyo. El ob-
jetivo de esta entrevista era que el interesado expresara 
su voluntad y sus preferencias sobre las funciones que 
desempeñarían dichas personas en el apoyo para la toma 
de decisiones en el ejercicio de su capacidad jurídica, así 
como sobre las salvaguardias que se habrían de estable-
cer para garantizar el correcto funcionamiento de ese 
apoyo.

	— Era innecesario establecer como función de la madre de 
la persona con discapacidad estar pendiente de conti-
nuar con su tratamiento médico y ayudarlo a recordar la 
toma de sus medicamentos.

	— Era innecesario establecer como “salvaguardia” o bajo 
cualquier otra denominación, la medida relativa a la pre-
sentación de informes mensuales sobre el estado de salud 
mental del reclamante por parte de alguna institución 
de salud.

	— La Sala debería garantizar que la declaración de esta-
do de interdicción dejara de tener efectos en la vida del 
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quejoso. Por lo tanto, debería reiterar su determinación 
de informar al director general del registro civil sobre el 
cese del estado de interdicción, para ordenar la cance-
lación de la inscripción de esa resolución emitida por el 
juez familiar.

	— Debería informar al quejoso que tenía derecho a re-
cibir orientación, asesoría y patrocinio por parte de la 
Defensoría Pública del Distrito Federal, a través de sus 
unidades especializadas para la atención y asesoría jurí-
dica de personas con discapacidad, incluso para deter-
minar si quería recibir asesoría de esa institución para 
efectos del establecimiento de su sistema de apoyos y 
salvaguardias.

7. Hallazgos e impacto de la sentencia sobre la política 
de la discapacidad

Como se señaló en los apartados anteriores, la SCJN de-
claró la inconstitucionalidad de los artículos relativos a la juris-
dicción de cuatro entidades federativas y con el presente caso 
sentó seis jurisprudencias por precedente obligatoria para todos 
los tribunales federales de las entidades federativas en materia 
de interdicción, con la pretensión de abrogar por vía legislati-
va a estas instituciones. La intención de que las jurisprudencias 
por precedente sean obligatorias en todas las entidades federati-
vas expresan la radicalidad de la SCJN en esta materia, ya que 
con ella pretendía extinguir la interdicción y la tutela en todas 
las entidades federativas. Sin embargo, debe destacarse que la 
jurisprudencia por precedente, figura proveniente del derecho 
angloamericano, sólo es obligatoria para casos iguales, lo cual 
es imposible que se actualice el presente caso, por tratarse de 
discapacidades diferentes. En efecto, los hechos ante los cuales 
se enfrentó la SCJN son diferentes a los examinados en los otros 
amparos en revisión.
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Por ejemplo, no puede medirse con el mismo parámetro a 
una persona discapacitada de 31 años, cuya evolución de su esta-
do de salud mental es favorable, al caso de una mujer mayor de 
sesenta años que padece alzhéimer en nivel II (amparo directo en 
revisión 1082/2019) examinado en el numeral anterior, porque 
aquí se trata de una enfermedad crónica, degenerativa e incura-
ble que puede llegar a producir la dependencia total de la perso-
na. Sin embargo, la SCJN parece ignorar que la doctrina sobre 
la obligatoriedad de la jurisprudencia por precedente requiere 
de casos iguales, lo cual implica hechos semejantes, y esto no se 
cumple en los casos examinados, por referirse a discapacidades 
diferentes, generadores de diferentes hechos y riesgos.

En efecto, las discapacidades son muy variadas, tanto las fí-
sicas como las mentales, lo cual genera hechos distintos; esto es 
de particular relevancia para el diseño del sistema de apoyos y 
salvaguardias requerido por cada persona. Además, aun cuando 
la capacidad jurídica de la persona no dependa de la capacidad 
mental, como sostuvo la SCJN, y, en consecuencia, las revisiones 
médicas sean irrelevantes para la determinación de la capacidad 
jurídica, en contraste, no son irrelevantes para el diseño de apo-
yos y salvaguarda requeridos para cada caso concreto, conforme 
al MATD establecido por la Convención.

La sustitución del modelo médico por el modelo social no exi-
me a la autoridad jurisdiccional de evaluar la condición de salud 
de ciertas discapacidades para confeccionar el modelo de apoyos 
conveniente en cada caso en particular; de otra manera, los apo-
yos y las salvaguardias serían completamente disfuncionales para 
las discapacidades en lo particular.

Aunque las entidades federativas muestran un retraso en la 
actualización de su legislación para implementar la Convención 
y el MATD, el hecho de que la SCJN pretenda sustituir a las le-
gislaturas de los estados en esta materia mediante jurisprudencias 
por precedentes constituye una abierta intervención en el sistema 
federal en materia familiar imperante en México.
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Además, constituye una vía radical para el cambio institucio-
nal difícil de asimilar en las entidades federativas cuya normati-
vidad aún está en proceso de construcción. Y aunque no existe 
justificación para explicar el retraso de las entidades federativas 
en la creación de las nuevas normas para la implementación de 
la CDPD, la aceptación como obligatoria de las presentes juris-
prudencias implicaría abrogar por vía legislativa las legislaciones 
estatales en materia de interdicción y tutela de un solo golpe, sin 
permitir a las entidades federativas construir las nuevas institu-
ciones requeridas para las personas con discapacidad conforme 
a sus necesidades. Esto es importante para la construcción de los 
apoyos y salvaguardias necesarios para que las personas con dis-
capacidad ejerzan plenamente su capacidad jurídica como exige 
la Convención.

Las jurisprudencias por precedente creadas producidas en el 
presente amparo en revisión son las siguientes:

1. Tesis 1a./J. 140/2022, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 2022, 
p. 998.

2. Tesis 1a./J. 141/2022, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 2022, 
p. 989.

3. Tesis 1a./J. 142/2022, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 2022, 
p. 982.

4. Tesis 1a./J. 143/2022, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 2022, 
p. 992.

5. Tesis 1a./J. 144/2022, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 2022, 
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VIII. Discapacidad por condición mental 
no especificada y situación de calle

1. Pretensión jurídica o litis

El amparo directo en revisión 4193/2021 planteó, como cuestión 
jurídica principal, si una persona declarada en estado de inter-
dicción podía acudir a juicio sin necesidad de declarar primero 
el cese de dicho estado mediante el procedimiento previsto en los 
artículos 904 y 905 del CPCDF. El dilema radicó en si la exigencia 
de levantar el estado de interdicción antes de iniciar un proceso 
judicial constituía una restricción indebida al derecho de acceso a 
la justicia.

2. Hechos

En 2003, una mujer (en adelante la quejosa) que residía en 
Estados Unidos con una visa de trabajo perdió sus documentos 
migratorios, lo que resultó en su deportación a México. Regresó 
a la Ciudad de México en una situación de extrema vulnera-
bilidad, sin recursos, sin poder recordar a sus familiares, y em-
barazada. Durante un tiempo, la mujer deambuló por las calles 
de la ciudad, sin un lugar a dónde ir y en condiciones de salud 
precarias.

En 2004, mientras continuaba en situación de calle, la mujer 
fue abordada por una camioneta del Instituto de Asistencia e In-
tegración Social de la Ciudad de México (en adelante IASIS). El 
personal del IASIS, al percibir la situación crítica de la mujer, le 
ofreció asistencia hospitalaria, hospedaje y comida. Ella aceptó 
la ayuda, y fue llevada al Hospital Psiquiátrico “Fray Bernardino 
Álvarez” para recibir atención debido a su condición mental.

El 17 de abril de 2004, ante la proximidad del nacimiento de 
su hija, el personal del hospital psiquiátrico decidió trasladarla 
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al Hospital General “Manuel G. A. González”, donde dio a luz. 
Durante su estancia en estos hospitales, el personal médico y los 
trabajadores sociales observaron que la mujer presentaba signos 
de desorientación y dificultades cognitivas. Esta evaluación llevó 
a las autoridades a considerar que no estaba en condiciones de 
cuidar de sí misma ni de su hija recién nacida. Ella afirmó que 
para esta fecha ya recordaba el nombre de sus familiares directos 
por lo cual solicitó que fueran contactados. A pesar de insistir 
para llevarla a ella y a su hija con su familia, no la escucharon, 
y el 25 de mayo de 2004, la quejosa fue remitida al centro “La 
Cascada”, perteneciente al IASIS.

Posteriormente, en 2006, la institución Filios Asociación de 
Beneficencia Privada (en adelante A.B.P.) inició ante el juez dé-
cimo cuarto de lo Familiar de la Ciudad de México un procedi-
miento para declararla en estado de interdicción, con el propósito 
de dar en adopción a su hija. La solicitud se basó en los informes 
médicos y sociales que indicaban su incapacidad para tomar deci-
siones autónomas. En consecuencia, el juez emitió una sentencia 
declarándola en estado de interdicción, nombrando como tutora 
a la directora de la asociación y a otra persona como curador, 
sujetos con los que manifestó que snunca tuvo contacto. Poco des-
pués, en 2008, A.B.P. daría en adopción a su hija.

A partir de este momento, y contra de su voluntad, la quejosa 
pasaría los siguientes años en el centro “La Cascada” sin la posi-
bilidad de cuestionar o modificar su estado legal. De este modo, 
fueron catorce años los que permaneció recluida en el centro, 
tiempo durante el cual insistió se buscara a sus familiares. Para-
lelamente, sus familiares, a través de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores, iniciaron sin éxito procedimientos para su búsqueda 
en los Estados Unidos. No fue hasta 2018 cuando una pasante 
con pocos meses en el centro la escuchó, y con la información 
proporcionada por la quejosa buscó vía internet a sus familiares, 
encontrándolos en menos de tres días. El 8 de agosto de 2018, el 
día en que se les informó de su paradero, su madre y sus herma-
nas fueron a buscarla al centro, y se fue con ellas.
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Como consecuencia de estos hechos, la quejosa presentó una 
demanda, donde solicitó, entre otros aspectos, indemnizaciones 
por los daños ocasionados a su salud física y emocional, deriva-
dos tanto de su reclusión como de los tratos inhumanos a los que, 
según alegó, fue sometida en el centro del IASIS. Asimismo, tan-
to ella como su familia reclamaron los perjuicios causados por la 
separación familiar y la adopción de su hija, con quien la deman-
dante manifestó su deseo de restablecer contacto. Alegó afecta-
ciones a derechos humanos contenidos en la CDPD, en particu-
lar su derecho al reconocimiento de capacidad jurídica.

De la demanda conoció el Juez Décimo de lo Civil de la Ciu-
dad de México, y la registró el 10 de agosto de 2020 con el núme-
ro 298/2020. Para continuar con el proceso, el tribunal le solicitó 
a la actora que hiciera constar el cese del estado de interdicción, 
lo cual fue imposible de realizar, pues la situación permanecía. A 
su favor señaló que la tutora asignada nunca cumplió con sus fun-
ciones, por lo cual nombraba como su representante a su madre. 
Además, afirmó que con base en el modelo social de la discapaci-
dad, ella tenía capacidad legal para actuar en el juicio, situación 
respaldad con las tesis: 1a. XLVII/2019; 1a. CXLVII/2018; 1a. 
CCCXLV/2013; 1a. CCCXLV/2013; 1a. CCCXLVII/2013, y; 
1a. CCCLII/2013, todas de la Primera Sala de la SCJN.

No obstante, mediante acuerdo del 26 de agosto de 2020, el 
juez décimo de lo civil determinó que la demandante no demos-
tró el cese del estado de interdicción, y, por lo tanto, no podía 
ejercer derechos por sí misma. En consecuencia, el juez desesti-
mó la demanda y ordenó el archivo del asunto como concluido.

Inconformes con la determinación del juez, la actora inter-
puso en recurso de queja. Del recurso conoció la Novena Sala 
Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. 
No obstante, el 16 de octubre de 2020, la Sala emitió su resolu-
ción, por medio de la cual confirmó la decisión del juez de pri-
mera instancia.
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3. Juicio de amparo y razonamientos del tribunal colegiado

En este contexto, el 20 de noviembre de 2020, la quejosa de-
cidió interponer una demanda de amparo directo ante la Novena 
Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Méxi-
co. En su demanda, la quejosa señaló como conceptos de violación 
los siguientes:

	— La sentencia reclamada era incongruente con los artículos 
14 y 16 constitucionales; 12, 13 y 19 de la CDPD; 8o., 24 
y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos; así como el artículo 81 del CPCDF.

	— Alegó que la Sala responsable, al sostener que una de las 
quejosas debía acudir con la tutora designada en el pro-
cedimiento de interdicción ilegal, desconocía el modelo 
de discapacidad social establecido por la SCJN.

	— En relación con lo expuesto, la quejosa consideró incons-
titucional que la autoridad judicial pretendiera la com-
parecencia obligatoriamente la tutora designada, quien 
además nunca cumplió con su función, pues lejos de ha-
berlos defendido en algún momento, la perjudicó. Ase-
veró, además, desconocer su paradero, siendo imposible 
que la tutora designada en el procedimiento de interdic-
ción la represente. De este modo, con tal determinación, 
la responsable le impidía el acceso a la impartición de 
justicia. Ante tal situación, a quien reconoció como su le-
gítima representante y defensora de sus intereses era su 
madre y coactora, quien sí cumplió su función de cuidado 
desde el 8 de agosto de 2018 cuando fue localizada.

	— Por lo tanto, y con base en esos criterios de la Corte, con-
sideró que el acto reclamado era inconstitucional, como 
en casos anteriores lo determinó la SCJN. En ellos, el 
alto tribunal fijó que los procedimientos de interdicción 
son inconstitucionales, por mermar los derechos de las 
personas con discapacidad. Concluyó que las personas 



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 137

en esta situación tenían la misma capacidad y derechos 
que cualquier otro individuo.

De la demanda de amparo conoció el Décimo Tribunal Co-
legiado en Materia Civil del Primer Circuito Judicial, el cual, el 
11 de agosto de 2021, emitió sentencia que negaba el amparo 
argumentando las siguientes razones:

	— El tribunal Colegiado consideró que los conceptos de vio-
lación son inadmisibles e ineficaces. Ni el juicio de amparo 
ni el juicio ordinario civil eran los foros adecuados para 
pronunciarse sobre la capacidad jurídica de la deman-
dante. Agregó que el litigio planteado en la demanda de 
origen no tenía como objetivo el reconocimiento de su 
capacidad jurídica.

	— Afirmó no poder pronunciarse sobre el tema de la capa-
cidad jurídica de la quejosa porque esa pretensión debía 
ser dilucidada en un juicio ordinario ante las autoridades 
correspondientes a través del procedimiento de cese de 
interdicción. Afirmó que esos alegatos debían resolverse 
en dicho procedimiento, en virtud de existir una senten-
cia ejecutoriada, donde fue declarada incapaz, y donde 
se le asignó una tutora.

	— Aunque el juicio de amparo constituye la manifestación 
del derecho humano a un recurso judicial efectivo, este 
no podía extenderse al reconocimiento de la capacidad 
jurídica alegada por la quejosa sin previamente haber 
concluido el procedimiento previsto por la ley civil para 
tal fin, conforme al principio de definitividad; por lo tan-
to, debían desestimarse los argumentos planteados por la 
disidente en este sentido.

En total desacuerdo con la sentencia de amparo, el 6 de sep-
tiembre de 2021, la quejosa interpuso un recurso de revisión ante 
el mismo órgano jurisdiccional. En dicho recurso argumentó lo 
siguiente:



FRANCISCO ALBERTO IBARRA PALAFOX138

	— El recurso de revisión procedía, porque el aspecto central 
del caso radicaba en la negativa del tribunal colegiado 
de amparo a reconocer la plena capacidad jurídica de 
la quejosa. El tribunal exigió que esta se presentara en 
juicio a través de la tutora asignada en un juicio de inter-
dicción improcedente, en lugar de permitirle actuar por 
cuenta propia. Esta decisión contravenía claramente los 
derechos a la igualdad y a la no discriminación, así como 
las disposiciones establecidas en los artículos 1o., 14 y 16 
de la CPEUM, y en los artículos 12, 13 y 19 de la CDPD, 
de la cual México era parte.

	— Negar la capacidad jurídica de la quejosa contravenía 
los criterios establecidos por la Primera Sala, los cuales 
precisaban que era inconstitucional negar la capacidad 
jurídica a una persona declarada interdicta. Esta nega-
ción resultaba discriminatoria y vulneraba el principio 
de igualdad, dado que toda persona tiene el derecho de 
acudir por sí misma a defender sus derechos e intereses 
ante los tribunales competentes.

	— Sostenía que la capacidad jurídica de una persona debía 
ser reconocida en cualquier procedimiento e instancia 
judicial a la que acuda para defender o dirimir sus in-
tereses, en igualdad de condiciones que cualquier otra 
persona.

De este modo, el 22 de septiembre de 2021, el presidente de 
la SCJN ordenó formar y registrar este asunto con número de ex-
pediente 4193/2021, y lo radicó en la Primera Sala.

4. Razonamientos de la SCJN y determinación

Después de dar trámite al asunto, evaluar su oportunidad y 
procedencia, la SCJN fijó la litis del amparo. La cuestión cons-
titucional radicaba en determinar si, para el reconocimiento de 
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la capacidad jurídica ante autoridades jurisdiccionales de una 
persona sujeta a estado de interdicción, era necesario acudir al 
procedimiento establecido en los artículos 904 y 905 del CPCDF 
para quitar ese estado. Para dar solución al caso, la SCJN esta-
bleció una metodología organizada en tres pasos específicos.

	— Primero. Determinar los alcances de los precedentes de 
la Primera Sala sobre la inconstitucionalidad del estado 
de interdicción.

	— Segundo. Con base en el primer paso, responder a los 
agravios de la quejosa en los cuales alegó tanto viola-
ción al derecho de reconocimiento de capacidad jurídica 
como de acceso a la justicia.

	— Tercero. Fijar los términos bajo los cuales debía recono-
cerse capacidad jurídica a las personas previamente de-
claradas en estado de interdicción en concordancia con 
la CDPD y la jurisprudencia de la SCJN.

Respecto al primer paso (determinar el alcance de los prece-
dentes de la Primera Sala sobre la inconstitucionalidad del esta-
do de interdicción), se estableció lo siguiente:

	— El primer asunto en el cual la sala se pronunció sobre 
la inconstitucionalidad del estado de interdicción fue el 
amparo en revisión 1368/2015. A partir de dicho ampa-
ro en revisión, la Primera Sala fue contundente en con-
cluir que la figura del estado de interdicción vulnera el 
derecho a la igualdad y no discriminación, el derecho de 
acceso a la justicia, así como el derecho de igual recono-
cimiento previsto en el artículo 12 de la CDPD.

	— Este criterio fue reiterado y ampliado al resolver, entre 
otros casos, el amparo en revisión 1082/2019, los am-
paros directos en revisión 8389/2018 y 44/2018, así 
como en el amparo directo 4/2021. De este último, al 
tratarse de jurisprudencia por precedente obligatorio, se 
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desprendió un criterio vinculante para todas las autori-
dades jurisdiccionales de la federación y de las entidades 
federativas.

	— Como conclusión general de los asuntos referidos, la 
SCJN determinó que el estado de interdicción no res-
peta los derechos, la voluntad y las preferencias de las 
personas con discapacidad, y constituía una violación a 
las obligaciones internacionales de las que México era 
parte.

Las principales razones por las cuales la Corte llegó a esta 
conclusión son las siguientes:

	— La interdicción se basa en un modelo médico de sustitu-
ción de la voluntad, el cual era incompatible con el mo-
delo social de la discapacidad establecido por la CDPD.

	— La discapacidad no debe ser concebida como una enfer-
medad ni como una simple deficiencia funcional, ya sea 
física o psíquica, sino como el resultado de la interacción 
entre la persona con una o más diversidades funcionales 
y las barreras ambientales y sociales que dificultan su in-
clusión y participación plena.

	— La interdicción constituía una restricción desproporcio-
nada al derecho a la capacidad jurídica, porque restrin-
ge el ejercicio de otros derechos; implica una sustitución 
total de la voluntad de las personas y representa una in-
jerencia indebida incompatible con lo establecido en el 
artículo 12.2 de la CDPD.

	— El reconocimiento de la capacidad jurídica estaba indi-
solublemente ligado al disfrute de otros derechos funda-
mentales, como el derecho de acceso a la justicia, el dere-
cho a la igualdad y no discriminación, el debido proceso, 
el derecho de audiencia, el derecho a una vida indepen-
diente, el derecho a la privacidad, el derecho a la libertad 
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de expresión, y el derecho a la participación e inclusión 
en la sociedad, por mencionar algunos.

	— Al prever la restricción absoluta de la capacidad de ejer-
cicio, la interdicción se configuró como una figura que 
impidía a las personas actuar con autonomía e interac-
tuar plenamente con los demás grupos, individuos e in-
tereses que conforman la sociedad.

	— El procedimiento jurisdiccional para la declaración y 
cese del estado de interdicción era violatorio de derechos 
humanos, ya que no respetaba la dignidad de la persona 
con discapacidad.

	— Las reglas procesales del juicio de interdicción conlle-
vaban un prejuicio o estereotipo implícito asociado a la 
discapacidad de tipo intelectual, mental o psicosocial. Lo 
anterior porque desde un principio se asumió que la per-
sona en estado de interdicción era incapaz de expresar 
su voluntad o de comprender y aceptar las consecuencias 
de sus actos. En consecuencia, no se le otorgaba un trato 
digno ni un tratamiento procesal adecuado como sujeto 
directamente interesado en la decisión.

Por las razones expuestas en los precedentes mencionados, 
la Primera Sala de la SCJN estimó que la figura de interdicción 
y su marco legal debían considerarse como inconstitucionales e 
inconvencionales.

Respecto al segundo paso (aplicación de los precedentes de 
la Primera Sala al caso concreto y análisis de los agravios), la 
Primera Sala sostuvo que tal como lo determinó el tribunal de 
origen, la acción ejercida por las quejosas era de naturaleza civil 
por daños, razón por la cual fue interpuesta ante un juez ordina-
rio. En contraste con la decisión del Décimo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito Judicial que les negó el am-
paro, esto no impedía la aplicación de los criterios previamente 
mencionados, por las siguientes razones:
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	— Antes de analizar la acción de indemnización por daños, 
era innecesario pronunciarse sobre la capacidad jurídica 
de la quejosa.

	— A partir de lo anterior, la inconstitucionalidad del sis-
tema normativo que regulaba el estado de interdicción 
afectaba directamente las decisiones sobre la capacidad 
de la quejosa para acudir a juicio. Si se hubiera reco-
nocido desde el principio la inconstitucionalidad e in-
convencionalidad de dichas disposiciones, no se habría 
confirmado el desechamiento del caso. Más aun cuando 
previamente la propia Primera Sala había generado pre-
cedentes donde había considerado inconstitucional a la 
figura de interdicción.

	— En este contexto, las razones de inconstitucionalidad se 
aplicaban no solo a los juicios relacionados directamente 
con la declaración o el cese de la interdicción, sino tam-
bién a todos aquellos procedimientos donde el estado de 
interdicción se utilizara como un obstáculo para el ejer-
cicio de la capacidad jurídica.

	— La Corte subrayó que aunque los criterios de la Primera 
Sala citados por las quejosas en sus conceptos de viola-
ción no fueran vinculantes en el momento en que se dictó 
el acto reclamado o la sentencia de amparo, los órganos 
judiciales tenían la obligación de responder a los recla-
mos de las quejosas, especialmente en lo relacionado 
con la inconstitucionalidad del estado de interdicción. 
Además, contaban con la facultad y con la obligación de 
desaplicar las normas relativas al estado de interdicción 
en el caso concreto, ya sea a través del control difuso o en 
atención a la jurisprudencia.

	— Advirtió que tanto la autoridad responsable como el tri-
bunal colegiado debieron aplicar de manera directa la 
CDPD y reconocer la capacidad procesal de la quejosa, 
sin la intervención de la tutora designada, especialmente 
considerando el conflicto de interés existente con ella.
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	— Aunque el tribunal colegiado consideró válido establecer 
ciertas condiciones para acceder a los tribunales y regu-
lar procedimientos para garantizar la seguridad jurídica, 
la Primera Sala estimó que exigir a las personas pasar 
por un juicio de cese del estado de interdicción antes de 
participar en cualquier proceso judicial era un requisito 
excesivo. Tal exigencia era desproporcional y violaba el 
derecho fundamental de acceso a la justicia. Un requisito 
procesal no puede ser razonable cuando, en sí mismo, 
resulta violatorio de derechos humanos.

	— Negarle la capacidad jurídica a una persona atentaba 
contra la dignidad humana, y constituía una acción es-
tigmatizante

	— La Corte concluyó que la interdicción actuaba como un 
obstáculo que limitaba el acceso pleno a los derechos de 
las personas. En cumplimiento con lo establecido por la 
CDPD, era imperativo eliminar esta barrera. Esto re-
quería reconocer la capacidad jurídica de las personas 
adultas con discapacidad, independientemente de si es-
tán sujetas a interdicción, en todos los ámbitos judiciales, 
ya sean federales o locales. Dicho reconocimiento debía 
aplicarse sin excepción, ya fuera en procedimientos fa-
miliares, civiles, laborales, administrativos, o cualquier 
otro, incluyendo aquellos relacionados con la responsa-
bilidad patrimonial del Estado.

	— El reconocimiento de la capacidad jurídica es esencial 
para el ejercicio pleno de otros derechos fundamentales. 
Por lo tanto, cualquier restricción que limite el acceso a 
la jurisdicción, así sea sólo durante el tiempo que dura el 
trámite de cese del estado de interdicción, carece de justifi-
cación y es contraria a los principios de equidad y justicia.

Respecto al tercer paso, (fijar los términos bajo los cuales 
debía reconocerse capacidad jurídica a las personas previamen-
te declaradas en estado de interdicción en concordancia con la 
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CDPD y la jurisprudencia de la SCJN) la Primera Sala determi-
nó que debía reconocerse la capacidad jurídica de la quejosa, 
aun cuando estuviera formalmente sujeta a un estado de inter-
dicción. Esta decisión no se restringía únicamente a los procesos 
que traten específicamente sobre la interdicción, sino que se ex-
tendía a cualquier tipo de procedimiento judicial. A continua-
ción, se detallan las implicaciones y efectos de tal determinación:

	— La inconstitucionalidad del estado de interdicción obli-
gaba a aplicar directamente la CDPD. Esto significaba 
que, al reconocer la capacidad jurídica de una persona 
sujeta a interdicción para participar en un juicio, los jue-
ces, ya sean locales o federales, tienen la responsabilidad 
de garantizar un acceso pleno y efectivo a la justicia. Para 
ello, debían asegurarse de que el proceso judicial fuera 
accesible y, si era necesario, realizar los ajustes procesales 
pertinentes, con la intención de eliminar cualquier obs-
táculo para el ejercicio de sus derechos.

	— A partir de los precedentes de la Primera Sala de la Cor-
te, el enfoque debía desplazarse de las posibles limitacio-
nes físicas y de salud de las personas hacia las barreras 
sociales y ambientales que dificultan el acceso equitativo 
a la justicia.

	— A partir de este caso, la Corte estableció que mientras no 
se adecuen las reglas de la legislaciones civiles, el juicio 
de cese del estado de interdicción tendría como materia 
sustantiva lo siguiente: 1) la eliminación formal del esta-
do de interdicción en todos los registros oficiales, entre 
otras acciones, la cancelación de la inscripción corres-
pondiente en la Dirección General del Registro Civil; 2) 
la implementación, si así lo deseaba, de un sistema de 
apoyos y salvaguardias conforme a lo establecido en la 
CDPD y en la jurisprudencia de la SCJN, y 3) evaluar 
la legalidad y constitucionalidad de las acciones llevadas 
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a cabo por tutores y curadores a lo largo del tiempo de 
la interdicción.

	— Cuando una persona sujeta a estado de interdicción acu-
diera a una instancia judicial, no podría exigirse fuese 
representada por el tutor designado. Estos juicios tam-
poco debían centrarse en la evaluación de diagnósticos 
médicos o periciales relacionados con su estado de sa-
lud. La acción debe resolverse exclusivamente como una 
cuestión de derecho, aplicando directamente la CDPD. 
Además, si se consideraba necesario, se realizarían los 
ajustes procedimentales pertinentes para garantizar que 
la parte actora tuviera acceso a la justicia en condiciones 
de igualdad.

5. Decisión

Por lo tanto, y con base en lo expuesto, la SCJN revocó la 
sentencia de amparo dictada el 11 de agosto de 2021 por el Dé-
cimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
Judicial y concedió la protección constitucional en contra de la 
sentencia del 16 de octubre de 2020, emitida por la Novena Sala 
Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 
para los siguientes efectos:

	— La sala responsable debería dejar sin efecto la sentencia 
emitida el 16 de octubre de 2020 y, tomando en cuenta 
las consideraciones expuestas en la resolución, dictar una 
nueva sentencia donde:

1o. Reconozca capacidad jurídica a la quejosa.
2o. No se considere indispensable para la admisión de 

la demanda el levantamiento del estado de interdicción, 
por ser una medida desproporcionada.
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Hallazgos e impacto de la presente resolución. Aquí se con-
firmó la plena capacidad jurídica de las PsD, y su acceso a la 
justicia sin necesidad de levantar el estado de interdicción; ade-
más, instruyó aplicar la Convención directamente por todos los 
tribunales federales y locales. Es importante mencionar que en 
el presente amparo en revisión, la SCJN no declaró la inconsti-
tucionalidad de los artículos 904 y 905 del Código de PPCDF, 
porque previamente esos preceptos, así como el total de artículos 
referentes al estado de interdicción de la legislación civil para la 
CDMX y de códigos civiles de otras entidades federativas, ya ha-
bían sido declarados inconstitucionales en diversos precedentes 
de la Primera Sala, por lo cual consideró que ya eran inconstitu-
cionales e innecesario y redundante hacerlo nuevamente. En este 
sentido, la resolución enfatizó la necesidad de que las autoridades 
judiciales interpretaran y aplicaran las normas civiles de manera 
coherentes con los derechos humanos y los precedentes estableci-
dos por la propia Corte, que consideran inconstitucional la figura 
del estado de interdicción.

Las jurisprudencias por precedente creadas producidas en el 
presente amparo en revisión son las siguientes:

1. Tesis 1a./J. 161/2022, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 
2022, p. 1195.

2. Tesis 1a./J. 162/2022, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Undécima Época, tomo I, diciembre de 
2022, p. 1197.
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Capítulo sexto

LA DEMENCIA Y SUS DETERMINANTES

Arriba examiné ya el artículo 12 de la CDPD y las sentencias de la 
SCJN emitidas para cumplir con la Convención. Uno de los pri-
meros hallazgos fue que todas estas sentencias relevantes, algunas 
de las cuales sentaron jurisprudencia, se refieren a enfermedades 
mentales. Sin embargo, en su afán de apegarse a una interpre-
tación estricta del modelo social contemplado en la Convención, 
ignoramos si en algunos de esos casos las personas con discapaci-
dad habían generado o generarían dependencia total de sus cui-
dadores y personal de apoyo; esto porque la SCJN omitió referirse 
a los hechos clínicos particulares de todos los casos examinados 
y prescindió de la posibilidad de allegarse de pruebas científicas 
adicionales para conocer el estado clínico de las PsD, aun cuando 
en algunos casos se presentaban datos de enfermedades mentales 
permanentes, crónicas e incurables. Científica y clínicamente, la 
dependencia total es posible en casos de enfermedad mental avan-
zada, como se expuso brevemente en el caso de la esquizofrenia 
y las demencias, y se requiere de una interpretación integral de 
la CDPD para permitir la implementación de las instituciones de 
apoyo y salvaguardias necesarias para permitir el acceso de estas 
personas a sus derechos humanos.

Antes de concluir, será de utilidad proporcionar al lector una 
introducción de uno de los casos clínicos generadores de mayor 
dependencia entre los adultos mayores: las demencias. ¿Qué es 
la demencia? La demencia es un síndrome crónico, progresivo e 
incurable provocado por una enfermedad o lesión cerebral (nor-
malmente su naturaleza es crónica y progresiva), ocasiona una 

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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perturbación o alteración de múltiples funciones de la corteza ce-
rebral que afectan la memoria, el pensamiento, la orientación, la 
comprensión, el cálculo, la capacidad de aprendizaje, el lenguaje 
y el juicio. Estas alteraciones cognitivas ocurren aun cuando la 
conciencia de la persona enferma siga funcionando. El deterioro 
de las funciones cognitivas está normalmente acompañado del 
deterioro del control de las emociones, el comportamiento social 
y la motivación.70

La enfermedad de Alzhéimer es la más común de las de-
mencias y constituye aproximadamente entre 60 y 70% de los 
casos. Otras de las principales enfermedades relacionadas son la 
demencia vascular, la demencia con cuerpos de Lewy, así como 
un grupo de enfermedades que contribuyen a la demencia fron-
totemporal. Los límites entre estos subtipos de enfermedades son 
difíciles de detectar y con frecuencia las enfermedades asumen 
una forma mixta y pueden coexistir.71 Aun cuando es difícil diag-
nosticar los subtipos de demencia, en las últimas décadas han 
sido de gran utilidad las neuroimágenes realizadas de manera 
común y frecuente para identificar enfermedades cerebrovascu-
lares; recientemente también se han obtenido imágenes de pla-
cas amiloideas como una técnica de investigación disponible. Las 
patologías mixtas son mucho más comunes que las “puras”: par-
ticularmente para la enfermedad de Alzhéimer y la demencia 
vascular, y para la enfermedad de Alzhéimer conjuntamente con 
la demencia con cuerpos de Lewy.72

La demencia reduce los años de vida de las personas que la 
padecen; la media de sobrevivencia de las personas con alzhéi-
mer es de 7.1 años, y para las personas con demencia vascular, 
de 3.9 años. Existe, desde luego, una variación individual alrede-
dor de estas estimaciones. La contribución de la demencia a las 

70		 World Health Organization, Dementia. A Public Health Priority, Suiza, 
2012, p. 7.

71	 	Idem.
72	 	Ibidem, p.9.
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tasas de mortalidad es difícil de medir, porque los certificados de 
defunción son poco confiables, ya que la demencia rara vez es 
considerada como una causa directa o indirecta de muerte. Las 
personas con demencia frecuentemente tienen comorbilidades, 
las cuales aceleran el proceso de muerte, en consecuencia, las 
muertes de las personas con demencia no se consideran muertes 
por tal enfermedad. 73

La demencia afecta a las personas de diferentes maneras y 
con diferentes niveles de gravedad, dependiendo del impacto de 
la enfermedad y de las condiciones de premorbilidad de la perso-
na. Los problemas asociados a la demencia pueden examinarse 
en tres etapas o estadios a saber: a) primera etapa: primer y se-
gundo año; b) etapa intermedia: del segundo al cuarto o quinto 
año; c) última etapa o etapa tardía: del quinto año en adelante.

Estas etapas o estadios de gravedad pueden observarse en 
el siguiente cuadro. Desde luego, estas etapas se proporcionan 
como una guía aproximada, ya que muchas veces el deterioro 
de las personas es más rápido, y en otras puede ser más lento, y 
debe tenerse en cuenta que no todas las personas con demencia 
presentarán todos los síntomas. Como se observa en el siguiente 
cuadro, los niveles de dependencia de las personas con demencia 
comienzan desde la segunda etapa, y son casi absolutos en la úl-
tima, por sus niveles de inactividad y deterioro cognitivo.

73		 Fitzpatrick, Anette L. et al., “Survival Following Dementia Onset: Al-
zheimer’s Disease and Vascular Dementia”, Journal of  the Neurological Sciences, 
vols. 229-230, marzo 2005, pp. 43-49, disponible en: https://doi.org/10.1016/j.
jns.2004.11.022.



Tabla 1 
Síntomas comunes experimentados por las personas con el síndrome de demencia

Primera etapa Etapa intermedia Etapa tardía

Con frecuencia esta temprana etapa es 
ignorada por familiares, amigos, e inclu-
so por profesionales de la salud, quienes 
la consideran una parte normal del pro-
ceso de envejecimiento. Debido a que la 
aparición y el avance de la enfermedad 
es gradual, es difícil estar seguro con 
exactitud cuándo comenzó. Los prin-
cipales síntomas de esta etapa son los 
siguientes:
— La persona se vuelve olvidadiza, espe-

cialmente con relación a las cosas que 
acaban de suceder.

— Pueden tener alguna dificultad en su 
comunicación, por ejemplo, para en-
contrar palabras adecuadas.

— Se pueden sentir desorientados en el 
hogar y lugares conocidos.

Conforme la enfermedad progresa, las limi-
taciones son más claras y restrictivas. Entre 
los síntomas están los siguientes:
— Se convierten en personas olvidadizas, 

principalmente de eventos recientes y 
nombres de personas.

— Tienen dificultad para comprender el 
paso del tiempo, las fechas, lugares y 
eventos; se pueden perder en el hogar 
y en la comunidad donde habitan.

— Tienen un incremento significativo en sus 
dificultades para comunicarse (dificulta-
des en el lenguaje y en la comprensión).

— Necesitan asistencia con cuidados per-
sonalizados (por ejemplo, para bañarse, 
vestirse y asearse de manera general).

Esta etapa es una que corresponde a 
casi una total dependencia e inactivi-
dad de la persona con demencia. Las 
alteraciones de la memoria son muy 
serias y el especto de deterioro físico 
provocado por la enfermedad se hace 
más obvio. Entre sus principales sín-
tomas se encuentra los siguientes:
— La persona es inconsciente del 

tiempo y del espacio.
— Tienen dificultad para entender 

qué pasa alrededor de ellos.
— Son incapaces para reconocer a 

familiares, amigos y objetos co-
munes.

— Están imposibilitados para comer 
sin asistencia, y pueden tener di-
ficultas para tragar o pasar ali-
mentos.
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Primera etapa Etapa intermedia Etapa tardía
— Hay una pérdida respecto de la no-

ción del tiempo que puede incluir el 
día, el mes, el año o la estación.

— Tienen dificultad para tomar decisio-
nes y manejar sus finanzas personales.

— Tienen dificultades para realizar ta-
reas domésticas complejas.

— Hay cambios de humor y de compor-
tamiento, entre los que se pueden en-
contrar los siguientes:

•	 La persona se vuelve menos activa 
y motivada y pierde interés en ac-
tividades y hobbies que realizaba.

•	 Puede mostrar cambios de humor 
que incluye depresión o ansiedad.

•	 Pueden reaccionar con malestar 
inusual y agresividad ocasional.

— No están en condiciones de prepararse 
exitosamente su comida ni de realizar 
actividades como cocinar, limpiar el ho-
gar o realizar sus compras.

— No están en condiciones seguras de vivir 
solos sin apoyo personal considerable o 
de importancia.

— Se presentan cambios en el comporta-
miento, que pueden incluir vagancia, 
preguntas reiteradas, gritos, inamovili-
dad, trastornos del sueño, y alucinacio-
nes que les hacen suponer que ven o es-
cuchan eventos inexistentes.

— Pueden exhibir comportamiento ina-
propiado en la casa o en la comunidad, 
por ejemplo, desinhibición o agresión.

— Hay una necesidad mayor de asis-
tencia personal; por ejemplo, para 
el baño y el aseo.

— Pueden presentar incontinencia 
urinaria.

— Hay cambios significativos en la 
movilidad, por lo que pueden es-
tar impedidos para caminar o estar 
confinados en una silla de ruedas o 
en una cama.

— Hay cambios en el comportamien-
to, es frecuente que se incremente 
la agresión contra los cuidadores 
y otras personas, y también pue-
den presentar agitación física no 
verbal (patear, golpear, gritar o 
murmurar).

— No están en condiciones de encon-
trar su ubicación dentro del hogar 
familiar.

 

Fuente: OMS, Demencia: una prioridad de salud pública, Reino Unido, OMS, 2012, p. 7.
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Así ante la total dependencia de quienes tienen demencia 
en la etapa tardía, es materialmente imposible que las personas 
de apoyo obtengan el consentimiento de la persona con esta dis-
capacidad, como resolvió la SCJN en los amparos examinados. 
Es más, la demencia puede devastar el entorno familiar, a los 
cuidadores y personal de apoyo, como la evidencia empírica lo 
demuestra.

Por ejemplo, en un estudio realizado en Estados Unidos con 
una población mayor de 65 años, donde se comparó a dos gru-
pos, uno de los cuales fungía como cuidadores, se aprecian los 
graves impactos de la demencia en éstos. Para la investigación se 
crearon dos grupos; en el primero de ellos 392 personas asistían 
a su esposa o esposo con discapacidad, y en el otro grupo no 
fungían como cuidadores, porque los correspondientes esposos o 
esposas no lo necesitaban. Así, se demostró que quienes fungían 
como cuidadores de las personas con discapacidad incrementa-
ban su riesgo de morir por muy diversas causas, y con 63% más 
probabilidades de morir dentro de los cuatro años siguientes al 
inicio de los cuidados, en contraste con quienes no tenían esta 
responsabilidad.74 Asimismo, en Corea del Sur diversos estudios 
señalan la existencia de depresión, ansiedad, ideación suicida, o 
incluso suicidio, entre los cuidadores familiares de personas con 
demencia, por los diversos problemas psicoemocionales, sociales 
y los elevados costos financieros implicados en los cuidados de 
las personas con estos padecimientos; este mismo estudio enfati-
zaba la necesidad de introducir instrumentos para aliviar la carga 
de los cuidadores, los cuales están relacionados con la carencia de 
recursos financieros, la gran cantidad de tiempo destinados a los 
cuidados y la falta de capacitación para mediar con los cambios 
de comportamiento de las personas con demencia.75

74		 Schulz R. y Beach, Scott R., “Caregiving as a Risk Factor for Mortality: 
The Caregiver Health Effects Study”, JAMA, núm. 282, vol. 23, diciembre de 
1999, pp. 2215-2219, disponible en: https://doi.org/10.1001/jama.282.23.2215.

75		 Kong, J.W. y Park, J.Y., “Understanding Suicide Risk in People with De-
mentia and Family Caregivers in South Korea: A Systematic Review”, Behav-
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En México no encontré estudios sobre los impactos de la de-
mencia sobre sus cuidadores, pero sí hallé sobre las repercusiones 
de la discapacidad intelectual en los cuidadores. Aunque estos 
estudios son escasos, en el primero realizado sobre la calidad de 
vida en cuidadores familiares de personas con discapacidad inte-
lectual en los estados de Morelos y Sinaloa (de los cuales 93% son 
mujeres aunque el número de hombres es creciente), se demos-
tró que los cuidadores familiares experimentaron un deterioro en 
distintas dimensiones: bienestar emocional, físico y material, de-
sarrollo personal, autodeterminación y relaciones interpersona-
les, deterioro que afecta negativamente su calidad de vida. Este 
estudio señaló que “desde el diagnóstico de discapacidad intelec-
tual y durante su vida, las personas con discapacidad intelectual 
desarrollan un nivel alto de dependencia y requieren de apoyo 
permanente de su cuidador familiar para realizar actividades 
diarias”. Esta dependencia tiene un elevado costo sobre los cui-
dadores familiares: las consecuencias del cuidado de una persona 
con discapacidad intelectual implican una sobrecarga con reper-
cusiones a nivel emocional, físico y económico, como estrés, ira, 
ansiedad, depresión, tristeza y síntomas somáticos, existe aban-
dono de empleo y deterioro financiero, todo lo cual disminuye su 
calidad en las siguientes dimensiones: bienestar emocional, físico 
y material, desarrollo personal, autodeterminación y relaciones 
interpersonales.76

En síntesis, la demencia es una de las principales causas de 
discapacidad y dependencia entre los adultos mayores en todo 
el mundo; es un padecimiento abrumador, no solamente entre 
quienes lo padecen, sino también para sus cuidadores y familias, 
lo cual debería ser un elemento digno a considerar para la cons-
trucción de un adecuado modelo de apoyos y salvaguardias que 

ioral Sciences, vol. 12, núm. 4, abril de 2022, disponible: https://doi.org/10.3390/
bs12040097.

76		 Leyva-López, Ahidée et al., “Estudio de la calidad de vida en cuidadores 
familiares de personas con discapacidad intelectual”, Salud Pública de México, vol. 
64, núm. 4, julio-agosto de 2022, disponible en: doi.org/10.21149/13325.
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procure el respeto a las personas de apoyo cuya función es el cui-
dado de las PDMS. En efecto, en lugar de estigmatizar y crimi-
nalizar a los cuidadores, personal de apoyo y tutores como abu-
sadores o remanentes de instituciones paternalistas, mucha falta 
hace procurar una buena calidad de vida para el personal de 
apoyo y asegurar el acceso a sus derechos humanos; sin ellos, el 
nuevo modelo social de la Convención corre el riesgo de fracasar.

La demencia debería tratarse como un problema complejo 
donde se integre a la persona con discapacidad, al cuidador-per-
sona de apoyo, a su familia y a su entorno social, y no solamente 
como un tema de capacidad jurídica, como se observa en las 
sentencias de la SCJN; esto equivale a ver solamente el árbol y 
no el bosque. La demencia, al ser un problema de salud pública, 
debería abordarse como tal y ser considerada como parte de las 
políticas de salud pública de todos los países, como una tríada que 
incluya tres elementos, todos dignos de importancia: a) la persona 
con discapacidad; b) la persona de apoyo-cuidador; c) la sociedad 
y la comunidad.77

La demencia senil, además de ser un problema que, con fre-
cuencia, genera dependencia casi total de las personas con esta 
discapacidad, es además un problema de salud pública de la ma-
yor gravedad, porque la población mundial está envejeciendo. En 
efecto, las mejoras en los servicios de salud durante el siglo pasado 
contribuyeron a que las personas vivieran por más años y con me-
jores condiciones de salud. Sin embargo, esto trajo como resulta-
do un incremento en el número de personas con enfermedades no 
transmisibles, entre las cuales se encuentran las demencias.

Las proyecciones sobre la prevalencia e incidencia de la de-
mencia indican que el número de personas con esta enfermedad 
continuará creciendo, particularmente entre los países con una 
población en proceso de envejecimiento o con demografía en 
transición y con predominio de adultos mayores —hecho demo-
gráfico ya evidente en Europa—. El número total de personas con 
demencia en 2010 se estimó en 35.6 millones de personas en el 

77		 OMS, Dementia. A Public Health Priority, Reino Unido, 2012, p. 2.
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mundo, y se proyecta su duplicación cada veinte años, por lo cual 
se alcanzaría una población con demencia aproximadamente de 
65.7 millones de personas en 2030 y de 115.4 millones en 2050.78 
Conforme a la última estimación de la OMS, en 2023 había una 
población con demencia de 55 millones de personas y cada año 
hay diez millones de nuevos casos, 60% de los cuales se ubican en 
los países de ingresos medios y bajos.79

Aun cuando existe una correlación entre demencia y enve-
jecimiento, y muchas personas piensan que nada se puede hacer 
para prevenirla, la demencia no es una enfermedad asociada ne-
cesariamente al envejecimiento; con mucha mayor frecuencia es 
consecuencia de exponerse a los factores de riesgo que la detonan 
al final de la vida: hipertensión, diabetes, sobrepeso, tabaquismo, 
consumo excesivo de alcohol, inactividad física, aislamiento social 
y depresión; con prevención se podrían evitar muchos casos y co-
rrigiendo adecuadamente esos factores de riesgo asociados a las 
formas de vida contemporánea muchos otros podrían evitarse.80

Según estimaciones de la OMS, en los países de ingresos altos 
el costo de los cuidados informales equivale a 45%, otro 40% co-
rresponde a la seguridad social debidamente regulada, mientras 
la proporción de los costos médicos es de alrededor del 15% del 
total del gasto; es decir, es mayor el gasto correspondiente al cui-
dado que el dirigido a la atención médica. En los países de bajo 
ingreso y de ingreso medio, los costos del cuidado social debida-
mente formalizado e institucionalizado es pequeño, mientras los 
costos del cuidado informal predominan abrumadoramente. En 
2019, el costo global de la demencia fue de 1.3 trillones de dóla-
res, y aproximadamente el 50% de ellos son proporcionados por 
los cuidadores, tutores y personal de apoyo (principalmente inte-

78		 Idem.
79		 OMS, Dementia. Key facts, disponible en: https://www.who.int/news-room/

fact-sheets/detail/dementia (fecha de consulta: 1 de diciembre de 2024).
80		 Alzheimer’s Disease International, World Alzheimer Report 2024 Global Chan-

ges in Attitudes to Dementia, Londres, pp. 21-28, disponible en: https://www.alzint.
org/u/World-Alzheimer-Report-2024.pdf (fecha de consulta:1 de diciembre de 2024).
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grantes de la familia y amigos cercanos), quienes en promedio des-
tinan cinco horas al día para los trabajos de cuidado y supervisión. 
Asimismo, debe considerarse que las mujeres son afectadas des-
proporcionadamente por la demencia de manera directa e indi-
recta. De manera directa, porque las mujeres, en proporción, son 
una población con mayores niveles de demencia, e indirectamente 
porque como cuidadoras proporcionan el 70% de las horas de tra-
bajo requeridas para el cuidado de las personas con demencia.81

La situación de la demencia se agravará en las próximas dé-
cadas en la medida en que muchos países de ingreso medio y bajo 
experimenten un declive en la conformación de familias extendi-
das que proporcionaban ayuda a las personas con demencia. Es el 
caso de México, donde los cambios demográficos y las condiciones 
socioeconómicas se indican en el índice de dependencia que mide 
a la población económicamente activa y a la población inactiva. 
Para la construcción de los indicadores, la edad productiva abar-
ca de los 15 a los 59 años, integrando la población inactiva los 
niños de 0 a 14 años, así como los adultos mayores dependientes 
de 60 años o más. Así, como se muestra en la figura 2, el índice de 
dependencia en 1960 era 89; es decir, que por cada 100 individuos 
en edades productivas había 89 individuos en edades inactivas, y 
el principal componente de la población inactiva estaba integrado 
por los menores de 15 años. El índice alcanza su máximo valor en 
1970 con 96, cifra producto de la alta tasa de natalidad y de la re-
ducción de la tasa de mortalidad infantil. En las siguientes décadas 
el índice se reduce rápidamente para bajar a 70 en 1990 y 58 en el 
2000. Finalmente, la tendencia se invertirá para 2030, cuando la 
población de adultos mayores sea el componente más grande del 
índice de dependencia con 50, generando que la población joven 
tenga mayores cargas de cuidados con los adultos mayores.82

81		 OMS, Dementia. Key facts, cit.
82	 	Wong, Rebeca et al., “Envejecimiento y población en edades avanzadas”, 

en Rabell Romero, Cecilia, Los mexicanos. Un balance del cambio demográfico, Méxi-
co, FCE, 2014, p. 199.



Figura 2. Relación de dependencia en México: 1950-2050

Fuente: elaboración propia conforme a los datos obtenidos en González González, César, “Los determinantes del cambio sociodemográ-
fico y de la salud al envejecer”, en Gutiérrez Robledo, Luis Miguel y Kershenobich Stalnikowitz (coords.), Envejecimiento y salud: una propuesta 
para un plan de acción, México, UNAM-Instituto Nacional de Geriatría, 2025, p. 87.
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Los desafíos que los gobiernos y sus tribunales enfrentan 
para responder al creciente y rápido incremento en el número de 
personas con demencia son sustanciales. Es necesaria la existen-
cia de una amplia política pública que incluya a los tribunales, 
órganos legislativos e instituciones sanitarias que permitan mejo-
rar el cuidado y la calidad de vida de las personas con demencia, 
de sus cuidadores y sus familias. Las áreas prioritarias de acción 
que deben comprender estos planes y políticas públicas deberían 
incluir no sólo la toma de conciencia por la sociedad, un diag-
nóstico temprano de la misma, y un compromiso para la buena 
calidad de los servicios de salud y cuidado, tanto públicos como 
privados, considerando siempre a quienes funjan como cuidado-
res o personas de apoyo, ya sean familiares o personal especiali-
zado. Estas acciones prioritarias deberían ser asumidas por todas 
las instituciones gubernamentales vinculadas con la atención de 
la demencia, incluidos los tribunales, cuyo impacto sobre la salud 
de las personas con demencia y sus cuidadores puede ser ma-
yúsculo, al descansar en los órganos jurisdiccionales el diseño de 
los modelos de apoyo y las salvaguardias necesarias. Más aun, el 
Estado y sus instituciones públicas deberían estar dispuestos a di-
señar esquemas universales de atención social para las personas 
con demencia a través de la creación de sistemas nacionales de 
cuidados y esquemas de seguro para la atención a estos grupos 
vulnerables. 83

83		 OMS, Dementia. A Public Health Priority, op. cit., p.7.
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Capítulo séptimo

RIESGOS DE LAS RESOLUCIONES DE LA SCJN 
Y DEL COMENTARIO GENERAL NO.1

Aunque fuera someramente, examiné arriba las evidencias empíri-
cas y clínicas sobre la dependencia generada por las PDMS de sus 
cuidadores, tutores o personas de apoyo. Ante semejante eviden-
cia, las resoluciones de la SCJN en materia de discapacidad mental 
amenazan con debilitar derechos fundamentales de las PDMS; tam-
bién podrían aumentar el estigma y la discriminación tanto contra 
ellas, como contra sus cuidadores y con el personal de apoyo. Aun-
que la capacidad jurídica fue reconocida como un derecho humano 
en la Convención, lo cual es un logro de la mayor importancia para 
toda la sociedad, la amenaza proviene de las interpretaciones de la 
SCJN, de que todas las personas poseen las habilidades necesarias 
para evaluar los riesgos generados por sus comportamientos para 
sí y otras personas, independientemente de su estado mental. En 
consecuencia, la internación y el tratamiento involuntarios en ca-
sos excepcionales, la toma de decisiones por sustitución por el per-
sonal de apoyo y la desviación hacia el sistema de justicia penal, se 
consideran elevados riesgos. Así, urge que la SCJN someta a una 
reconsideración completa sus criterios y jurisprudencias por grave 
discapacidad mental, con la participación de los profesionales de 
la salud, el personal de apoyo, familiares y una amplia gama de gru-
pos de usuarios e instituciones.84

El abuso de los derechos humanos de las personas con disca-
pacidades mentales está bien documentado, y los malos tratos y la 
negligencia son frecuentes en todos los países, y más graves toda-

84	 	Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories…”, cit., pp. 
844-850.

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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vía en los países de ingresos bajos y medios, donde las violaciones 
ocurren a menudo en ausencia de legislación adecuada. En este 
contexto, la adopción de la CDPD cuyo objetivo explícito es pro-
mover y asegurar el disfrute pleno e igual de todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de la PsD y promover el 
respeto de su dignidad inherente, es sumamente bienvenida.

Sin embargo, preocupa que los derechos expresados con tanta 
elocuencia en la Convención y las acciones requeridas por los Es-
tados ratificantes se vean seriamente amenazados a nivel nacional 
por resoluciones emitidas por la SCJN aquí examinadas, y a nivel 
internacional por el Comentario General No.1 del Comité de los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU, organis-
mo encargado de interpretar la Convención.

Para efectos de esta investigación, basta señalar que el Comen-
tario General No.1 rechaza los conceptos prevalentes de capaci-
dad mental en la comunidad médica y científica, y busca abolir 
todas las formas de toma de decisiones por sustitución o tutela, la 
internación involuntaria y el tratamiento en cualquier circunstan-
cia o por cualquier periodo de tiempo, así como las consecuencias 
de la discapacidad mental grave respecto del sistema penitencia-
rio. Es ampliamente debatible si este comentario refleja fielmen-
te la intención del texto de la Convención y de los países parte 
(por ejemplo, países como Australia, Canadá, Estonia, Noruega y 
Polonia presentaron reservas desde el principio). No obstante, es 
importante destacar que tras la publicación del Comentario Ge-
neral, los países parte de la CDPD están enfrentando una intensa 
presión para implementar cambios de gran alcance que desafían 
o quebrantan principios fundamentales de la atención y el trata-
miento en salud mental, hasta ahora ampliamente aceptados bajo 
una perspectiva de derechos humanos. La magnitud de los cam-
bios solicitados a los países es enorme, y sus implicaciones pasaron 
mayormente desapercibidas para la mayoría de los gobiernos. Este 
cambio en el enfoque llevó al Comité a afirmar que los Estados 
parte tienen la obligación de exigir a todos los profesionales de la 
salud y médicos (incluidos los profesionales de psiquiatría) a obte-
ner el consentimiento libre e informado de las personas con disca-



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 161

pacidad mental antes de cualquier tratamiento, y que no permitan 
la admisión al hospital a menos que sea solicitada por el usuario, 
lo cual evidentemente no sucederá, por ejemplo, con las PDMS. 85

El Comentario General define la capacidad mental como 
“las habilidades de toma de decisiones de una persona” y recha-
za las concepciones médicas prevalentes de la capacidad mental, 
señalando que es “altamente controvertida”, y que la capacidad 
mental “no es, como se presenta comúnmente, un fenómeno ob-
jetivo y científico”. El Comité argumenta que la capacidad men-
tal y la capacidad jurídica no deben ser “confundidas”, y que 
la pérdida de las habilidades de toma de decisiones no debería 
justificar la suspensión de la capacidad jurídica. Aunque estamos 
plenamente de acuerdo en el reconocimiento de la capacidad ju-
rídica como derecho humano, una parte importante de la comu-
nidad médica considera que la interpretación y las conclusiones 
del Comité son altamente problemáticas. Si bien la discapacidad 
no debe ser nunca razón suficiente para la suspensión de los dere-
chos de una persona, no obstante, cuando en un caso determinado 
se demuestre, a partir de una evaluación psiquiátrica exhaustiva, 
que la persona carece de capacidad para la toma de decisiones 
en un dominio particular y en un momento específico (por ejem-
plo, respecto a la admisión hospitalaria, el tratamiento médico o 
las transacciones financieras), la capacidad jurídica de la persona 
debe permitir jurídicamente la realización de ajustes necesarios 
para garantizar el acceso a sus derechos humanos.86

Regresando al análisis de las sentencias de la SCJN, su im-
pacto podría resultar negativo para las PDMS, y en lugar de for-
talecer sus derechos humanos, varios de ellos, como el disfrute del 
más alto nivel de salud posible, el acceso a la justicia, el derecho 
a la libertad e incluso el derecho a la vida, podrían verse violados 

85		 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de las Naciones 
Unidas, “Article 12: Equal Recognition Before the Law”, General Comment No. 1 (2014), 
sesión 11, 31 de marzo-11 de abril, 2014, disponible en: https://documents.un.org/doc/
undoc/gen/g14/031/20/pdf/g1403120.pdf (fecha de consulta: 1 de diciembre de 2024).

86		  Ibidem, pp. 844 y 845.
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y sujetos a consecuencias no deseadas. Además, los derechos de 
otros, como los de los familiares y miembros de la sociedad, tam-
bién podrían verse vulnerados. Veamos a continuación cuales de-
rechos podrían ser vulnerados.

I. Consentimiento informado

El consentimiento informado para el tratamiento o la admisión hos-
pitalaria es un principio ético fundamental en la atención sanitaria 
y no debería ser ignorado sin una consideración y evaluación ri-
gurosas. Sin embargo, hay ocasiones en que no es posible obtener 
el consentimiento informado debido a la condición de la persona, 
y debe ser superado, especialmente cuando está en riesgo la vida. 
Con respecto a los tratamientos que salvan vidas, una persona en 
coma o una persona con una enfermedad neurológica grave, por 
ejemplo, podría necesitar tratamiento sin su consentimiento infor-
mado por la sencilla razón de que es imposible obtenerlo. Por lo 
tanto, una presunción universal de capacidad jurídica y la primacía 
de la toma de decisiones apoyadas no pueden ser absolutas, deben 
considerarse excepciones y permitirse los ajustes razonables. Esto 
debe aplicarse tanto a la salud física como a la salud mental.

Excluir cualquier excepción a la presunción de capacidad 
jurídica debido a un severo deterioro mental y, como resultado, 
impedirle ser tratada bajo circunstancias excepcionales, podría 
violar sus derechos y, en algunas circunstancias, resultar en daño 
propio o a otros.

Por ejemplo, la Ley de Capacidad Mental (2005) del Reino 
Unido establece que una persona tiene capacidad en relación 
con un tema específico si puede comprender la información, te-
ner creencias o conocimientos sobre la misma, retener la infor-
mación, sopesarla o utilizarla, y comunicar su decisión. Los prin-
cipios de esta ley están establecidos en el artículo 1o. y son los 
siguientes: a) se debe presumir que toda persona tiene capacidad 
al menos que se establezca por los medios pertinentes que carece 
de la misma; b) una persona no debe ser tratada como incapaz 
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para tomar una decisión al menos que todas las acciones necesa-
rias para ayudarle a tomarla hayan sido realizadas sin éxito; c) una 
persona no deber tratada como incapaz para tomar una decisión 
sólo porque tome una decisión equivocada; d) cualquier acto o de-
cisión en representación de una persona que carece de capacidad 
debe ser tomada o realizada en su mejor interés; e) antes de que la 
acción sea tomada o realizada, se debe considerar si es necesaria 
para el propósito efectivamente buscado, de la manera menos res-
trictiva para los derechos de la persona y su libertad de acción. En 
su artículo 2o. establece que una persona carece de capacidad si 
en relación con cualquier materia no está en condiciones de tomar 
una decisión por sí misma en relación con esa materia, debido a un 
deterioro o a cualquier trastorno cerebral o de la mente, sin impor-
tar si son permanentes o temporales.87 Aunque esta ley británica 
no es obligatoria, establece una serie de principios que ayudan y 
sirven de guía para la toma de decisiones cuando una persona está 
inhabilitada física o mentalmente para tomar decisiones.

En consecuencia, cuando una persona padece una severa dis-
capacidad mental y no posee capacidad de toma de decisiones, 
el consentimiento informado no es informado y, por lo tanto, no 
es válido. En situaciones críticas, la capacidad para dar consenti-
miento informado puede verse afectada por diversas condiciones, 
tanto las físicas como mentales. Desconocemos si la SCJN acepta-
ría excepciones al principio del consentimiento informado en las 
situaciones antes descritas. Por lo tanto, podríamos imaginar que, 
si una persona tiene un diagnóstico de enfermedad mental severa 
y presenta una infección que provoca delirium, y se niega a reci-
bir un tratamiento que le salvaría la vida, podría dejársele morir 
conforme a una interpretación estricta de la Convención, o ser 
tratada sin su consentimiento cuando su negativa al tratamiento 
se deba al delirium y a su enfermedad mental.88

87	  	UK Public General Acts, Mental Capacity Act 2005, disponible en: 
https://www.legislation.gov.uk/ukpga/2005/9/pdfs/ukpga_20050009_en.pdf (fecha 
de consulta: 2 de diciembre de 2005).

88		 Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories…”, cit., p. 846.
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II. El derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud

La mejor evidencia hasta la fecha sobre trastornos psiquiátricos in-
dica que algunas enfermedades psicóticas graves pueden afectar la 
aptitud para tomar decisiones. Por ejemplo, la Clasificación Inter-
nacional de Enfermedades desarrollada por la Organización Mun-
dial de la Salud (ICD-10), afirma que

los trastornos esquizofrénicos se caracterizan en general por dis-
torsiones fundamentales y características del pensamiento y la 
percepción... Los fenómenos psicopatológicos más importantes 
incluyen eco del pensamiento, inserción o retiro del pensamiento, 
transmisión del pensamiento, percepción delirante y delirios de 
control; influencia o pasividad; voces alucinatorias que comentan 
o discuten con el paciente en tercera persona; trastornos del pen-
samiento y síntomas negativos

En estos casos la habilidad para tomar decisiones puede es-
tar afectada; en consecuencia, simplemente apoyar las decisiones 
deseadas (como pretende la SCJN y la Convención) por una per-
sona en un estado de psicosis grave, incluidas las decisiones de 
tratamiento, podría socavar gravemente su derecho a la atención 
de salud. En el caso de la psicosis, podríamos estar minando el 
derecho a la salud, al permitirle permanecer en un estado psicó-
tico, y nunca llegar a un punto donde pueda rechazar o aceptar 
un tratamiento de manera informada. La pregunta entonces es si 
el tratamiento involuntario de una persona con psicosis puede ad-
ministrarse sólo hasta que haya una recuperación suficiente para 
tomar una decisión informada, lo cual resulta sumamente riesgo-
so. Más todavía, esto puede ser imposible con el alzhéimer y cual-
quiera de las demencias seniles en avanzado proceso.89

Incluso si el derecho a la salud no es una justificación suficien-
te para tratar a una persona sin su consentimiento, ¿qué sucede si 

89	 	Ibidem
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una persona con enfermedad mental representa un peligro para sí 
misma o para otros? Por ejemplo, ¿qué pasa si la persona escucha 
voces que le indican hacerse daño o lastimar a otra persona? ¿De-
beríamos entonces dejar que esta persona se haga daño a sí misma 
o a otros, o permitir que termine en la cárcel en lugar de admi-
tirla en un hospital sin su consentimiento? (Véase también “De-
recho a la libertad”). Si bien estamos totalmente de acuerdo con 
el argumento de que las admisiones involuntarias y los tratamien-
tos obligatorios se pueden utilizar excesivamente, y han resultado 
históricamente en la violación de derechos, no podemos aceptar 
que la eliminación completa de la admisión y el tratamiento invo-
luntarios promueva los derechos de las personas con enfermedad 
mental severa.

Aunque el Comité favorece las directrices anticipadas median-
te las cuales una persona planifica de antemano para un periodo 
en el cual “pueda no ser capaz de comunicar sus deseos a otros”, 
pero al mismo tiempo sostiene que una persona tiene capacidad 
jurídica en todo momento, entonces todo resulta inconsistente, y 
las directrices anticipadas serían imposibles. Presumiblemente, se 
refiere a los deseos expresados en un estado de bienestar, y no a 
aquellos manifestados durante una exacerbación aguda y severa 
de una enfermedad mental. En este caso, el argumento del Comité 
es inconsistente. Si todas las personas con discapacidades menta-
les tuvieran habilidades para tomar decisiones en todo momento 
(como sugiere el Comité), seguramente no habría necesidad de di-
rectrices anticipadas.90

III. Derecho a la libertad y a la seguridad física

La CDPD establece que “la existencia de una discapacidad no 
justificará en ningún caso una privación de la libertad”. Este es un 
principio importante, que merece apoyo, especialmente porque la 
discapacidad mental ha sido históricamente utilizada como justi-

90	 	Idem.
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ficación para retirar a las personas de sus comunidades y restrin-
girlas en instituciones. Sin embargo, si una persona en un estado 
de esquizofrenia o psicosis grave lesionara a otro o lo matara, la 
aplicación de una regla absoluta que impida admitir a una persona 
debido a una discapacidad mental podría, en algunas circunstan-
cias, resultar en una privación de libertad a largo plazo —posible-
mente en una prisión— en lugar de una “privación” más breve 
en un hospital. En varios países, además de la enfermedad mental 
grave, el peligro para sí mismo o para otros es una condición pre-
via para admitir a una persona sin su consentimiento, como una 
protección adicional contra admisiones arbitrarias o innecesarias. 
En consecuencia, al admitir temporalmente a una persona sin su 
consentimiento, se puede evitar una privación de libertad a largo 
plazo por la comisión de un delito.91

IV. Derecho a la justicia

Aunque la SCJN ni el Comité abordan directamente el desvío 
de las PDMS hacia el tratamiento de salud mental, la presunción de 
plena capacidad jurídica las sometería ipso facto al sistema de justicia 
penal. En efecto, si se asume que una persona con discapacidad 
mental grave siempre tiene agencia y capacidad jurídica, entonces 
la competencia para ser juzgado criminalmente y la responsabili-
dad penal por sus acciones se desprenden necesariamente de ello. 
Así, en el contexto del derecho penal, la transferencia involuntaria 
de una persona con discapacidad mental severa a instalaciones de 
salud mental, dentro o fuera de una prisión, o la imposición de tra-
tamiento de salud mental como condición de libertad condicional o 
bajo palabra, violaría el artículo 14 de la CDPD, y no podría consi-
derarse una salvaguarda razonable para la discapacidad.92

Una PDMS se encuentra, con frecuencia, imposibilitada para 
conocer la naturaleza de los hechos delictivos, ya que su voluntad 

91	 	Ibidem, pp. 846 y 847.
92	 	Ibidem, p. 847.
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se encuentra alterada, lo cual le puede orillar a realizar la conduc-
ta típica y antijurídica. En los tribunales, para la comisión de un 
delito se necesita acreditar la culpabilidad de la persona, la cual se 
determina una vez identificado el dolo o la culpa. Sin profundizar 
en el tema, por no ser el espacio para ello, el principio de culpabi-
lidad presupone lógicamente la libertad de decisión de la persona, 
y sólo cuando existe la capacidad de determinación conforme al 
sistema jurídico puede ser considerado responsable el autor de 
cometer el hecho antijurídico.93 Por su parte, el dolo implica el 
conocimiento de los hechos y la voluntad de realizarlos, mientras 
la culpa se refiere a los deberes de cuidados que debe tener toda 
persona para evitar la comisión de un delito, en otras palabras, la 
culpa es la ejecución de un acto punible que pudo y debió ser pre-
visto, sin embargo, por falta de previsión del agente se produjo un 
efecto lesivo de los valores jurídicamente protegidos.94

Así, hechos dolosos y culposos pueden ser ejecutados por las 
PDMS, y su voluntad y deberes de cuidados encontrarse grave-
mente afectados. Por ejemplo, en una PDMS con voluntad altera-
da y ansiedad, está contraindicado manejar un automóvil, porque 
podría causar un accidente que lesione o quite la vida a sí misma 
u a otras personas; asimismo, para una persona con demencia se-
nil avanzada y memoria de corto plazo abolida no es conveniente 
vivir sola porque puede dejar las llaves del gas abiertas y provocar 
una explosión, que, igualmente, lesione o prive de la vida a otras 
personas. En síntesis, la capacidad jurídica de la PDMS sin ajustes 
necesarios, como presupone la SCJN, las expone a la comisión de 
una gran variedad de delitos donde podría no operar la excluyen-
te de la responsabilidad contenida en el artículo 15, fracción VII, 
del Código Penal Federal, que a la letra dice:

93		 Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas, Tratado de derecho penal. Parte 
general, vol. 1, 5a. ed., Olmedo Cardenete, Miguel (trad.), Perú, Instituto Pacifico, 
2014, pp. 600 y 601.

94	 	Jiménez de Asúa, Luis, Principios de derecho penal. La ley y el delito, Argentina, 
1997, pp. 359-387; véase también, Plascencia Villanueva, Raúl, Teoría del delito, 
México, UNAM-IIJ, pp. 115 y 116.
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Artículo 15. El delito se excluye cuando:
VII. Al momento de realizar el hecho típico, el agente no ten-

ga la capacidad de comprender el carácter ilícito de aquél o de 
conducirse de acuerdo con esa comprensión, en virtud de pade-
cer trastorno mental o desarrollo intelectual retardado, a no ser 
que el agente hubiere provocado su trastorno mental dolosa o 
culposamente, en cuyo caso responderá por el resultado típico 
siempre y cuando lo haya previsto o le fuere previsible.

En la excluyente de responsabilidad penal y la presunción de 
inocencia de las PDMS tampoco se podrían aplicar las Reglas 
de M’Naghten, las cuales son fundamentales en muchos países de 
derecho anglosajón. Estas son un conjunto de criterios legales uti-
lizados para determinar la responsabilidad penal de una persona 
con un trastorno mental al cometer una conducta típica y antiju-
rídica. Estas reglas tuvieron su origen en el Reino Unido en 1843, 
cuando Daniel M’Naghten mató a Edward Drummond, secreta-
rio del primer ministro británico, sir Robert Peel, creyendo que 
era perseguido por una conspiración. M’Naghten fue declarado 
no culpable debido a su trastorno mental, lo cual generó un debate 
sobre la evaluación de su responsabilidad penal. Ese mismo año, el 
Parlamento británico estableció las Reglas de M’Naghten en res-
puesta a este caso, las cuales se resumen en dos principios clave:

1. Incapacidad para comprender la naturaleza del acto

La persona no será culpable si, debido a una enfermedad 
mental, es incapaz de comprender la naturaleza de sus acciones.

2. Incapacidad para reconocer que el acto está mal

La persona también puede ser considerada inimputable si a 
consecuencia de su enfermedad mental es incapaz de compren-
der que su acción es moralmente incorrecta.
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Por lo anterior, surgen severos problemas para determinar un 
justo acceso a la justicia cuando una PDM es encarcelada en lugar 
de ser dirigida a un tratamiento de salud mental. Primero, el tra-
tamiento en prisión, incluso si el recluso aceptara el tratamiento, 
probablemente sería menos efectivo que en un hospital debido 
a las diferencias en la experiencia del personal y el entorno. Se-
gundo, en los penales, la persona podría ser víctima de violencia 
debido al estigma y la discriminación contra personas con tras-
tornos mentales; y tercero, si el prisionero fuera “perturbador”, 
las autoridades penitenciarias tendrían poco poder para brindar-
le asistencia médica a menos que se diera el consentimiento. En 
vista de las circunstancias en la mayoría de las prisiones, el com-
portamiento psicótico podría traer graves consecuencias contra 
la PDMS, ya sea por parte de las autoridades penitenciarias o de 
otros reclusos. Por lo tanto, condenar a una persona que come-
tió un delito como resultado de una enfermedad mental grave y 
sentenciarla a prisión en lugar de dirigirla a un lugar donde se 
pudiera tratar su padecimiento mental, no será en su beneficio.95

V. Derecho a la vida

Además, las sentencias de la SCJN y el Comentario General pa-
recen prohibir los intentos de prevenir el suicidio de una PDMS 
por parte de familiares, personas de apoyo, comunidades o profe-
sionales clínicos si cuando estos intentos implican la admisión o el 
tratamiento sin consentimiento. En algunos casos, esta limitación 
cerraría opciones viables para salvar vidas, lo cual resulta especial-
mente trágico cuando la ideación suicida está directamente vincu-
lada con la toma de decisiones deteriorada por el trastorno mental, 
que pudo haber sido modificado mediante admisión o tratamien-
to. Como se examinó arriba, aproximadamente un 10% de las 

95		 Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories…”, cit., 
p. 847.
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personas con esquizofrenia severa llegan a suicidarse;96 asimismo, 
la demencia y otros trastornos psiquiátricos están asociados con el 
incremento de suicidios.97 En el caso de ser posible salvar una vida 
de un suicidio, sostenemos que las resoluciones de la SCJN y del 
Comité de nunca permitir el tratamiento involuntario es errónea 
y evitar la sustitución de la voluntad en casos excepcionales es pe-
ligrosa, entre otras razones porque existe evidencia científica de 
que el ingreso a la hospitalización o las casas de cuidado reducen 
el riesgo de suicidio.98

VI. Incremento del estigma y la discriminación

Aunque proporcionalmente mayores al resto de la población, los 
eventos en los cuales las personas con discapacidad mental se aso-
cian con comportamientos violentos y criminales son raros, sin 
embargo, intensifican este estigma social. De esta manera, podría 
imaginarse como consecuencia de las resoluciones de la SCJN que 
hubiera más personas con enfermedades mentales graves sin tra-
tar en la comunidad, lo cual podría exacerbar la ignorancia, el 
miedo y el estigma sobre las PDMS del resto de la población. Una 
consecuencia no intencionada de esas resoluciones podría ser un 
aumento de las acciones civiles o penales contra las PDMS que 
hubieran sido abandonadas en la comunidad por la imposibili-
dad de sus cuidadores y personas de apoyo para auxiliarles en el 
cuidado de su salud, ante su constante negativa de seguir sus tra-
tamientos médicos.99 Por ejemplo, según un informe realizado por 
la Comisión de Derechos Humanos de la CDMX sobre personas 

96		 Arseneault, Louise et al., “Mental Disorders and Violence…”, op. cit.
97		 Seyfried, Lisa S. et al., “Predictors of  Suicide in Patients with Dementia”, 

Alzheimer’s & Dementia, vol. 7, núm. 6, noviembre de 2011, pp. 567-573, dis-
ponible en: https://doi.org/10.1016/j.jalz.2011.01.006

98		 Idem.
99		 Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories…”, op. cit., 

p. 847.
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en situación de calle, el 28% de las personas en esta situación se-
ñalaron poseer alguna discapacidad motriz, visual o psicosocial.100

VII. ¿Cómo llegamos a esta situación?

En este momento es pertinente preguntarnos por qué las resolu-
ciones y las interpretaciones de la SCJN desinstitucionalizan tan 
radicalmente las instituciones para la protección de las personas 
con discapacidad, los acuerdos del federalismo en materia fami-
liar, acuerdos intergubernamentales previos y lo que actualmente 
se considera la mejor práctica médica. La respuesta posiblemen-
te encuentre su explicación en dos razones: a) la total ausencia 
de evidencia científica y de consultas a los expertos por parte de 
la SCJN antes de emitir sus sentencias respectos de la salud de las 
personas interdictas, esto no obstante la existencia de un convenio 
de colaboración entre el máximo tribunal y la Academia Mexica-
na de Ciencias, como se mencionó arriba, y b) en la inexistente 
consulta con otras personas con discapacidad mental.

Aunque reconocemos que muchos usuarios de servicios de 
salud mental y organizaciones que abogan en su nombre consi-
deraran necesaria la eliminación de cualquier mecanismo de sus-
titución de la voluntad aun en casos de extrema necesidad, esta 
no es la opinión de todos los pacientes.

Por ejemplo, existe evidencia suficiente de que no todos los 
pacientes con trastornos mentales están en contra de la admi-
sión y el tratamiento involuntario en centros hospitalarios o en 
centros de cuidados. En respuesta a un cuestionario realizado a 
una organización de usuarios de los servicios de salud mental del 
Departamento de Salud de Sudáfrica sobre si deberían permitir-

100	 	Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, Derechos hu-
manos de las personas en situación de calle de la ciudad de México, México, 2023, p. 
78, disponible en: https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2024/02/Personas-en-
situacion-de-calle-DIG.pdf  (fecha de consulta: 11 de diciembre de 2024).
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se la admisión y el tratamiento involuntarios, el movimiento de 
usuarios expreso que

…la organización está a favor de la admisión involuntaria… Re-
conocemos que en ocasiones, como usuarios de servicios de salud 
mental, recaemos y nos volvemos mentalmente inestables, y, por 
ende, no somos capaces de actuar en nuestro mejor interés, espe-
cialmente en lo que respecta al tratamiento y las diferentes formas 
de obtener el tratamiento necesario, lo cual puede justificar la ad-
misión involuntaria. También reconocemos que a veces algunos 
de nosotros podríamos llegar a ser verbal o físicamente abusivos 
o amenazantes, y es entonces responsabilidad del Estado prote-
ger a quienes nos rodean y protegernos de causarnos daño”. Este 
mismo grupo realizó una encuesta entre sus miembros en 2013 y 
encontró que el 99% consideraba que “la medicación psiquiátri-
ca ha resultado en una mejor salud mental y en una mejora en la 
calidad de vida.101

En India, Pathare y colegas encontraron que el 93.3% de los 
usuarios de servicios reconocían la “necesidad de ser llevados a 
una clínica u hospital para ver a un médico durante un periodo de 
incapacidad para tomar decisiones”, e identificaron diversas seña-
les de advertencia, entre ellas: “incapacidad para tomar decisiones 
por mi cuenta”, “agredir a mi familia o a mis mascotas”, “no inte-
ractuar con nadie” y “hablar demasiado conmigo mismo”.102

Además, algunas organizaciones enviaron declaraciones 
para ser consideradas por el Comité al finalizar la redacción del 
Comentario General No.1, donde planteaban la necesidad de 
usos limitados del tratamiento involuntario, incluyendo la Aso-
ciación Nacional Sueca de Salud Social y Mental (RSMH), la 
Federación Noruega de Organizaciones de Personas con Disca-

101		 Colin Freeman, Melvyn et al., “Reversing Hard Won Victories…”, cit., p. 
848. La traducción es mía.

102		 Pathare, Soumitra y Shields, Laura S., “Supported Decision-Making for 
Persons with Mental Illness: A Review”, Public Health Reviews, vol. 34, núm. 15, 
2012.
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pacidad y el Instituto Danés de Derechos Humanos. La Asocia-
ción Sueca expresó:

Como se indica en este y otros contextos, el RSMH cree firme-
mente que la toma de decisiones con apoyo en general es la mejor 
opción para acomodar y apoyar los derechos del individuo tanto 
bajo la convención como en un sentido práctico… Sin embargo, 
en nuestra opinión, existen algunas circunstancias en las que un 
nivel inaceptable de riesgo para el individuo con capacidad men-
tal seriamente disminuida puede justificar la intervención para 
evitar el daño o el derecho a vetar decisiones necesarias cuando 
hay periculum in mora.103

Varios Estados parte también presentaron declaraciones en 
apoyo a la toma de decisiones sustitutiva en circunstancias limi-
tadas para ser consideradas por el Comité en la finalización del 
Comentario General No.1, entre ellos, Noruega, Alemania, Di-
namarca y Francia. La declaración de Noruega se remitía a las 
declaraciones interpretativas realizadas por el país en el momen-
to de la ratificación, reservándose el derecho de retirar la capaci-
dad legal y permitir la atención o el tratamiento compulsorio en 
circunstancias limitadas. Refiriéndose a sus declaraciones inicia-
les, Noruega afirmó:

La existencia de varias declaraciones similares a las de Noruega, 
los informes estatales presentados al Comité y la legislación na-
cional reciente destinada a implementar la Convención, indican 
una comprensión general entre los Estados parte de que la Con-
vención permite la toma de decisiones sustitutiva, siempre que 
dichas disposiciones cumplan con ciertos criterios y estén sujetas 
a salvaguardias legales.104

Alemania informó en su declaración:

103	 	Idem
104		 Idem
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Parece, por lo tanto, que la interpretación del Comité no es com-
partida por los Estados parte en general; ni siquiera por una mi-
noría sustancial… Aunque compartimos la opinión de que el apo-
yo a las personas con discapacidad es la mejor manera de ayudarlas 
a ejercer sus derechos, Alemania sigue convencida de que existen 
situaciones donde las personas con discapacidad simplemente no 
pueden tomar decisiones incluso con el mejor apoyo disponible. 
Por lo tanto, aunque representa un cambio de enfoque de la toma 
de decisiones sustitutiva a la toma de decisiones con apoyo, la Con-
vención no podría excluir la posibilidad de la toma de decisiones 
sustitutiva en algunos casos.105

105		 Idem.



175

CONCLUSIONES 
Y PROSPECTIVA

Primera

Conforme a la teoría institucionalista, el análisis longitudinal de 
las sentencias de la SCJN en materia de discapacidad para las per-
sonas interdictas y con tutelas permite identificar tres tendencias 
respecto de la evolución de estas resoluciones, las cuales van desde 
una posición moderada propicia para la reforma de las institucio-
nes hasta una postura radical de desinstitucionalización mediante 
la declaración de inconstitucionalidad de esas instituciones, lo cual 
denominé “abrogación” vía judicial.

Así, en los primeros años, la Corte favoreció una interpretación 
conforme a la CDPD de las instituciones de la interdicción y la tu-
tela; de esta manera, permitió su adaptación al nuevo modelo de 
discapacidad social de la Convención, ante la insuficiencia de la 
legislación para construir las nuevas instituciones requeridas por 
el tratado internacional.

En un segundo momento, cuando los jueces de distrito y los 
tribunales colegiados se inclinaban decididamente por la interpre-
tación conforme, a través de su facultad de atracción, la SCJN de-
claró sucesivamente la inconstitucionalidad de los artículos rela-
tivos a la interdicción y a la tutela de cuatro entidades federativas 
(CDMX, Estado de México, Aguascalientes y Jalisco) e instruyó 
a los tribunales locales para implementar el nuevo modelo de la 
discapacidad de la Convención de manera directa sin la existen-
cia de la legislación adecuada; esta actitud de los ministros ex-
hibió una posición relativamente drástica por parte de la SCJN: 
drástica para las entidades donde se abrogaban las instituciones 

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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tradicionales, pero moderada para otros estados donde seguían 
operando.

Finalmente, en el tercer momento durante 2021, mediante 
la emisión de jurisprudencias por precedente, la SCJN declaró la 
inconstitucionalidad las instituciones de la interdicción y la tutela 
a nivel nacional. En este momento, la SCJN ya no optó por la re-
forma y el ajuste incremental de las instituciones, sino por una vía 
radical de desinstitucionalización, aun cuando se carecía de la le-
gislación indispensable a nivel nacional y estatal para la creación 
del nuevo modelo social, de apoyos y salvaguardias contenido en 
la Convención.

Además, conforme a la teoría del precedente, y por referirse 
a hechos diferentes, es muy controvertible que las jurisprudencias 
producidas en los amparos en revisión 4/2021 y 4193/2021 sean 
aplicables a todos los casos de discapacidad y sistemas de apoyo. 
En efecto, en la aplicación del precedente no bastan razonamien-
tos jurídicos semejantes, sino también debe existir similitud entre 
hechos, ya que discapacidades diferentes generan hechos distin-
tos; en otras palabras, no se puede tratar a todas las discapacida-
des de igual manera sin violentar el principio constitucional de 
igualdad jurídica.

Probablemente, la intención de la SCJN de abrogar por vía 
judicial a dos instituciones históricas para la asistencia de la dis-
capacidad, obedeciera a la necesidad de incentivar a los órganos 
legislativos federal y de las entidades federativas a emitir la le-
gislación civil y familiar necesarias para la implementación del 
nuevo modelo; sin embargo, la precipitación de esta decisión, 
en realidad, terminó dejando sin instituciones de asistencia a 
las PsD con requerimientos de apoyos mayores, obligando a los 
jueces y tribunales locales a improvisar la aplicación de la Con-
vención, sin la experiencia y el apoyo legislativo necesarios para 
tal efecto.

Este vacio institucional persiste hasta el día de hoy en la juris-
dicción local, máxime que el Código Nacional de Procedimien-
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tos Civiles y Familiares fue promulgado hasta el 7 de junio de 
2023 en el DOF, y entrará en vigor gradualmente tanto a nivel 
federal como local previa declaratoria de los órganos legislativos 
correspondientes, sin exceder del 1o. de abril de 2027. Conforme 
al nuevo modelo de la CDPD, este Código ya no contempla las 
instituciones de interdicción ni tutela, y sólo se refiere a la desig-
nación de apoyos extraordinarios.

Sin embargo, ni la LGIPD ni las leyes para la inclusión de 
las PsD de las entidades federativas contemplan las disposicio-
nes suficientes para la construcción del entramado institucional 
indispensable para garantizar la implementación del modelo de 
apoyos ni el sistema de salvaguardias requerido para el acceso a 
los derechos humanos de las PsD, particularmente de las PDMS.

Segunda

Las declaraciones de inconstitucionalidad realizadas por 
la SCJN en materia de discapacidad produjeron un sistema de 
“abrogación” normativa proveniente de órgano distinto al Le-
gislativo. Es decir, ni el legislador federal ni local fueron quienes 
establecieron las pautas para la sustitución de las instituciones 
tradicionales para la asistencia de las PsD y la plena incorpora-
ción de la CDPD al sistema jurídico mexicano; esta se realizó 
mediante la declaración de nulidad de las correspondientes ins-
tituciones vía judicial.

Estas declaraciones de inconstitucionalidad en la praxis impli-
caron la abrogación de las instituciones tradicionales para la asis-
tencia de la discapacidad sin que el Estado mexicano, a través de 
los poderes legislativos y ejecutivo, diseñara con anticipación las 
nuevas instituciones requeridas para la adopción del modelo so-
cial de la CDPD. Esto exhibió una ausencia de coordinación entre 
los poderes constituidos para el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales, con graves repercusiones para la asistencia de las 
PsD cuya materia es de atención urgente en los tribunales del fuero 
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común, a las cuales se les dejó sin las instituciones suficientes para 
la asistencia requerida.

Tercera

El presente estudio longitudinal exhibe un abierto activis-
mo de la SCJN en las materias civil y familiar, tradicionalmente 
asuntos del fuero común en un estado federal, y podría significar 
una abierta injerencia de la federación en materias de compe-
tencia local. Esto porque las materias de interdicción y tutela de 
PsD están asociadas a las dinámicas y conformaciones familiares.

Además, este activismo judicial compite abiertamente con 
los otros órganos políticos del Estado, particularmente con los ór-
ganos legislativos federal y estatales, los que compete producir la 
legislación en esas materias. La politización de la SCJN en temas 
tan sensibles como la discapacidad y los derechos de las mino-
rías sin obtener los suficientes consensos sociales e institucionales, 
probablemente esté en el origen de la disputa entre los poderes 
estatales que provocaron la reforma estructural del Poder Judi-
cial federal publicada en el DOF el 15 de septiembre de 2024. 
Para comprobar esta hipótesis son indispensables más estudios 
longitudinales sobre las sentencias de la SCJN para determinar 
el comportamiento político de la SCJN en otras materias de alto 
impacto nacional, como la conformación de las estructuras fami-
liares, el gasto público o la seguridad pública, por mencionar sólo 
algunos ejemplos sustantivos.

Cuarta

Aunque son bienvenidos el reconocimiento de la plena capa-
cidad jurídica de las PsD y el nuevo MATD de la Convención, 
reproducidos en las sentencias examinadas, esto no garantiza per se 
el acceso al resto de los derechos humanos de estas personas mien-
tras no se construyan las instituciones requeridas por el artículo 
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12 de la CDPD para crear un sistema de apoyos, salvaguardias y 
ajustes necesarios para las PsD conforme al nuevo modelo social 
de la Convención. La creación de ese sistema implicaría la crea-
ción de un Sistema Nacional de Cuidados para asistir y auxiliar 
a los cuidadores y personas de apoyo en la asistencia de las PsD, 
particularmente a las PDMS; de otra manera, se estaría en grave 
riesgo de incumplir con los compromisos internacionales asumi-
dos al suscribir la CDPD.

Para la construcción del Sistema Nacional de Cuidados es 
importante una reforma fiscal que permita destinar recursos a 
su construcción y consolidación, lo cual es cada vez más urgen-
te frente a la transición demográfica y el incremento porcentual 
de la población mayor de sesenta años, de la cual un porcentaje 
significativo padecerá algún tipo de discapacidad. Al respecto, 
ante el activismo judicial de la SCJN en materia de discapacidad, 
sorprende la ausencia de medidas fiscales y económicas para la 
construcción de ese sistema de cuidados por vía judicial, lo cual 
sí sucedió, por ejemplo, en la atención de los pacientes con VIH 
(amparo en revisión 378/2014), donde se instruyó a la Secretaría 
de Salud para redirigir su presupuesto para construir un pabellón 
especializado para esta población en el Instituto Nacional de En-
fermedades Respiratorias.

Quinta

A escala global se carece de evidencia empírica suficiente so-
bre la eficacia del MATD para determinar si realmente empo-
dera a las PDMS. La lentitud o pausa establecida en las inves-
tigaciones sobre los MATD, sobre todo para PDMS, subraya la 
necesidad de probar primero este modelo antes de aplicarlo, no 
sólo para los países de altos ingresos, sino también para los de 
mediano y bajo, y de esta manera evitar la disociación observada 
entre las legislaciones nacionales y estatales con las disposiciones 
de la CDPD.
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Sexta

Conforme al análisis longitudinal de las sentencias, la SCJN 
en sus resoluciones privilegia el modelo social de la CDPD so-
bre el modelo de derechos humanos proveniente del resto de los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos; esto 
puede ser particularmente grave para las PDMS.

Así, del análisis longitudinal de las sentencias de la SCJN, es 
evidente que su impacto podría resultar negativo para el acceso 
a los derechos humanos de las personas con demencia, como se 
demostró en el capítulo seis. Asimismo, se podrían violar diver-
sos derechos humanos de las PDMS, como se demostró en el 
capítulo siete; entre los derechos susceptibles de afectación se en-
cuentran los siguientes: consentimiento informado, el acceso al 
nivel más alto de salud posible, derecho a la libertad y seguridad 
jurídica, derecho a la justicia, derecho a la vida, e incluso podrían 
provocar el incremento del estigma y la discriminación en algu-
nos contextos, como el carcelario o comunitario.

Por ejemplo, la presunción de plena capacidad jurídica de 
las PDMS las sometería ipso facto al sistema de justicia penal. Si 
se asume que una persona con discapacidad mental grave siem-
pre tiene autonomía, entonces la competencia para ser juzga-
do criminalmente y la responsabilidad penal por sus acciones 
se desprenden necesariamente de ello sin operar la excluyente 
de responsabilidad correspondiente. Se debe reconocer que una 
PDMS con frecuencia se encuentra imposibilitada para conocer 
la naturaleza de los hechos delictivos porque su voluntad se en-
cuentra alterada, lo cual le puede orillar a realizar una conducta 
típica y antijurídica.

Así, la interpretación judicial de que todas las personas, par-
ticularmente las PDMS, poseen las habilidades necesarias para 
evaluar los riesgos generados por sus comportamientos para sí y 
otras personas, pone en peligro el acceso a los derechos humanos 
de esta población y de sus personas de apoyo. En consecuencia, 
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la SCJN debería generar nuevos criterios y jurisprudencias espe-
cíficos para personas por grave discapacidad mental, facilitando 
la colaboración tanto de los profesionales de la salud como del 
personal de apoyo, de los familiares y de los correspondientes gru-
pos e instituciones de asistencia.

Impedir estos ajustes razonables a la capacidad jurídica de las 
PDMS violentaría el artículo 4o. de la CDPD, el cual dispone que

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará disposi-
ciones que sean más propicias para la realización de los derechos 
de las personas con discapacidad y que puedan estar contenidas 
en la legislación de un Estado parte o en el derecho internacional 
vigente para ese Estado. No habrá restricción ni menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos y libertades fundamentales re-
conocidos o existentes en cualquier Estado parte en virtud de la 
presente Convención…

En consecuencia, una correcta interpretación de la Conven-
ción por los Estados parte debería permitir la toma de decisiones 
sustitutiva para las PDMS, siempre que éstas cumplan con cier-
tos criterios y estén sujetas a salvaguardias adecuadas.

Séptima

Los criterios judiciales sobre PsD deberían considerar los de-
rechos humanos de los cuidadores y de las personas de apoyo, 
porque son parte vital de la implementación del MATD conteni-
do en la CDPD. Como se demostró en la presente investigación, 
los cuidadores familiares y personas de apoyo experimentan un 
sensible deterioro en su bienestar emocional, físico y material, 
desarrollo personal, autodeterminación y relaciones interperso-
nales. Este deterioro afecta negativamente su calidad de vida que 
debería ser atendido conforme al nuevo modelo de discapacidad 
y reconocido por la OMS.
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Octava

En ninguna de los casos examinados la SCJN se allegó de 
las evidencias científicas y/o de las opiniones expertas necesarias 
para determinar la situación específica de las PsD; al respecto, 
es importante considerar que cada caso de discapacidad presen-
ta una situación específica y contextualizada; así las medidas de 
apoyo y salvaguardias requieren, con frecuencia, de los estudios y 
las evidencias científicas para su adecuada implementación.

La sustitución del modelo médico por el modelo social no 
exime a la autoridad jurisdiccional de allegarse de las evidencias 
científicas y las opiniones expertas necesarias para confeccionar 
el modelo de apoyos conveniente en cada caso concreto; de otra 
manera, los apoyos y las salvaguardias serían disfuncionales para 
las discapacidades en lo particular y no garantizarían el acceso 
de la PsD a sus derechos humanos.

El presente análisis longitudinal de sentencias demuestra 
cómo la SCJN fue inconsistente con su política judicial de alle-
garse de las evidencias científicas necesarias para la protección 
de las personas, como sí lo hizo en otras materias sensibles du-
rante la décima y undécima época; si no se permiten estos ajustes 
a la capacidad jurídica, se estaría violentando el artículo 4o. de 
la CDPD.
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Anexo

ANÁLISIS COMPARATIVO DE LAS LEGISLACIONES ESTATALES SOBRE 
DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN MÉXICO

Entidad 
federativa

Nombre 
de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Aguasca-
lientes

Ley de Integración 
Social y Productiva 

de Personas con 
Discapacidad para 

el Estado de 
Aguascalientes.

14 de 
febrero 
de 2000

10 de 
junio 

de 2024

Comité Coordinador 
de Integración Social 
y Productiva de las 

Personas con Discapa-
cidad, sujeto al Ejecu-

tivo del Estado.

Establece políticas públicas, 
acciones afirmativas y ajustes 
razonables, pero no se identi-
fica la creación de un sistema 

de apoyos integral conforme al 
modelo social promovido por 

la CDPD.

Baja 
California

Ley para las Perso-
nas con Discapa-

cidad en el Estado 
de Baja California

15 de 
octubre 
de 2010

28 de 
julio 

de 2023

Consejo Consulti-
vo para las Personas 

con Discapacidad del 
Estado. 

Prevé ajustes razonables y ayu-
das técnicas pero no se identi-
fica la creación de un sistema 

de apoyos integral conforme al 
modelo social promovido por 

la CDPD.

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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Entidad
federativa

Nombre 
de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Baja 
California 

sur

Ley Estatal para 
la Inclusión de las 

Personas
con Discapacidad 
en Baja California 

Sur

27de 
enero 

de 2014

30 de 
abril 

de 2023

Instituto Sudcalifor-
niano para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad. 

Organismo descentra-
lizado con personali-
dad jurídica y patri-

monio propios.

La ley establece un Programa 
Estatal para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, 
que incluye medidas como 

ajustes razonables, diseño uni-
versal y programas de habilita-
ción y rehabilitación integral.

Campeche

Ley Integral para 
las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de 
Campeche

19 de 
julio de 
2012

31 de 
julio de 
2024

Consejo Estatal de 
Discapacidad de Cam-
peche, un organismo 
encargado de coordi-
nar políticas públicas, 
evaluar programas, 

garantizar derechos y 
promover la inclusión 
de las personas con 

discapacidad.

La ley establece el Sistema de 
Identificación y Atención de 

las Personas con Discapacidad, 
que coordina acciones relacio-
nadas con la accesibilidad, in-
clusión social y rehabilitación. 

Sin embargo, no menciona 
explícitamente un sistema inte-
gral de apoyos completamente 
alineado con el modelo social 

de la CDPD.
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Entidad 
federativa

Nombre 
de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Chiapas

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Chiapas

14 de 
junio de 

2023

Sin  
reformas 

a la 
fecha

Consejo Estatal para 
la Atención e Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad, 

un órgano consultivo 
del Poder Ejecutivo 

estatal.

La ley establece un Programa 
Estatal para el Desarrollo e 

Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, que incluye 

medidas relacionadas con sa-
lud, accesibilidad, educación, 
empleo y cultura, aunque no 
menciona explícitamente un 

sistema integral de apoyos con-
forme a la Convención.

Chihuahua

Ley para la Inclu-
sión y Desarrollo 

de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de 
Chihuahua

24 de 
enero de 

2018

4 de sep-
tiembre 
de 2024

Consejo para la Inclu-
sión y Desarrollo de 
las Personas con Dis-
capacidad, encargado 
de coordinar políticas 

públicas.

Establece el Sistema para la 
Inclusión y Desarrollo de las 

Personas con Discapacidad del 
Estado. Este sistema contempla 
ajustes razonables, accesibilidad 
universal; sin embargo, no con-

templa un modelo de apoyos 
para garantizar los derechos de 
las personas con discapacidad.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Ciudad de 
México

Ley para la Integra-
ción al Desarrollo 

de las Personas con 
Discapacidad de la 
Ciudad de México

10 de 
septiem-
bre de 
2010

12 de 
junio 

de 2023

Instituto de las Per-
sonas con Discapaci-
dad de la Ciudad de 

México, un organismo 
público descentraliza-
do con personalidad 
jurídica, patrimonio 
propio y autonomía 

técnica.

Establece un Programa para 
la Integración al Desarrollo de 
las Personas con Discapacidad 
de la Ciudad de México, que 
incluye medidas relacionadas 

con accesibilidad, ajustes razo-
nables, y programas de inclu-
sión educativa y laboral. Sin 

embargo, no se detalla un sis-
tema integral de apoyos como 

el planteado en la CDPD.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Coahuila

Ley para el Desa-
rrollo e Inclusión 

de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de Coahuila 
de Zaragoza

31 de 
mayo de 

2013

30 de 
enero 

de 2024

Instituto de Servicios 
de Salud, Rehabili-
tación y Educación 

Especial e Integral del 
Estado de Coahuila 
(ISSREEI). Brinda 

servicios especializa-
dos de rehabilitación, 

educación especial 
y asistencia integral 
para personas con 

discapacidad.

Establece el Sistema Estatal 
para el Desarrollo e Inclusión 
de las Personas con Discapa-
cidad, que coordina políticas 
públicas y programas específi-
cos para garantizar la accesibi-
lidad, igualdad y derechos de 

las personas con discapacidad. 
Sin embargo, no establece el 
modelo de apoyos requerido 

por la Convención. 

Colima

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Colima

7 de 
mayo de 

2005

2 de 
marzo 

de 2019

Instituto Colimense 
para la Discapacidad 

(INCODIS), cuya fun-
ción principal es pro-
mover la integración 
social y el desarrollo 
de las personas con 

discapacidad.

Establece el Plan Estatal para la 
Inclusión de Personas con Dis-

capacidad, que incluye acciones 
en educación, rehabilitación y 
accesibilidad. Sin embargo, no 
se detalla un sistema integral de 
apoyos conforme a lo planteado 

por la CDPD.
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Entidad 
federatia Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Durango

Ley para el Desa-
rrollo y la Inclusión 
de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de Durango

10 de 
junio 

de 2018

28 de 
mayo 

de 2023

Comisión Estatal 
Coordinadora para el 
Desarrollo e Inclusión 

de las Personas con 
Discapacidad, 

con funciones para 
articular acciones en 
salud, educación, em-
pleo, y accesibilidad.

Sistema Estatal para el Desa-
rrollo e Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad, el cual 

establece políticas públicas 
para garantizar derechos, acce-
sibilidad y ajustes razonables. 
Sin embargo, no se detallan 

mecanismos específicos de apo-
yo integral conforme al modelo 

de la CDPD.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Estado de 
México

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
México

17 de 
abril de 

2024

Sin re-
formas 
hasta la 
fecha

Instituto Mexiquense 
para la Discapacidad, 
como un organismo 

público descentraliza-
do con personalidad 
jurídica y patrimonio 

propio.

Establece el Sistema Estatal 
para la Inclusión de las Per-

sonas con Discapacidad, cuyo 
objetivo incluye la creación, 
coordinación y seguimiento 
de programas y mecanismos 
interinstitucionales públicos 
y privados para mejorar y 

ejecutar políticas públicas de 
inclusión. Además, menciona 
sistemas de apoyo en la toma 
de decisiones, ajustados a las 

disposiciones de la CDPD; sin 
embargo, no estable un modelo 

integral de apoyos.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Guanajuato

Ley de Inclusión 
para las Personas 
con Discapacidad 

en el Estado de 
Guanajuato

14 de 
septiem-
bre de 
2012

13 de 
noviem-
bre de 
2020

Instituto Guanajua-
tense para las Perso-

nas con Discapacidad, 
un organismo público 
descentralizado en-

cargado de coordinar 
políticas públicas, 
promover la reha-

bilitación integral y 
garantizar la inclusión 

de las personas con 
discapacidad en el 

estado.

Establece un Sistema Estatal 
para la Inclusión de las Perso-

nas con Discapacidad, que con-
templa ajustes razonables, acce-
sibilidad y programas integrales 

en áreas como educación, 
salud y empleo. Sin embargo, 
no se detalla explícitamente 

un sistema de apoyos integral 
completamente alineado con 
los principios de la CDPD.
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Entidad fede-
rativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Guerrero

Ley Número 817 
para las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Guerrero

20 de di-
ciembre 
de 2011

26 de di-
ciembre 
de 2014

Consejo Estatal para 
la Integración Social 
de las Personas con 
Discapacidad, como 
un órgano honorí-
fico de asesoría y 

coordinación para 
implementar políticas 

públicas inclusivas.

Menciona un Sistema Estatal 
de Prestación de Servicios 

destinado a las personas con 
discapacidad, que abarca áreas 
como salud, educación, rehabi-
litación laboral, desarrollo so-
cial y acceso a la justicia, entre 
otras. Sin embargo, no se deta-
llan explícitamente sistemas de 
apoyo alineados con la CDPD 
en términos de asistencia para 

la toma de decisiones.
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Entidad 
federativa

Nombre de la Ley Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Hidalgo

Ley Integral para 
las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de Hidalgo

31 de di-
ciembre 
de 2010

18 de 
junio 

de 2024

Sistema Estatal para 
la Integración Social 
de las Personas con 
Discapacidad, como 
organismo coordina-
dor de políticas pú-

blicas y acciones para 
promover la inclusión.

Establece el Sistema Estatal 
para la Integración Social de 

las Personas con Discapacidad, 
diseñado para coordinar, aseso-
rar y evaluar políticas públicas, 
programas y servicios dirigidos 
a erradicar la exclusión social. 
Se promueve el apoyo para el 
ejercicio de la capacidad jurí-
dica, aunque no se detalla un 
sistema de apoyos alineado de 
manera integral con los princi-

pios de la CDPD.

 



ANEXO

201

Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Jalisco

Ley para la Inclu-
sión y Desarrollo 

Integral de las Per-
sonas con Discapa-
cidad del Estado de 

Jalisco

31 de di-
ciembre 
de 2009

9 de 
marzo 

de 2024

Sistema Estatal para 
la Inclusión y Desa-

rrollo de las Personas 
con Discapacidad, 
encargado de coor-

dinar y supervisar las 
políticas públicas en 

esta materia.

Menciona explícitamente a la 
Convención sobre los CDPD, 
en varios artículos, y adopta 
principios alineados con ella. 

Sin embargo, no se identifican 
disposiciones específicas que 
diseñen un sistema de apoyos 

conforme a la Convención 
para garantizar la autonomía 

en la toma de decisiones.

Michoacán

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 

con Discapaci-
dad en el Estado 
de Michoacán de 

Ocampo

12 de 
septiem-
bre de 
2014

3 de 
enero 

de 2024

Consejo Michoaca-
no para la Inclusión 
de las Personas con 
Discapacidad, cuya 
finalidad es coordi-

nar políticas públicas, 
programas y acciones 
dirigidas a la inclusión 

social.

Programa Estatal de Preven-
ción y Atención para las Perso-
nas con Discapacidad. Incluye 

habilitación, rehabilitación 
y acciones para garantizar el 

ejercicio pleno de los derechos 
humanos. Sin embargo, no se 

detalla un sistema de apoyo es-
pecífico conforme a la CDPD.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Morelos

Ley para la Inclu-
sión al Desarrollo 

de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de Morelos

19 de 
julio 

de 2023

Sin re-
formas 
hasta la 
fecha

Instituto para la In-
clusión y Desarrollo 
de las Personas con 

Discapacidad del Es-
tado de Morelos, cuya 
naturaleza jurídica es 
la de un organismo 
público descentra-

lizado.

Programa Estatal para la Parti-
cipación, Inclusión y Desarro-
llo de las Personas con Disca-
pacidad, que incluye aspectos 
de rehabilitación, habilitación 
y accesibilidad. Sin embargo, 
no se detalla un sistema inte-
gral de apoyo explícitamente 
alineado con los principios de 

la CDPD.

Nayarit

Ley para la Protec-
ción e Inclusión de 

las Personas con 
Discapacidad del 
Estado de Nayarit

15 de 
mayo 

de 1996

30 de 
abril de 

2021

Consejo Estatal para 
la Inclusión de las 

Personas con Disca-
pacidad, que tiene 

naturaleza de órgano 
deliberativo.

La ley menciona programas 
relacionados con rehabilitación 

y accesibilidad, además de la 
implementación de medidas 
para garantizar la inclusión 
y los derechos humanos. Sin 
embargo, no se identifica un 

desarrollo integral de sistemas 
de apoyo específicos conforme 
a los estándares de la CDPD.
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Entidad  
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Nuevo 
León

Ley para la Protec-
ción de los Dere-

chos de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Nuevo León

3 de 
julio 

de 2014

26 de 
enero 

de 2022

1. Consejo para las 
Personas con Dis-
capacidad, cuya 
naturaleza es la de 
un órgano de con-
sulta y asesoría.

2. Procuraduría de la 
Defensa de las Per-
sonas con Disca-
pacidad, como un 
órgano administra-
tivo desconcentra-
do subordinado al 
DIF Nuevo León.

La ley menciona acciones para 
garantizar los derechos huma-
nos de las personas con disca-
pacidad, así como medidas de 
accesibilidad y rehabilitación, 
pero no desarrolla sistemas de 
apoyo integrales en línea con 
lo establecido por la CDPD.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Oaxaca

Ley de los Derechos 
de las Personas con 
Discapacidad en el 
Estado de Oaxaca

24 de 
agosto 

de 20215

24 de 
febrero 
de 2024

Consejo Estatal para 
los Derechos de las 
Personas con Disca-
pacidad, como un 

organismo encargado 
de coordinar políticas 
públicas, supervisar 

programas de inclusión 
y garantizar el ejercicio 
pleno de los derechos 
humanos de las perso-
nas con discapacidad.

Contempla ajustes razonables 
y sistemas de apoyo para la 

toma de decisiones en igualdad 
de condiciones con los demás. 
Estos mecanismos se alinean 

con las directrices de la CDPD, 
aunque los detalles operativos 

del sistema de apoyos no se 
describen completamente en el 

documento.
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Entidad  
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Puebla

Ley para las Perso-
nas con Discapaci-
dad del Estado de 

Puebla

12 de 
enero de 

2009

19 de 
septiem-
bre de 
2024

La ley señala que el 
Sistema para el De-
sarrollo Integral de 

la Familia (DIF) es la 
autoridad competente 

para la planeación, 
ejecución y evaluación 
de programas en ma-
teria de discapacidad. 
No menciona la crea-
ción de un instituto 

específico.

Contempla acciones para la 
valoración integral y la reha-
bilitación de las personas con 

discapacidad. Sin embargo, no 
se especifican sistemas de apo-
yo institucionales robustos que 
aborden la capacidad jurídica 

y el ejercicio pleno de derechos 
conforme a las directrices espe-

cíficas de la CDPD.

 



206

ANEXO

Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Querétaro

Ley para la Inclu-
sión al Desarrollo 

Social de las Perso-
nas con Discapaci-
dad del Estado de 

Querétaro

25 de 
agosto 

de 2011

25 de 
octubre 
de 2024

Consejo Estatal para 
las Personas con Dis-
capacidad, como un 
órgano de asesoría, 
consulta y promo-

ción de programas y 
políticas relacionadas 

con la protección, 
bienestar y desarrollo 
de las personas con 

discapacidad.

Establece un enfoque interins-
titucional para garantizar el 

acceso a programas y servicios 
en las áreas de salud, educa-
ción, empleo y participación 
social. Incluye ajustes razo-

nables, fomenta la autonomía 
en la toma de decisiones y la 

participación comunitaria. No 
obstante no menciona explíci-

tamente la creación de un siste-
ma de apoyos para garantizar 

la capacidad jurídica conforme 
a la CDPD.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Quintana 
Roo

Ley para el Desa-
rrollo y la Inclusión 
de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de 
Quintana Roo

30 de 
julio 

de 2013

22 de 
marzo 

de 2022

Instituto para el De-
sarrollo y la Inclusión 
de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de Quintana 
Roo. Organismo des-
centralizado de la Ad-
ministración Pública 
Estatal, sectorizado a 

la Secretaría de Salud.

La ley menciona explícita-
mente que deben establecerse 
mecanismos para garantizar 
que las personas con discapa-

cidad puedan tomar decisiones 
de manera autónoma o con 
apoyos necesarios, evitando 

la sustitución de su voluntad, 
conforme al enfoque social 
de la CDPD; sin embargo, 

no crea un sistema de apoyos 
integral. 
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

San Luis 
Potosí

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad 
en el Estado y Mu-
nicipios de San Luis 

Potosí

13 de 
septiem-

bre 
de 2012

14 de 
junio 

de 2024

Consejo Estatal para 
el Desarrollo de las 

Personas con Discapa-
cidad. 

Políticas públicas, 
integrar el registro 
estatal de personas 
con discapacidad, y 
garantizar la aplica-

ción de la Convención 
sobre los Derechos de 
las Personas con Dis-

capacidad.

La ley en particular, incluye la 
capacitación en habilidades de 
movilidad, la provisión de ayu-
das técnicas, y el diseño de po-
líticas públicas para fomentar 
la autonomía y la plena inclu-
sión en la sociedad. También 
se refieren ajustes razonables 

y medidas de progresividad en 
las políticas públicas aplicables; 
sin embargo, no estable un sis-

tema integral de apoyos.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Sinaloa

Ley de Integración 
Social de Personas 

con Discapaci-
dad del Estado de 

Sinaloa

6 de sep-
tiembre 
del año 
2000

5 de oc-
tubre de 

2018

Comisión Estatal 
Coordinadora de Pro-
gramas de las Perso-

nas con Discapacidad.

La ley menciona un sistema 
de prestación de servicios, 

incluyendo orientación, reha-
bilitación laboral y educativa, 

además de programas que 
buscan la integración social 
y económica de las personas 
con discapacidad (Capítulo 

VII). Sin embargo, no se hace 
referencia explícita a la CDPD 

o a su enfoque de apoyo en 
la toma de decisiones para la 

autonomía jurídica.

Sonora

Ley para la Inclu-
sión y Desarrollo 

de las Personas con 
Discapacidad o en 
Situación de Disca-
pacidad del Estado 

de Sonora

14 de 
enero de 

2019

1 de 
marzo 

de 2021

Consejo Estatal para 
el Desarrollo e Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad.

Define programas de apoyo y 
ajustes razonables orientados a 
garantizar la inclusión plena, 
aunque no desarrolla un siste-
ma de apoyos específico basa-
do en el modelo de la CDPD 
para la toma de decisiones.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Tabasco

Ley sobre los Dere-
chos de las Personas 
con Discapacidad 
para el Estado de 

Tabasco

1 de 
junio de 

2011

14 de 
septiem-
bre de 
2022

Consejo Estatal para 
el Desarrollo e Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad.

Elementos como ajustes ra-
zonables y ayudas técnicas sí 
están orientados a garantizar 
la inclusión y derechos de las 
personas con discapacidad, 

pero no se detallan sistemas de 
apoyo vinculados estrictamente 

a la CDPD con relación a la 
capacidad jurídica y la toma de 

decisiones.

Tamaulipas

Ley de los Derechos 
de las Personas con 
Discapacidad del 

Estado de 
Tamaulipas

26 de 
septiem-
bre de 
2016

5 de sep-
tiembre 
de 2023

Sistema Intersectorial 
de Protección y Ges-
tión Integral de Dere-
chos de las Personas 
con Discapacidad.

El texto menciona explícita-
mente a la CDPD, adoptando 
el modelo social de discapa-
cidad como eje rector de las 
políticas públicas y acciones 

previstas en la ley. Sin embargo, 
no se identificó una mención 

directa al diseño de sistemas de 
apoyo específicos para la toma 
de decisiones conforme a las 
directrices de la Convención.
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Entidad  
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Tlaxcala

Ley para Personas 
con Discapaci-

dad del Estado de 
Tlaxcala

19 de 
febrero 
de 2010

29 de 
abril 

de 2024

Instituto Tlaxcalteca 
para Personas con Dis-
capacidad, que poste-
riormente fue sustitui-
do por la Secretaría de 
Bienestar del Estado 
como responsable de 
las políticas públicas 

para personas con dis-
capacidad, según los 
artículos transitorios 
de la última reforma.

Incluye disposiciones para la 
habilitación y rehabilitación, 
ajustes razonables y diseño 

universal. Aunque menciona 
principios como el respeto a los 
derechos humanos y la igual-

dad de oportunidades, no hace 
referencia directa a la CDPD ni 
a sistemas específicamente dise-

ñados bajo sus directrices.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Veracruz

Ley para la Integra-
ción de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Veracruz

11 de 
marzo 

de 2010

8 de 
junio 

de 2023

Consejo Estatal para 
las Personas con Dis-
capacidad, encargado 
de coordinar, evaluar 
y promover acciones 

relacionadas con la in-
clusión y el desarrollo 
integral de las perso-
nas con discapacidad.

Incluye referencias explíci-
tas a sistemas de apoyo para 
garantizar la autonomía y la 

inclusión social de las personas 
con discapacidad, aunque no 
se menciona directamente la 

CDPD en todos los apartados. 
Sin embargo, establece accio-
nes vinculadas a su espíritu, 

como ajustes razonables, acce-
sibilidad, y fomento a la vida 

independiente.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Yucatán

Ley para la Protec-
ción de los Dere-

chos de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Yucatán

21 de di-
ciembre 
de 2011

5 de 
julio 

de 2021

Instituto para la Inclu-
sión de las Personas 

con Discapacidad del 
Estado de Yucatán, 
además del Consejo 
Promotor de los De-

rechos de las Personas 
con Discapacidad del 
Estado de Yucatán, 

como órganos encar-
gados de la promo-
ción, protección y 

garantía de derechos.

Menciona la CDPD como 
marco de referencia, espe-
cialmente para garantizar 
derechos de igualdad y no 

discriminación. Sin embargo, 
no establece un sistema de apo-
yos específico para garantizar 
la autonomía de la voluntad 
ni el apoyo para la toma de 

decisiones, como lo establece el 
artículo 12 de la Convención.
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Entidad 
federativa Nombre de la Ley

Fecha de 
promulga-

ción

Fecha de 
última 
reforma

¿Crea algún instituto 
para las personas con 

discapacidad?

¿Desarrolla un sistema de apoyos 
conforme a la CDPD?

Zacatecas

Ley para la Inclu-
sión de las Personas 
con Discapacidad 

del Estado de 
Zacatecas

3 de 
mayo 

de 2017

11 de 
agosto 

de 2021

Instituto para la Aten-
ción e Inclusión de 

las Personas con Dis-
capacidad del Estado 
de Zacatecas como 
entidad responsable 

de la implementación 
de acciones y políticas 
públicas en materia de 

discapacidad.

Menciona explícitamente la 
CDPD como uno de los funda-
mentos de su marco normativo.

Aunque su artículo 24 esta-
blece un sistema de apoyos 

legales y sociales para asistir 
a las personas con discapaci-
dad en la toma de decisiones, 
garantizando que este apoyo 

no sustituya la voluntad de las 
personas, en contraste no creas 
un sistema de apoyos integrales 
para asistir a los cuidadores y 

personas de apoyo.
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